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JUNTA ADMINISTRADORA DEL FONDO DE JUBILACIONES Y PENSIONES DEL PODER JUDICIAL. - San José, a las ocho horas del veinticuatro de febrero de dos mil veinte.
Sesión ordinaria con asistencia del máster Miguel Ovares Chavarría, de las licenciadas Ingrid Moya Aguilar y Ana Lucrecia Ruiz Rojas, del licenciado Arnoldo Hernández Solano, del licenciado Parris Quesada Madrigal, quien asiste a esta sesión como integrante suplente, en sustituciónde un integrante designado por CortePlena y del licenciado Freddy Chacón Arrieta, quien asiste como integrante suplente en sustitución de un integrante elegido por el colectivo judicial.
En la presente sesión, preside en calidad de presidente el integrante Arnoldo Hernández Solano.
ARTÍCULO I 
Documento N° 157-2020
Se aprueban los puntos presentados para el orden del día, de conformidad con la agenda remitida por la Secretaría General de la Corte.
[bookmark: _Toc33102724]ARTÍCULOII
Documento N° 158-2020
Se apruebael acta N° 3-2020 de la sesión celebrada el 10 de febrero de 2020, así como el acta N° 4-2020 de la sesión celebrada el 17 de febrero de 2020.
Los integrantes suplentes Freddy Chacón Arrieta y Parris Quesada Madrigal, se abstienen de votar por no haber participado en las citadas sesiones.
[bookmark: _Toc33102727]ARTÍCULOIII
Documento N° 107-2020
Antecedente: 
En sesión de esta Junta Administradora N° 4-2020 celebrada el 17 de febrero de 2020, artículo I, tomó el acuerdo que literalmente:
“El Consejo Superior en sesión N° 110-2019 celebrada el 19 de diciembre de 2020, artículo XLVI, tomó el acuerdo que literalmente dice:
“(…)

Posteriormente, en sesión N° 54-18 celebrada el 14 de junio del 2018, artículo LXXVIII, se le aclaró a la Dirección Jurídica que debido a que esa dirección es un órgano adscrito a la Corte Plena y asesor del Consejo Superior, las únicas consultas jurídicas que debía atender son las de estos órganos y la Dirección Ejecutiva, por lo tanto, las solicitudes de criterio presentadas directamente a esa dirección deberían de ser rechazadas.

La máster Roxana Arrieta Meléndez, la licenciada Maureen Siles Mata y la máster Adriana Steller Hernández, por su orden Directora interina y de Gestión Humana, Subdirectora interina de Proceso de Administración Salarial y Jefa de Administración interina de Subproceso de Administración Salarial, mediante oficio N° PJ-DGH-SAS-7169-2019 del 6 de diciembre de 2019, comunicaron lo siguiente:

“El Consejo Superior en sesión Nº 54-18 celebrada el 14 de junio de 2018, artículo LXXVIII acuerda lo siguiente:  

“Aclarar a la Dirección Jurídica que en razón de que esa dirección es un órgano adscrito a la Corte Plena y asesor del Consejo Superior, las únicas consultas jurídicas que debe atender son las de estos órganos y la Dirección Ejecutiva, por lo tanto, las solicitudes de criterio presentadas directamente a esa dirección deben de ser rechazadas.”

De ahí que, para resolver el presente caso, se requiere contar con el criterio legal de la Dirección Jurídica, en virtud de los argumentos planteados por la señora Mayra Gerardina Campos Zúñiga, cedula 04-0136-0313 con respecto al reconocimiento de horas estudiante en la Facultad de Derecho de la Universidad de Costa Rica como tiempo servido para efecto de anualidades y jubilación.

En ese sentido se muestra parte de la pretensión realizada por la servidora en su solicitud:

“… solicito que se me reconozca para efectos de PENSION, el tota1 de 9 meses y 10 días, como consta en la certificación adjunta.

Con el reconocimiento de ese plazo cumplo con los requisitos para jubilarme, o sea 55 años de edad y 30 años de servicio, como lo exige la Ley Orgánica del Poder Judicial”.

Al respecto, dentro de la documentación aportada se tiene una certificación emitida por la Universidad de Costa Rica en la que se detallan los periodos y salarios percibidos por la colaboración de la señora Campos Zúñiga en la Facultad de Derecho de la Universidad de Costa Rica. (La negrita no pertenece al original)

Asimismo, aporta también el Voto N° 658-2015, el cual se encuentra adjunto en este documento, emitido por el Tribunal Administrativo de la Seguridad Social del Régimen de Pensiones y Jubilaciones del Magisterio Nacional, en el que se realiza un análisis más a fondo con respecto al tema en cuestión.

Por lo anteriormente expuesto, y con el fin de resolver al amparo de la legalidad, esta Dirección requiere que el Honorable Consejo solicite a la Dirección Jurídica un análisis que respalde la gestión que se debe realizar ante un caso como el que se tiene en este momento.”
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Anexo

(…)

Manifestación del Integrante Montero Zúñiga:

“Ese asunto fue resuelto y  no corresponde el reconocimiento de ese tipo de tiempo, esa es mi posición, porque lo otro sería, no recuerdo el caso que plantea doña Sara y qué se resolvió exactamente, si es en la misma línea, se le rechazó, podría ser igual, la motivación que yo daba era que precisamente que es un tema que ya fue superado y es un caso que ya fue discutido por el Consejo y darle a ella las referencias, porque la propuesta que viene aquí me parece que es trasladar a la Dirección Jurídica, y yo si no estaría de acuerdo porque ya es un caso que ha sido sumamente discutido, si el que dice doña Sara plantea lo que yo estoy diciendo, me parece que está bien, la idea es rechazarlo y ver como se argumenta esos temas.” 

El señor subsecretario Carlos Mora Rodríguez, indica que la Secretaría de la Corte, se compromete va a buscar lo antecedentes de gestiones similares.
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Se acordó: 1.) Comunicarle a la Dirección de Gestión Humana, que este Consejo, en reiteradas ocasiones, se ha pronunciado en casos similares al de la gestionante, en este sentido puede citarse las sesiones N° 103-18 celebrada el 27 de noviembre de 2018, artículo LXXIX y N° 24-19 celebrada el 15 de marzo del 2019, artículo LXXVI, por lo estima esta cámara que no se requiere realizar una consulta jurídica sobre el tema, en consecuencia: 2.) Rechazar la gestión realizada por la doctora Mayra Gerardina Campos Zúñiga, Fiscala Adjunta, debido a que, no corresponde el reconocimiento de tiempo servido en la Escuela de Derecho de la Universidad de Costa Rica, bajo el sistema horas Asistente- Estudiante, por no haber existido una relación laboral con ese Centro de enseñanza y no hallarse registro de aportes a ningún régimen de pensiones ni cargas sociales, por parte de la gestionante. 3.) Comunicarle a la doctora Campos Zúñiga, que, de conformidad con la Certificación emitida por la Vicerrectoría de Administración y la Oficina de Recursos Humanos de la Universidad de Costa Rica, el sistema horas Asistente- Estudiante, aplicada por la Escuela de Derecho de la Universidad de Costa Rica, no constituye tiempo servido por tratarse de un régimen de Becas Estudiantiles.

La Dirección de Gestión Humana tomara nota para los fines correspondientes.”
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La doctora Mayra Campos Zúñiga, fiscala adjunta de la Fiscalía General, mediante nota del 30 de enero de 2020, interpuso el siguiente recurso:
“… comparezco ante ustedes y con respeto manifiesto:
Interpongo recurso de revocatoria contra el ARTÍCULO XLVI tomado en sesión N° 110-2019 celebrada el 19 de diciembre de 2019, que literalmente dice:

 “1.) Comunicarle a la Dirección de Gestión Humana, que este Consejo, en reiteradas ocasiones, se ha pronunciado en casos similares al de la gestionante, en este sentido puede citarse las sesiones N° 103-18 celebrada el 27 de noviembre de 2018, artículo LXXIX y N° 24-19 celebrada el 15 de marzo del 2019, artículo LXXVI, por lo estima esta cámara que no se requiere realizar una consulta jurídica sobre el tema, en consecuencia: 2.) Rechazar la gestión realizada por la doctora Mayra Gerardina Campos Zúñiga, Fiscala Adjunta, debido a que, no corresponde el reconocimiento de tiempo servido en la Escuela de Derecho de la Universidad de Costa Rica, bajo el sistema horas Asistente- Estudiante, por no haber existido una relación laboral con ese Centro de enseñanza y no hallarse registro de aportes a ningún régimen de pensiones ni cargas sociales, por parte de la gestionante. 3.) Comunicarle a la doctora Campos Zúñiga, que, de conformidad con la Certificación emitida por la Vicerrectoría de Administración y la Oficina de Recursos Humanos de la Universidad de Costa Rica, el sistema horas Asistente- Estudiante, aplicada por la Escuela de Derecho de la Universidad de Costa Rica, no constituye tiempo servido por tratarse de un régimen de Becas Estudiantiles”.
MOTIVOS DEL RECURSO
a) En el citado acuerdo se me rechaza la gestión de tiempo servido en otra institución, alegando que existen precedentes en los cuales se ha procedido a denegar solicitudes similares. A pesar de que se indican los números de acuerdos, no se expone su contenido y tampoco las razones fácticas o jurídicas por las cuales no resulta atendible la gestión planteada. De ahí que esta servidora desconoce las razones por las cuales el Consejo resolvió.

b) Ciertamente, existen varios casos relacionados con la Universidad de Costa Rica en los cuales se ha pretendido el reconocimiento de tiempo servido. Sin embargo, debe aclararse que no todos se refieren al mismo tema ni su contenido es igual. La mayoría de ellos se refieren al reconocimiento de lo que se denomina beca 11. Sin embargo, la gestión que planteo no se sustenta en ese instituto, sino más bien a la relación laboral conocida como horas asistente u estudiante. Modalidad mediante la cual la Universidad de Costa Rica contrata a algunos estudiantes para que realicen labores de docencia e investigación, colaborando con los profesores de la Cátedra. Dentro de esas labores se incluyen también la investigación, preparación de materiales didácticos e impartir lecciones cuando así lo requerían las personas docentes. En esa relación jurídica existen todos los elementos del contrato laboral. De hecho la Universidad emite una planilla y se percibe un salario mensual, el cual fue detallado en la certificación presentada en el escrito inicial.
c) El Consejo Superior del Poder Judicial parte de una premisa falsa al confundir el régimen de la beca 11, que no solicité, con el régimen de horas asistente/estudiante. Pero además se omitió prueba fundamental aportada, que demuestra la relación jurídico laboral.
d) El Consejo Superior también comete un error al consultarle a la Universidad de Costa Rica, en su condición de patrono, siel sistema horas Asistente- Estudiante, aplicada por la Escuela de Derecho de la Universidad de Costa Rica, constituye tiempo servido y si se da o no una relación laboral. Es claro que los derechos laborales de los trabajadores y trabajadores no puede quedar al arbitrio del patrono, pues en la mayoría de los casos, haría nugatorio ese derecho. 
e)  En lo que se refiere a los derechos laborales, existen órganos especializados, creados especialmente por ley, que son los encargados de definir el contenido y los alcances de los derechos de los trabajadores. En este caso los Tribunales de Trabajo, la Junta de Pensiones del Magisterio Nacional, así como el Ministerio de Trabajo han emitido diversas resoluciones -las cuales fueron citadas en el escrito inicial- donde de forma expresa y contundente han señalado que en estos casos sí existe relación laboral y por ende debe computarse el tiempo servido para todos los efectos de ley. Tribunal Administrativo del Magisterio Nacional, Voto No. 130-2015 de 10:25 horas del 9 de febrero del 2015. Tribunal de Trabajo, Sección III, No. 30 de 9:00 horas del 15 de enero de 1999.Tribunal de Trabajo, Sección III, No. 113 de 9:50 horas del 12 de enero de 1999, Tribunal Administrativo de la Seguridad Social, voto 658-2015, a las trece hora quince minutos del veinticinco de mayo del dos mil quince, reiteración en los votos 008-2010 de las 13:15 minutos del 16 de setiembre del año 2010, Voto 1027-Voto 1027-2011 de las 11:42 minutos del 25 de noviembre del 2011, Voto 727-2012 de las 13:42 minutos del 26 de junio del 2012 entre otros.
a) Violación al principio de igualdad. Como lo indiqué anteriormente, tanto el Tribunal de Trabajo, el Tribunal Administrativo del Magisterio Nacional como el Ministerio de Trabajo han reconocido en situaciones similares el tiempo de servicio para todos los efectos legales, incluido el derecho de pensión, lo que genera un trato desigual y una violación al principio de Patrono Único.
PRETENSIÓN
Por las razones expuestas, solicito se reconsidere el acuerdo impugnado, se proceda a su revocatoria y se me reconozca el tiempo servido de 9 meses y 10 días en la Universidad de Costa Rica en la modalidad de Horas estudiante, considerando el CRITERIO JURÍDICO del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, como ente establecido constitucionalmente para la protección de los derechos de las personas trabajadoras y no sobre el sustento de un criterio patronal como es la Universidad de Costa Rica.

(…)”
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Se acordó: Informarle a la doctora Mayra Campos Zúñiga, fiscala adjunta de la Fiscalía General, que esta Junta Administradora de Fondo no se puede pronunciar referente a lo acordado por el Consejo Superior en sesión N° 110-2019 celebrada el 19 de diciembre de 2020, artículo XLVI.
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Posteriormente, mediante correo electrónico del 14 de febrero de 2020, la doctora Mayra Campos Zúñiga, fiscala adjunta de la Fiscalía General, remitió ampliación de la gestión presentada el 30 de enero de 2020, la cual se adjunta a continuación:
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Se le informa a la doctora Mayra Campos Zúñiga, fiscala adjunta de la Fiscalía General, que en sesión N° 4-2020 celebrada el 17 de febrero de 2020, artículo I, se conoció el recurso que presentó en contra del acuerdo adoptado por el Consejo Superior en sesión N° 110-2019 celebrada el 19 de diciembre de 2020, artículo XLVI, en esa oportunidad, esta Junta Administradora acordó que no se pronunciaría referente al fondo de lo acordado por el Consejo Superior. 
Sin embargo, en razón de la ampliación presentada, objeto de este acuerdo, esta Junta Administradora entra a conocer el fondo de la citada gestión, valorando los elementos presentados en el escrito de fecha 30 de enero de 2020.
Esta Junta Administradora concuerda con el Consejo Superior en cuanto a queel sistema horas Asistente- Estudiante, aplicada por la Escuela de Derecho de la Universidad de Costa Rica, no constituye tiempo servido por tratarse de un régimen de Becas Estudiantiles, aunado a lo anterior, debido a que no existió una relación laboral con ese Centro de enseñanza y no hallarse registro de aportes a ningún régimen de pensiones ni cargas sociales por parte de la gestionante, no corresponde el reconocimiento de tiempo servido en la Escuela de Derecho de la Universidad de Costa Rica.
En razón del anterior análisis, se acuerda por unanimidad: 1.)Rechazar el recurso presentado por la doctora Mayra Campos Zúñiga, fiscala adjunta de la Fiscalía General. 2.) Hacer este acuerdo de conocimiento de la Dirección de Gestión Humana.
[bookmark: _Toc33102731]ARTÍCULOIV
Documento N° 96-2020
La máster Ana Eugenia Romero Jenkins, Directora Ejecutiva, mediante oficio N° 618-DE-2020 del 13 de febrero de 2020, remitió lo siguiente:

“Para su conocimiento y fines pertinentes, me permito trasladar oficio N° 75-FC-2020 de fecha 11 de febrero en curso, suscrito por la MBA Floribel Campos Solano, Jefa del Departamento Financiero Contable, mediante el cual remite el estado del Estudio de Valuación Actuarial del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial. 
Cabe agregar, que, siguiendo la buena práctica que se ha implementado en estudios anteriores, solicito se designe un equipo contraparte para que participe en el desarrollo del informe junto con el equipo técnico.”
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Por unanimidad se acuerda: 1.) Tomar nota del oficio N° 618-DE-2020 del 13 de febrero de 2020, suscrito por la máster Ana Eugenia Romero Jenkins, Directora Ejecutiva. 2.) Remitir el presente informe a los integrantes de esta Junta Administradora que forman parte del equipo contraparte, con la finalidad de que brinde seguimiento al cronograma para el cumplimiento de las fechas y entrega oportuna a la Superintendencia de Pensiones. 
[bookmark: _Toc33102733]ARTÍCULOV
Documento N° 101-2020
Mediante oficio N° 666-DE-2020 del 17 de febrero de 2020, el máster Wilbert Kidd Alvarado, Subdirector Ejecutivo, remitió lo siguiente:
“Para lo que corresponda, se envía el oficio N° 063-FC-2020 de fecha 12 de febrero en curso, que suscribe la MBA Floribel Campos Solano y el Lic. José Andrés Lizano Vargas, por su orden, jefa del Departamento de Financiero Contable y Jefe a, í del Proceso de Riesgos del Departamento en mención, mediante el cual remite:

1. Informe de Indicadores de Riesgo y los resultados en los límites de tolerancia, para el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, correspondiente al mes de enero de 2020.”
Adjuntos:




- 0 -

Por unanimidad se dispone: 1.) Tomar nota del oficio N° 666-DE-2020 del 17 de febrero de 2020, suscrito por el máster Wilbert Kidd Alvarado, Subdirector Ejecutivo, referente al “Informe de Indicadores de Riesgo y los resultados en los límites de tolerancia, para el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, correspondiente al mes de enero de 2020.” 2.) Una vez analizado el contenido del documento, se determinar que los resultados de los indicadores y límites de tolerancia del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, no se aprecian en la documentación adjunta, por lo anterior, se remite al Comité de Riesgos para su análisis y consideración de lo indicado anteriormente.
El Departamento Financiero Contable tomará nota para los fines correspondientes.
[bookmark: _Toc33102736]ARTÍCULOVI
Documento N° 111-2020
La licenciada Floribel Campos Solano, jefa del Macroproceso Financiero Contable y el licenciado Luis Guillermo Vásquez Ureña, jefe del Proceso Presupuestario Contable, mediante oficio N° 077-SC-2020 del 18 de febrero de 2020, remitieron lo siguiente:

“El Despacho Carvajal & Colegiados fue contratado para realizar la auditoría externa de los Estados Financieros del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, del periodo correspondiente al 2019. 
Por tal motivo y como parte de los requerimientos de dicho Despacho, solicitan la certificación de las actas del Consejo Superior referentes a temas del Poder Judicial y del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial. 
Se adjunta el formato solicitado por dicho Despacho. (Se puede indicar solamente la primera y la última del periodo 2019). 
Debido a la fecha en que los auditores deberán completar la auditoria, se solicita respetuosamente que dicha información se envíe lo más pronto posible. 
En virtud de lo indicado, de la manera más atenta se solicita remitir lo requerido a la Licda. Vanessa Molina Valverde al correo electrónico kmolina@carvajalcr.com, con copia al Lic. Luis Guillermo Vásquez Ureña correo electrónico lvasquez@poder-judicial.go.cr, Lic. Alexis Arias Azofeifa correo electrónico aariasa@poder-judicial.go.cr y Licda. Yesenia Flores Chacón correo electrónico yflores@poder-judicial.go.cr. 
(…)”
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Por unanimidad se acuerda: 1.) Remitir la presente gestión a la integrante Lucrecia Ruiz Rojas para que certifique lo correspondiente a las actas de esta Junta Administradora.En cuanto a las certificaciones de las actas que corresponden al Consejo Superior, se remite a ese órgano y a la Secretaría General de la Corte Suprema de Justicia para los fines correspondientes. 2.) Hacer este acuerdo de conocimiento del Despacho Carvajal & Colegiados.
El Departamento Financiero Contable tomará nota para los fines correspondientes.
[bookmark: _Toc33102738]ARTÍCULOVII
Documento N° 106-2020
El MPM, Oslean Mora Valdez, jefe del Proceso de Inversiones, solicitó a la Unidad de Sistemas Administrativos de la Dirección de Tecnología de la Información, tramitar una mejora para Sistema SCI, debido a que la Auditoría Externa le está dando seguimiento a la mejora planteada, sin embargo, el servidor Juan Diego Víquez Oviedo, Coordinador de la Unidad de Sistemas Administrativos, mediante correo electrónico del 17 de febrero de 2020, le remitió la siguiente respuesta: 
“Buenos días estimado Oslean, con instrucciones superiores se aclara que según el Convenio establecido entre el Poder Judicial y la Junta Administradora en el documento N° 693-2020 se indica lo siguiente:

En relación con los sistemas de información del Fondo de Jubilaciones, Contabilidad y Sistema de Inversiones, la Dirección de Tecnología brindará el soporte, atención de incidentes y las mejoras estrictamente necesarias, las cuales deberán ser elevadas a la Comisión Gerencial de Tecnología para su respectiva valoración, deberá ser considerado la disponibilidad del recurso. Sin embargo, si se requiere de mejoras o migración a nuevas plataformas el financiamiento de estos cambios deberá ser suplido por la Junta Administradora del Fondo, y previa aprobación del Consejo Superior, como autoridad encargada de la política administrativa del Poder Judicial, según lo regula la Ley Orgánica del Poder Judicial, donde se deberá valorar la disponibilidad del recurso humano de la Dirección de Tecnología de Ia Información.

En este momento no se cuenta con recurso disponible para la atención de mejoras en el Sistema de Inversiones, por lo que deben realizar la solicitud ante el Comité Gerencial de Tecnología, para evaluar su vialidad.

(…)”
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En razón de lo anterior, el MPM. Oslean Mora Valdez, remitió correo electrónico a esta Junta Administradora indicando lo siguiente: 
“Don Juan Diego, tomo nota de su comunicado y procedo a elevar la posición adoptada por la Dirección que representa sobre la atención de los requerimientos del Sistema Integrado de Carteras de Inversión. Al respecto es importante destacar que esta mejora es de vieja data, así constatado por el informe de seguimiento de la Auditoría Externa al cual se hace referencia, de igual forma es destacable que la atención de esta mejora típicamente se consideraba un ajuste de rápida y sencilla solución.

Agradezco indicar por este medio el procedimiento necesario para remitir la solicitud ante el Comité Gerencial de Tecnología, dado que como usuarios típicamente no mantenemos acceso a dicho comité, limitando la acción de nuestras solicitudes por medio del registro del GIS de referencia.

Quedo a la espera de sus comentarios.

(…)”
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Por unanimidad se acuerda: 1.) Tomar nota de la comunicación realizada por el MPM. Oslean Mora Valdez, jefe del Proceso de Inversiones del Departamento de Financiero Contable. 2.)Es importante contar con un inventario de necesidades en las mejoras para los sistemas atinentes al Fondo de Jubilaciones y Pensiones, con la finalidad de mejorar la gestión en cuanto al servicio que se brinda a las personas del colectivo judicial, jubiladas y pensionadas, por lo anterior, se solicita a la Dirección de Gestión Humana y al Departamento Financiero Contable, informen a esta Junta Administradora cuales son las prioridades de mejora en los sistemas, para valorar a futuro cuales se implementarán con antelación, una vez que se tenga conformado el aparato administrativo para hacer frente a dichas erogaciones.
Hacer este acuerdo de conocimiento de la Dirección de Gestión Humana y del Departamento Financiero Contable.
[bookmark: _Toc33102740]ARTÍCULO VIII
Documento N° 103-2020
Esta Junta entra a conocer documento realizado por el MPM. Oslean Mora Valdez, referente a la propuesta de plan de ruta para la gestión de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones, el cual reúne los principales elementos de administración del FJPPJ.
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Por unanimidad se acordó:1.) Tener por recibida la ruta para la gestión de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones, remitida por el MPM. Oslean Mora Valdez, jefe del Proceso de Inversionesdel Departamento Financiero Contable. 2.) Remitir el presente acuerdo a los comités de Riesgos, Inversiones y Auditoría para lo de su cargo, así como a la Comisión de Gobierno Corporativo para su implementación.

[bookmark: _Toc33102742]ARTÍCULO IX
Documento N° 102-2020
El MPM. Oslean Mora Valdez, jefe del Proceso de Inversiones, mediante correo electrónico 31 de enero de 2020, presentó la siguiente gestión:

“(…)

“…analizando a lo interno del Macroproceso Financiero Contable, en apego del convenio suscrito y conforme al comunicado que recibimos el día de hoy sobre la asignación de una personería jurídica propia para la Junta Administradora del FJPPJ, se considera importante se valore lo indicado en el correo infra citado, en el cual se presenta una interpretación sobre la supervisión al que estaría sujeta la JAFJPPJ, dado que se considera tendría los mismos alcances que la ejercida sobre el FJPPJ. Lo anterior impacta la operativa y el accionar sobre la gestión de los recursos de la comisión de administración, el tipo de contabilidad a efectuar, la distribución de la cartera de inversiones y en general el cuerpo normativo aplicable.

Dado lo anterior, salvo criterio en contrario, se considera oportuno sugerirle a la Junta Administradora del FJPPJ que declare el apego a la normativa del CONASSIF para la gestión de sus recursos o que en su defecto realice una gestión ante la Superintendencia de Pensiones para que determine con certeza:

1. Que la supervisión sobre la JAFJPPJ aplica en los mismos términos que al FJPPJ o que dicha Junta no esté sujeta a la supervisión y cumplimiento de normativa de SUPEN-CONASSIF.

1. Que se determine el plazo de aplicación o ajuste que se brindaría para su alineamiento a dicha normativa, en caso de que aplique.

En caso de proceder la supervisión directa de la SUPEN sobre la JAFJPPJ (como se estima), adicionalmente es necesario definir por parte de la JAFJPPJ, una estrategia especifica de inversión para dichos recursos, con una estimación del plazo al cual serían utilizados, así como la declaración de adopción del cuerpo normativo aplicable para poder efectuar su adecuada gestión operativa.

Espero la información le sea de utilidad, quedo atento a sus consultas o comentarios.
Adjunto:


- 0 -

Por unanimidad se acuerda:Solicitar a la Superintendencia de Pensiones se pronuncie en cuanto a la propuesta planteada por el MPM. Oslean Mora Valdez, jefe del Proceso de Inversiones del Departamento Financiero Contable, en cuanto a los siguientes puntos: a.)Que la supervisión sobre la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial aplica en los mismos términos que al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial o que dicha Junta no esté sujeta a la supervisión y cumplimiento de normativa de SUPEN-CONASSIF. b.) Que se determine el plazo de aplicación o ajuste que se brindaría para su alineamiento a dicha normativa, en caso de que aplique.
Hacer el presente acuerdo de conocimiento del Departamento Financiero Contable.
[bookmark: _Toc33102745]ARTÍCULOX
Documento N° 109-2020
La Integrante Ingrid Moya Aguilar, mediante correo electrónico del 18 de febrero de 2020, remitió la siguiente solicitud a la Dirección de Gestión Humana:

“Muy buen día Jazmín, en virtud de que se tiene aprobadas por parte de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones varias jubilaciones y se requiere entregar a las personas beneficiarias las certificaciones para los trámites correspondientes en OPC, entre otros, en forma atenta se solicita que los permisos de aprobación con que actualmente cuenta la Secretaría General de la Corte sean asignados a la Secretaria de la Junta Administradora del Fondo, Licenciada Ana Lucrecia Ruiz Rojas, usuario aruizro, cédula 2-0576-0789.

En el Órgano que aprueba debe incluirse el lugar del Consejo Superior a la Junta Administradora del FJPPJ.

Agradezco su oportuna colaboración en el tema, ya que algunas personas beneficiarias ya están gestionando sus documentos.”

- 0 -
Posteriormente, la licenciada Olga Guerrero Córdoba, subdirectora general de la Dirección de Gestión Humana, mediante correo electrónico de esa misma fecha, brindó la siguiente respuesta:
(…)”

En segunda instancia y en vista de la entrada en funcionamiento de la Junta Administradora del Fondo aprovecho para consultar lo siguiente:

El sistema del Fondo tiene dentro de su lógica de funcionamiento tiene una serie de aprobaciones en el módulo de jubilaciones y pensiones que son necesarias para que las gestiones sigan el rumbo definido, hasta que lleguen a Financiero para su debida incorporación de la planilla tal y como se detalla en el siguiente cuadro:

[image: ]

La misma dinámica pasa en el módulo de reconocimiento de tiempo servido. 

Cuando iniciamos en el año 2010, la Secretaría de la Corte delegó en la Dirección de Gestión Humana que las pensiones donde existía redistribución del porcentaje entre varios beneficiarios, la aprobación final la hiciera la Dirección de GH y así lo hemos venido realizando desde entonces siempre y cuando contemos con el acuerdo del CS no sólo para pensiones sino también para los estudios de reconocimiento de tiempo servido. 

Ahora, con la entrada en vigencia de la Ley 9544 como ustedes conocen las condiciones variaron especialmente el sentido que todas las personas requieren de un peritaje de Trabajo Social y por ende un informe de esta Dirección. Por lo tanto, la aprobación final de todas las pensiones siempre quedó a cargo de esta Dirección.

Con la entrada en vigencia de la Junta, requerimos saber si ustedes están de acuerdo que la aprobación se mantenga en la Dirección (es importante indicar que la aprobación está a mi cargo), manteniendo siempre la comunicación con FICO para respetar las fechas de corte de la inclusión de la planilla y un acuerdo que respalde la aprobación que realizaríamos.

En vista de lo anterior y aprovechando este correo quedamos a la orden para que nos indiquen cual sería el proceder en este caso de manera que, si la Junta decide continuar con la aprobación final de las pensiones y el reconocimiento de tiempo servido nosotros con mucho gusto estaríamos en la disposición de ofrecerles una inducción, para que ustedes prosigan en adelante con la aprobación final de ambos procesos.”  

- 0 -

Asimismo, la integrante Moya Aguilar informó que ya fueron asignados los perfiles de aprobador a la Integrante Ana Lucrecia Ruiz Rojas.

Por unanimidad se acuerda:1.)Informarle a la licenciada Olga Guerrero Córdoba, subdirectora a.í  de la Dirección de Gestión Humana, que en sesión N° 1-2020 celebrada el 27 de enero de 2020, artículo IV, se tuvieron debidamente habilitadas e investidas de las competencias necesarias a las personas funcionarias que ostentaran las jefaturas de la Dirección Ejecutiva y de la Dirección de Gestión Humana, para que a nombre y por cuenta de esta Junta Administradora realizaran las acciones autorizatorias y decisorias necesarias y concretas para asegurar ese tipo de trámites, por lo anterior, se deben mantener todas las aprobaciones como hasta este momento se han realizado. 2.)Aunado a lo anterior, se solicita a la Dirección de Gestión Humana una inducción para los integrantes de esta Junta Administradora, con la finalidad de que adquieran los conocimientos necesarios sobre los temas del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, atinentes a las funciones que se desempeñan en esa Dirección. 3.) La integrante Lucrecia Ruiz Rojas, secretaria de esta Junta Administradora, coordinará lo pertinente.

[bookmark: _Toc33102748]ARTÍCULOXI
Documento N° 94-2020
Antecedente:
En sesión de Consejo Superior N° 105-19 celebrada el 3 de diciembre de 2019, artículo XXXVIII, ese órgano tomó el siguiente acuerdo:
“(…)
Tomando en consideración la competencia que aún conserva transitoriamente este Consejo para conocer de los asuntos relacionados con la Administración del Fondo de Pensiones y Jubilaciones, según lo establecido en el Transitorio I de la Ley N° 9544, y en concordancia con el artículo 81 inciso 12) de la Ley Orgánica del Poder Judicial (Ley N° 7333) y lo dispuesto por la Corte Plena en sesión N° 53-18 celebrada el 19 de noviembre de 2018, artículo XXI, y 45-19 celebrada el 28 de octubre de 2019, artículo V, donde se dispuso que el funcionamiento de la Junta de Administración inicia para febrero de 2020,por mayoría, se acordó: 1.) Tener por rendido el informe N° PJ-DGH-AP-5321-2019 del 12 de noviembre de 2019, suscrito por la máster Roxana Arrieta Meléndez, Directora interina, la licenciada Olga Guerrero Córdoba, Subdirectora interina, el licenciado Carlos Lizano Alfaro, Jefe interino de Administración de Personal y la licenciada Leda Córdoba Montero, Coordinadora interina de la Unidad de Jubilaciones y Pensiones, todos de Gestión Humana, referente a la valoración médica de la Comisión Calificadora del Estado de Invalidez, realizado a la licenciada Lisbeth Carit Paniagua, Abogada de la Oficina Defensa Civil de la Víctima del Primer Circuito Judicial de San José, en el que se concluye que no se encuentra inválida. 2.) En razón del Informe sobre el resultado de la valoración médica practicada a la licenciada Lisbeth Carit Paniagua, Abogada de la oficina Defensa Civil de la Víctima, se traslada a la Fiscalía General de la República para que valore su reubicación.”
(…)”  
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	La señora Lisbeth María Carit Paniagua, mediante correo electrónico del 13 de febrero de 2020, remitió el siguiente documento para conocimiento de esta Junta Administradora:
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Se acordó:1.) Informarle a la señora Lisbeth María Carit Paniagua, que esta Junta Administradora toma las decisiones bajo el Principio de Legalidad, estipulado en el artículo 11 de la Ley General de la Administración Pública, bajo esta premisa, no es procedente acoger la gestión que presenta, en razón de que no cumple con los requisitos establecidos en los artículos 224, 224 bis y 227 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, artículos que regulan los requisitos para optar por una jubilación. 2.) Hacer este acuerdo de conocimiento de la Dirección de Gestión Humana.
[bookmark: _Toc33102751]ARTÍCULOXII
Documento N° 92-2020
	La licenciada Olga Guerrero Córdoba, el licenciado Carlos Lizano Alfaro y la licenciada Leda Córdoba Montero, por su orden, subdirectora a.í, jefe a.í de Administración de Personal y Coordinadora a.í de la Unidad de Jubilaciones y Pensiones, todos de la Dirección de Gestión Humana, mediante oficio N° PJ-DGH-AP-724-2020 del 12 de febrero 2020, remitieron lo siguiente:
“(…)

[bookmark: _Hlk2502170][bookmark: _Hlk29893330][bookmark: _Hlk28891924][bookmark: _Hlk28681882][bookmark: _Hlk28685916]Para su conocimiento, se adjunta el informe de pensión PJ-DGH-AP-224-2020, con el cual se finiquita la solicitud planteada por el señor Orlando Zeledón Chan, en calidad de esposo de la jubilada judicial fallecida Mayra Argüello Alguera ante esta Dirección.

El mismo, contiene inserto el dictamen socioeconómico emitido por el Departamento de Trabajo Social y Psicología, el cual cuenta con información de carácter confidencial.

Cabe indicar que, esta Dirección recomienda salvo mejor criterio, otorgar un porcentaje de pensión que le permita a don Orlando satisfacer sus necesidades.  Para este caso, y de acuerdo con el análisis realizado por la Unidad de Jubilaciones y Pensiones sería del 65% del monto máximo de pensión que por ley le correspondería al señor Zeledón Chan (80%), porcentaje que le permitirá al petente atender sus necesidades de forma segura y holgada. Lo anterior por cuanto el estudio socioeconómico realizado por el Departamento de Trabajo Social indica que don Orlando tiene un egreso mensual de más de quinientos mil colones, sin embargo, dicho monto incluye los gastos de la hija del causahabiente, gastos que para los efectos del presente informe no son de recibo ya que no corresponden al posible beneficiario directo. 

Esta Dirección se mantendrá a la espera de lo que resuelva la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones a efecto de proceder con el trámite respectivo.”

Adjuntos:
Informe:


Solicitud de pensión:
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Una vez analizada la gestión presentada por el señor Orlando Zeledón Chan, en calidad de esposo de la jubilada judicial fallecida Mayra Argüello Alguera, así como el dictamen socioeconómico emitido por el Departamento de Trabajo Social y Psicología, se acuerda por unanimidad: 1.)Acoger parcialmente la recomendación emitida mediante oficio N° PJ-DGH-AP-724-2020 del 12 de febrero 2020, emitido por la Dirección de Gestión Humana, en consecuencia, otorgar el 80% sobre el monto de jubilación que en vida le correspondía a la señora Argüello Alguera, de conformidad con el artículo 229 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, a partir del 13 de junio de 2019, lo anterior, debido a que las necesidades actuales del señor Zeledón Chan, justifican el otorgamiento de dicho porcentaje. 2.) Hacer este acuerdo de conocimiento de la Dirección de Gestión Humana y del Departamento Financiero Contable.
[bookmark: _Toc33102753]ARTÍCULOXIII
Documento N° 93-2020
La licenciada Olga Guerrero Córdoba, el licenciado Carlos Lizano Alfaro y la licenciada Leda Córdoba Montero, por su orden, subdirectora a.í, jefe a.í de Administración de Personal y Coordinadora a.í de la Unidad de Jubilaciones y Pensiones, todos de la Dirección de Gestión Humana, mediante PJ-DGH-AP-735-AP-2020 del 13 de febrero de 2020, remitieron la siguiente gestión:
Para conocimiento de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, se remite el recurso de revocatoria con apelación, interpuesto ante la Dirección de Gestión Humana por el señor Juan Warnes Ulate García, padre del exservidor judicial fallecido Henry Warner Ulate Aguilar, esto razón de que por medio del oficio PJ-DGH-AP-4504-2019 se le denegó la solicitud de pensión incoada en razón el deceso de su hijo.

1. Antecedentes del caso.

En fecha 21 de noviembre 2018, el señor Juan Warnes Ulate García se apersona a la Unidad de Jubilaciones y Pensiones de esta Dirección y presenta en calidad de padre, la solicitud de pensión por el fallecimiento de su hijo, el exservidor Henry Warner Ulate Aguilar, cuyo deceso acaeció el 29 de octubre de 2018.

En atención a la gestión, la Unidad de Jubilaciones y Pensiones da marcha a los trámites correspondientes, iniciando con la solicitud de practica de estudio socioeconómico de parte del Departamento de Trabajo Social y Psicología, esto en aras de establecer la dependencia económica del señor Ulate García hacia su hijo. De esta forma, el pasado mes de mayo 2019, el Departamento citado remite el informe 18-003058-735-TS, el cual expone los resultados de la valoración realizada.

Seguidamente, en fecha 23 de septiembre 2019, se apersona a la Unidad de Jubilaciones y Pensiones la señora Alba Peraza Arias, la cual interpone solicitud formal de pensión, esto en calidad de compañera de hecho del exservidor Henry Warner Ulate Aguilar.

En atención a la solicitud planteada, se torna imperioso remitirse al texto de la ley 9544 para establecer la forma de proceder en cuanto a las solicitudes de pensión presentadas. En este caso la ley indica:

“Artículo 228- Tienen derecho a pensión por sobrevivencia:

a) El cónyuge sobreviviente del servidor o jubilado fallecido que dependa económicamente del causante, al momento del fallecimiento.

b) El compañero económicamente dependiente al momento del fallecimiento del jubilado, que haya convivido por lo menos tres años previos al deceso y tuvieran ambos aptitud legal para contraer nupcias, conforme la legislación civil.

c) El cónyuge divorciado o separado judicialmente o de hecho, excompañero, que disfruta a la fecha del deceso de una pensión alimentaria, declarada por sentencia judicial firme o que demuestre que recibía una ayuda económica por parte del causante.

Tienen derecho a pensión por orfandad:

1) Los hijos que, al momento del fallecimiento del causante, dependían económicamente de este, de acuerdo con las siguientes reglas:

1.1) Solteros menores de edad.

1.2) Mayores de dieciocho años, pero menores de veinticinco años, que realicen estudios reconocidos por el Ministerio de Educación Pública (MEP), el Instituto Nacional de Aprendizaje (INA), u otras instituciones a criterio de la Junta Administradora.

1.3) Mayores de edad que, previo al fallecimiento del causante, se encuentren inválidos e incapaces para ejercer labores remuneradas.

En ausencia de los derechohabientes por viudez, unión de hecho u orfandad, tienen derecho a pensión los padres, si al momento de fallecer el causante dependían económicamente de este. (Énfasis agregado).

Como puede concluirse, la reforma al régimen de pensiones y jubilaciones del Poder Judicial establece claramente en el artículo 228, que los padres tendrán la posibilidad de acceder al derecho de pensión en el tanto se cumpla con la ausencia de los derechohabientes por viudez, situación que no se presenta en este caso debido a que con su solicitud, la señora Alba Peraza Arias acciona el derecho que se le reconoce por ley y de esta forma limita la posibilidad de reclamo al que aspiraba el señor Juan Warnes Ulate García, esto al menos de forma transitoria hasta tanto el órgano superior se pronuncie, sobre la solicitud de la señora Peraza Arias conforme al informe que oportunamente se remitirá.

En razón de lo anterior, por medio de la comunicación PJ-DGH-AP-4504-2019, notificada el pasado 8 de noviembre, se le informa al señor Juan Warnes Ulate García sobre la imposibilidad legal de atender su solicitud.

Posteriormente, en fecha 14 de noviembre de 2019, la representación legal del señor Juan Warnes Ulate García, interpone “recurso de revocatoria con apelación”, argumentado en su escrito una serie de hechos por los cuales considera se le debe aprobar el derecho a la pensión, pero sin fundamentos de carácter jurídico que desvirtúen la aplicación de la ley que realizó esta Dirección, lo anterior en apego al principio de legalidad que regula sus actos.


1. Conclusión.

Ante el planteamiento expuesto por la representación legal del señor Juan Warnes Ulate García, arriba  esta Dirección de nueva cuenta a concluir que el recurso de apelación no aporta nuevos elementos legales, cuya valoración signifique una variación al cuadro fáctico o legal por el cual se deniega la pensión, razón por la cual se mantiene el rechazo a la aprobación del beneficio y se somete el caso por el recurso interpuesto, a consideración del Consejo Superior conforme la solicitud del petente.

(…)

Adjuntos:
Oficio PJ-DGH-AP-4504-2019:


Recurso de Apelación:


- 0 -

Se acordó: 1.) Conforme la legislación vigente para el régimen de jubilaciones y pensiones del Poder Judicial, denegar la petición del señor Juan Warnes Ulate García, padre del causante Henry Ulate Aguilar, servidor judicial fallecido, en razón de que a la fecha se encuentra en trámite la solicitud de pensión de la cónyuge sobreviviente del causante, Alba Peraza Arias, en razón de lo anterior, no cumple con los requisitos establecidos en el artículo 228 de la Ley Orgánica del Poder Judicial. 2.) Hacer este acuerdo de conocimiento de la Dirección de Gestión Humana.
[bookmark: _Toc33102755]ARTÍCULOXIV
Documento N° 95-2020
	La licenciada Olga Guerrero Córdoba, el licenciado Carlos Lizano Alfaro y la licenciada Leda Córdoba Montero, por su orden, subdirectora a.í, jefe a.í de Administración de Personal y Coordinadora a.í de la Unidad de Jubilaciones y Pensiones, todos de la Dirección de Gestión Humana, mediante PJ-DGH-AP-727-2020 del 13 de febrero de 2020, remitieron lo siguiente:
[bookmark: _Hlk22720576][bookmark: _Hlk26967494][bookmark: _Hlk22282632]“Para su conocimiento, se adjunta el informe de pensión PJ-DGH-AP-529-2020, con el cual se finiquita la solicitud incoada por la joven Deykel Fabiola Martínez Barquero, en calidad de hija del servidor judicial fallecido Armando Fabián Martínez Loría ante esta Dirección.

El mismo, contiene inserto el dictamen socioeconómico emitido por el Departamento de Trabajo Social y Psicología, el cual cuenta con información de carácter confidencial.

Cabe indicar que, esta Dirección recomienda salvo mejor criterio, otorgar un 80% de los ¢377,629.42 que es equivalente a ¢302,103.53 (trecientos dos mil ciento tres colones con 53/100) porcentaje de pensión que le permita a la solicitante cubrir sus necesidades. 

Esta Dirección se mantendrá a la espera de lo que resuelva la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones a efecto de proceder con el trámite respectivo.

(…)
Adjuntos:
Informe:


Solicitud de pensión:
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Una vez analizada la gestión presentada por la Deykel Fabiola Martínez Barquero, en calidad de hija del servidor judicial fallecido Armando Fabián Martínez Loría, así como el dictamen socioeconómico emitido por el Departamento de Trabajo Social y Psicología, se acuerda por unanimidad: 1.) Acoger la recomendación emitida mediante oficio PJ-DGH-AP-727-2020 del 13 de febrero de 2020, emitido por la Dirección de Gestión Humana, en consecuencia, otorgar el 80% sobre el monto de jubilación que en vida le correspondería al señor Martínez Loría, de conformidad con el artículo 229 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, a partir del 10 de marzo de 2019. 2.) Hacer este acuerdo de conocimiento de la Dirección de Gestión Humana y del Departamento Financiero Contable.
[bookmark: _Toc33102758]ARTÍCULOXV
Documento N° 114-2020
Antecedente:
En sesión N° 2-2020 celebrada el 3 de febrero de 2020, artículo XV, esta Junta Administradora tomó el acuerdo que literalmente dice:
“La máster Roxana Arrieta Meléndez, la licenciada Olga Guerrero Córdoba y la licenciada Maureen Siles Mata, por su orden, directora interina, Subdirectora interina de Gestión Humana y Jefa de Subproceso Administración Humana, en oficio Nº PJ-DGH-SAS-0003-2020 del 2 de enero de 2020, comunicaron lo siguiente:

“Reconocimiento de Tiempo Servido en Otras
Instituciones del Estado para efectos de:
JUBILACIÓN
 
1. DETALLE DEL ESTUDIO:

	NOMBRE:
	FRANCISCO MOLINA DI PALMA

	N° CEDULA:
	01-0393-1042

	PUESTO:
	AUXILIAR DE SERVICIOS GENERALES 4

	OFICINA:
	SECCION DE TRANSPORTES ADMINISTRATIVOS

	LUGAR PARA NOTIFICACIONES:
	Tiene asignado en Outlook.

	FECHA DE PRESENTACION DE LA GESTIÓN:
	17/04/1985.

	FECHA EN QUE COMPLETA LA GESTIÓN:
	01/01/1900.

	RESULTADO DE ESTUDIO DE RECONOCIMIENTO DE TIEMPO SERVIDO EN OTRAS INSTITUCIONES DEL ESTADO PARA EFECTOS DE JUBILACIÓN: 
	N° DE RTFJP:
	2019112   

	
	TIEMPO A RECONOCER:
	9 años, 3 meses y 15 días.

	
	MONTO A REINTEGRAR:
	¢66,163.15

	
	INSTITUCIÓN DONDE LABORÓ:
	Municipalidad de Montes de Oca

	RESUMEN RESPUESTA DE LA PERSONA SOLICITANTE A LA COMUNICACIÓN DE LA DEUDA:
	La persona solicitante no manifiesta objeción con el estudio realizado.

	OTRAS CONSIDERACIONES:
	Mediante sesión del Consejo Administrativo del 17 de abril de 1985, artículo XXXIV, se acuerda reconocer dicho tiempo para efectos de anualidades.

	RECOMENDACIONES:
	Aprobar el estudio de Reconocimiento de Tiempo servido en otras instituciones del Estado N° RTFJP:  2019112.




2. ANTECEDENTES DE LA GESTIÓN:

· Mediante sesión del Consejo Administrativo del 17 de abril de 1985, artículo XXXIX, se acuerda reconocer para efectos de anualidades 9 años y 4 meses laborados para la Municipalidad de Montes de Oca.

· En ese sentido se tiene que, el Consejo Superior en sesión N° 59-19 del 03 de junio anterior, articulo LXXX, conoció y aprobó en todos sus extremos el oficio N° GH-317-2019 / DJ-AJ-223-2019 de 2 de julio de 2019, suscrito por la Dirección de Gestión Humana y la Dirección Jurídica, el cual contenía un caso similar al expuesto, donde el tiempo laborado por el servidor se reconoció  únicamente para efectos de jubilación debido a que la norma legal que amparó en su momento el reconocimiento para efecto de anualidades, no contemplaba la posibilidad de cobrar la deuda a valor presente, situación que se pretende con el reconocimiento del señor Carballo Soto. 

3. CONCLUSIONES Y RECOMENDACIONES:

Según el análisis realizado por la Dirección Jurídica, se tiene que la inercia de la administración no puede ir en contra de los derechos laborales adquiridos de buena fe por parte del servidor. Por lo que, el trámite para efectos jubilatorios del señor FRANCISCO MOLINA DI PALMA no se encuentra regido por las disposiciones normativas al día de hoy, sino por las vigentes al momento en que se realizó el reconocimiento de tiempo servido para efectos de anualidades por lo que se considera procedente que, para el cálculo del monto a reintegrar se establezca como base la normativa vigente al momento en que se realizó el reconocimiento para efectos de anualidades.

Tomando en consideración la competencia que aún conserva transitoriamente el Consejo Superior para conocer de los asuntos relacionados con la Administración del Fondo de Pensiones y Jubilaciones, según lo establecido en el Transitorio I de la Ley N° 9544, y en concordancia con el artículo 81 inciso 12) de la Ley Orgánica del Poder Judicial (Ley N° 7333) y lo dispuesto por la Corte Plena en sesión N° 53-18 celebrada el 19 de noviembre de 2018, artículo XXI, se remite el estudio RTFJP nº 2019112 para que ese órgano decida lo que corresponda. 

Cabe indicar que, en caso de aprobarse el estudio, el tiempo total a reconocer para efectos de jubilación es de 9 años, 3 meses y 15 días, tiempo por el cual el servidor deberá reintegrar al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial de ¢66,163.15.”

- 0 -

El informe N° DE RTFJP: 2019112 del 17 de enero de 2020, reporta que el monto a reintegrar por el servidor Francisco Molina Di Palma, Auxiliar de Servicios Generales 4 de la Sección de Transportes Administrativos, asciende a la suma de ¢66.163,15 (sesenta y seis mil ciento sesenta y tres colones con quince céntimos), para que se le pueda reconocer 9 años, 3 meses y 15 días, laborados para la Municipalidad de Montes de Oca.

- 0 -
Previamente a resolver lo que corresponda, seacordó: 1.) Solicitar a la Dirección de Gestión Humana que informe a esta Junta Administradora, cuál fórmula fue utilizada para calcular el monto que debería cancelar el servidor Francisco Molina Di Palma, Auxiliar de Servicios Generales 4, debido a que el reconocimiento para anualidades se realizó el 17 de abril de 1985, artículo XXXIV, sin embargo, en ese momento no se gestionó el trámite de reconocimiento de tiempo servido para efectos jubilatorios, sino hasta el año 2019; en ese sentido, esta Junta Administradora interpreta que, en razón de que el gestionante concreta la solicitud para esos efectos en el 2019, debe aplicarse la fórmula vigente en ese año. 2.) Hacer este acuerdo de conocimiento del servidor Francisco Molina Di Palma.”

- 0 -

El señor Francisco Molina Di Palma, mediante nota remitida el 19 de febrero de 2020, presentó el siguiente recurso:
Reciban el cordial saludo de mi parte. Dentro del término legal, de conformidad con los artículos 83 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, 346 y 353 de la Ley General de la Administración Pública, presento recurso de reconsideración en contra de lo acordado en la sesión N°2-2020 del 3 de febrero del 2020, artículo XV, con base en lo siguiente:
Primero: En dicho acuerdo se dispuso: “...1.) Solicitar a la Dirección de Gestión Humana que informe a esta Junta Administradora, cuál fórmula fue utilizada para calcular el monto que debería cancelar el servidor Francisco Molina Di Palma, Auxiliar de Servicios Generales 4, debido a que el reconocimiento para anualidades se realizó el 17 de abril de 1985, artículo XXXIV, sin embargo, en ese momento no se gestionó el trámite de reconocimiento de tiempo servido para efectos jubilatorios, sino hasta el año 2019; en ese sentido, esta Junta Administradora interpreta que, en razón de que el gestionante concreta la solicitud para esos efectos en el 2019, debe aplicarse la fórmula vigente en ese año. 2.) Hacer este acuerdo de conocimiento del servidor Francisco Molina Di Palma.”
Segundo: De lo acordado por la Junta y del razonamiento hecho, se afirma según el análisis efectuado, que no realicé en abril de 1985, el trámite de reconocimiento de tiempo servido en la Municipalidad de Montes de Oca para efectos de la jubilación. Tal conclusión, con todo respeto, es errónea según se explicará.
Tercero: En el oficio PJ-DGH-SAS-2611-2019 del 15 de mayo de 2019, firmado por la MBA. Adriana Steller Hernández, coordinadora de la Unidad de Componentes Salariales se indica y transcribo textualmente en lo conducente:
“…En ese sentido y con mayor análisis del caso nos permitimos indicarle que según consta en su expediente persona I, en el folio n° 9, mediante oficio sin número visible, con fecha 28 de febrero de 1985, se indica que: “En acatamiento a lo dispuesto por la Corte Plena en sesión celebrada el 05 del mes de noviembre de 1984, artículo XXIX me permito adjuntarle el correspondiente informe del tiempo servido por los servidores judiciales en otras instituciones del Estado, para su respectiva ratificación”.
Cuarto: Es claro que la gestión de reconocimiento de tiempo servido en el municipio mencionado y que realicé ante el Poder Judicial en 1985, fue presentada para efectos de antigüedad, lo que en aquel entonces, se entendía por parte de la Administración, entiéndase el Poder Judicial, anualidades y jubilaciones, aunque para ese fecha, no era separado de esa manera. Nótese y esto lo digo con todo respeto, los conceptos “anualidades y jubilaciones”, son términos empleados por el Poder Judicial hasta hace algunos años por el Consejo Superior. No obstante, en aquellos años, se tramitaba el reconocimiento de tiempo servido para antigüedad, lo cual, sin ninguna duda, incluía las dos cosas.
Es decir, presentado el documento, la Administración lo tramitaba de esta manera. En pocas palabras, si mi empleador por su propia inercia en 1985, no lo formalizó de esa forma, no es posible que ahora, tal error humano me sea atribuido, sobre todo si se toma en cuenta que soy una persona adulta mayor de prácticamente 70 años de edad, de manera que si la Junta, y lo digo con todo respeto y consideración, mantiene de forma equivocada la tesis de que el monto debe traerse a valor presente, me estarían obligando a pagar una suma millonaria de dinero que no tengo, o bien, prestar servicios a esta institución hasta los casi 80 años para cancelar esa deuda; ello tomando en cuenta que mi salario como chofer es bajo.
Quinto: Según los antecedentes de mi caso, en el que la Administración desde 1985 aprobó el reconocimiento de tiempo servidor para antigüedad, debe estarse ante una situación jurídica consolidada y por eso, la entrada en vigencia del “Reglamento para el reconocimiento de tiempo servido en el Poder Judicial, en el Estado y sus Instituciones para efectos del Pago de Anualidades y Jubilación en el Poder Judicial” aprobado por Corte Plena en la sesión N° 13-14 celebrada el 31 de marzo de 2014, artículo XVI, y publicado en el Boletín Judicial N° 79 de fecha 25 de abril de 2014, no me es aplicable, en tanto, la gestión fue presentada casi 30 años antes para ambos efectos.
Pensar lo contrario, sería aplicarme retroactivamente una norma reglamentaria en perjuicio, lo cual violenta el artículo 34 de la Constitución Política que establece: “A ninguna ley se le dará efecto retroactivo en perjuicio de persona alguna, o de sus derechos patrimoniales adquiridos o de situaciones jurídicas consolidadas”
Con base en las consideraciones expuestas, solicito reconsiderar lo dispuesto y en su lugar, se apruebe el informe PJ-DGH-SAS-0003-2020 del 2 de enero del 2020 de la Dirección de Gestión Humana, órgano técnico que recomendó aprobar el reconocimiento de tiempo servido para jubilación aplicando la norma reglamentaria previa al 25 de abril del 2014.
(…)”
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Previamente a resolver lo que corresponda, se acuerda por unanimidad:Informarle al servidor Francisco Molina Di Palma, Auxiliar de Servicios Generales 4, que esta Junta Administradora en sesión N° 2-2020 celebrada el 3 de febrero de 2020, artículo XV, no improbó el oficio Nº PJ-DGH-SAS-0003-2020 del 2 de enero de 2020, emitido por la Dirección de Gestión Humana, relacionado con la gestión de Reconocimiento de Tiempo Servido para efectos jubilatorios, en ese sentido, se solicitó información adicional a esa Dirección para tener otros insumos en el momento de la resolución final de lo solicitado, por lo anterior, se está a la espera de lo solicitado en la citada sesión. 2.) Solicitar a la Dirección de Gestión Humana que remita la información que está pendiente de entregar, así como cualquier otra información que deba ser considerada para la resolución de la presente gestión.
[bookmark: _Toc33102760]ARTÍCULOXVI
Documento N° 100-2020
Antecedentes:
	En sesión de Consejo Superior N° 22-16 del 8 de marzo de 2016, artículo XIII, ese órgano tomó el acuerdo que dice:
“(…)

Con vista en el informe de la Dirección de Gestión Humana y de conformidad con lo dispuesto en el artículo 231 de la Ley Orgánica del Poder Judicial y los artículos 11, 12 y 13 del nuevo Reglamento de Reconocimiento de Tiempo Servido en Otras Instituciones del Estado para Efectos del Pago de Anualidades y la Jubilación en el Poder Judicial, se acordó: 1.) Reconocer para efectos de anualidades y jubilación al licenciado Freddy Miguel Fernández Barquero, cédula 01-0673-0494, Auxiliar de Seguridad de la Administración Regional de Heredia, veintinueve años, un mes y siete días, laborados para el Ministerio de Seguridad Pública , a partir del 2 de febrero de 2015, con la obligación de reintegrar al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial la suma de ¢88.668.497,54( ochenta y ocho millones seiscientos sesenta y ocho mil cuatrocientos noventa y siete colones con cincuenta y cuatro céntimos), que se le deducirá de su salario en el tanto de 10%mensual hasta la cancelación total, o si lo prefiere, podrá depositarla en las cuentas corrientes números 174961-7 del Banco de Costa Rica o 1234-0 del Banco Nacional de Costa Rica, previa coordinación con el Departamento Financiero Contable; el cual tomará nota de lo resuelto para que solicite en favor del Fondo mencionado el traslado de cuotas correspondientes, para cuyos efectos se le enviará copia de los informes elaborados por la Dirección de Gestión Humana, la que también tomará nota para lo que corresponda. 2.) Asimismo, se previene al licenciado Fernández Barquero que conforme lo dispuso este Consejo en sesión Nº 16-16 del 18 de febrero del 2016, artículo XCV, en el momento en que solicite acogerse al beneficio de jubilación deberá haber cancelado al Fondo de Jubilaciones y Pensiones la totalidad de la suma determinada por la Dirección de Gestión Humana para el reconocimiento de tiempo servido en otras instituciones del Estado.

El Departamento Financiero y la Dirección de Gestión Humana tomarán nota para los fines consiguientes. Se declara acuerdo firme.”
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[bookmark: _Hlk26284082]	Posteriormente, el citado órgano en sesión N° 98-19 celebrada el 7 de noviembre del 2019, acordó lo siguiente:
“(…)

[bookmark: _Hlk26284065]Por mayoría, se acordó: Comunicar al servidor Freddy Fernández Barquero, Auxiliar de Seguridad de la Administración Regional de Heredia, que no es posible acceder a lo solicitado, por cuanto al momento de reconocerle el tiempo servido en otras instituciones del estado, este Consejo en sesión N° 22-16 del 8 de marzo de 2016, artículo XIII, le previno que al momento en que solicite acogerse al beneficio de jubilación, deberá haber cancelado al Fondo de Jubilaciones y Pensiones la totalidad de la suma determinada por la Dirección de Gestión Humana para el reconocimiento de tiempo servido en otras instituciones del Estado, lo anterior debido a que se considera que debe prevalecer el principio “pro fondo”, con el fin evitar una afectación a los intereses económicos, para la preservación, mantenimiento del acervo de recursos del fondo y protección de la masa jubilados y pensionados; actuales y futuros.

(…)”

Antecedente completo:
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	El señor Freddy Fernández Barquero, mediante nota remitida en correo electrónico del 17 de febrero de 2020, presentó la siguiente gestión:
“…con todo el respeto vengo a interponer consulta y solicitud de jubilación, con base en los siguientes argumentos: 
En fecha 08 de mayo del 2019, mediante el correo electrónico realicé la solicitud de jubilación a partir del 30 de noviembre del año 2019. 
Por lo anterior fui convocado al curso de preparación para la jubilación, al cual asistí en el mes de setiembre. 
Que en fecha 25 de octubre recibo correo electrónico del licenciado Fabricio Villalta González, profesional de la Unidad de Jubilaciones y Pensiones que literalmente transcribo: 
"Reciba un cordial saludo, en atención a su correo de fecha 08 de mayo de 2019 en el cual solicita acogerse a su jubilación a partir de 30 de noviembre de 2019, nos permitimos indicar lo dispuesto por el Consejo Superior en la sesión N° 22-16, celebrada el 08 de marzo de 2016, artículo XIII, que literalmente indica:
1.) Reconocer para efectos de anualidades y jubilación al licenciado Freddy Miguel Fernández Barquero, cédula 01-0673-0494, Auxiliar de Seguridad de la Administración Regional de Heredia, veintinueve años, un mes y siete días, laborados para el Ministerio de Seguridad Pública, a partir del 2 de febrero de 2015, con la obligación de reintegrar al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial la suma de ¢88.668.497,54 (ochenta y ocho millones seiscientos sesenta y ocho mil cuatrocientos noventa y siete colones con cincuenta y cuatro céntimos), que se le deducirá de su salario en el tanto de 10% mensual hasta la cancelación total, o si lo prefiere, podrá depositarla en las cuentas corrientes números 174961-7 del Banco de Costa Rica o 1234-0 del Banco Nacional de Costa Rica, previa coordinación con el Departamento Financiero Contable; el cual tomará nota de lo resuelto para que solicite en favor del Fondo mencionado el traslado de cuotas correspondientes, para cuyos efectos se le enviará copia de los informes elaborados por la Dirección de Gestión Humana, la que también tomará nota para lo que corresponda. 2.) Asimismo, se previene al licenciado Fernández Barquero que conforme lo dispuso este Consejo en sesión Nº 16-16 del 18 de febrero del 2016, artículo XCV, en el momento en que solicite acogerse al beneficio de jubilación deberá haber cancelado al Fondo de Jubilaciones y Pensiones la totalidad de la suma determinada por la Dirección de Gestión Humana para el reconocimiento de tiempo servido en otras instituciones del Estado.
Ahora bien, como parte de los trámites que debe gestionar esta Dirección en el estudio de su solicitud de jubilación, se recibe certificación N° 855-TI-2019, de fecha 11 de octubre de 2019, emitida por el Departamento de Financiero Contable, que indica que usted mantiene un saldo pendiente por concepto de “reconocimiento de tiempo servido fuera del Poder Judicial” de ¢73,261,903.81 (setenta y tres millones doscientos sesenta y un mil novecientos tres colones con 81/100).
En razón de lo anterior, al encontrarse esta Dirección sujeta a lo dispuesto por el Consejo Superior conforme a sus acuerdos, quedamos imposibilitados de momento para gestionar su jubilación hasta tanto no cancele la suma indicada en el párrafo anterior." 
Es por lo anterior que inconforme con lo acá indicado solicito, con todo respeto, se valore la solicitud de jubilación ya presentada, ya que considero que se me está limitando esa posibilidad, no se me dan opciones de ningún otro tipo y si bien es cierto y claro que desde el año 2016 se resolvió que para acogerme a mi jubilación debía cancelar el monto indicado de ¢88.668.497,54 (ochenta y ocho millones seiscientos sesenta y ocho mil cuatrocientos noventa y siete colones con cincuenta y cuatro céntimos), lo cierto es que es materialmente imposible la cancelación de ese dinero en un solo tracto, ya que estaríamos hablando de una cantidad de dinero casi imposible de recolectar en el transcurso de la vida y que de tener que cancelar estando sujeto a ser empleado activo del Poder Judicial no podría hacer efectiva la jubilación. 
Nótese que en 5 años se ha cancelado un aproximado de 15 millones de colones que en proporción a la deuda y en caso de tener como única opción la jubilación a los 62 años, no alcanzaría a cancelar ni la mitad de lo adeudado, y se me pondría la misma limitación por cuanto no sería viable para mi persona la cancelación de la deuda total en los próximos 9 años que me restan para cumplir los 62 de edad. 
Además, es bien sabido por ustedes que aún y cuando se acoge a la jubilación un empleado, éste sigue cotizando al fondo de pensiones, por lo que mi situación estando jubilado, sería exactamente a la actual ya que sigo aportando, incluso con la posibilidad de seguir pagando ese 10% de más que estoy aportando al día de hoy.
Es por lo anterior y por considerar que es desproporcionado e incluso grosero que, en este momento de mi vida, que cumplo con la edad y el tiempo de servicio acordado a la hora de reclutarme en esta honorable Institución, se me limite ese derecho, aunado a los motivos que me mantendrían siempre ligado a la institución. 
Cabe indicar que esta situación además me causa un desequilibrio emocional, ya que me afecta psicológicamente el hecho de no tener una respuesta positiva a un derecho solicitado, y no se me dan opciones más que la de cancelar una cantidad de dinero con el que evidentemente no cuento. Actualmente me cuesta conciliar el sueño, o el mismo no es reparador, y me preocupa que esta situación derive en padecimientos físicos ya superados por mi persona, producto del estrés que estoy cursando. 
Además, solicito se considere la posibilidad de abonar a lo adeudado al Fondo de Jubilaciones lo correspondiente a la cesantía como forma de solventar parcialmente dicha deuda. 
Señalo para notificaciones el correo electrónico: ffernandezba@poder-judicial.go.cr.

Adjunto cálculo preliminar de jubilación, según Gestión Humana: 
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Se acordó por unanimidad: Denegar la gestión presentada mediante nota remitida en correo electrónico del 17 de febrero de 2020, suscrita por el señor Freddy Fernández Barquero, en razón que a la fecha no cumple con lo indicado por el Consejo Superior en sesión Nº 16-16 del 18 de febrero del 2016, artículo XCV, en donde indica que en el momento en que solicitara formalmente acogerse al beneficio de jubilación debíahaber cancelado al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, la totalidad de la suma determinada por la Dirección de Gestión Humana para el reconocimiento de tiempo servido en otras instituciones del Estado.
[bookmark: _Toc33102763]ARTÍCULOXVII
Documento N° 108-2020
La señora Marycell Molina Zamora, jubilada judicial, mediante correo electrónico del 18 de febrero de 2020, presentó la siguiente consulta:
“Luego de saludarlos muy cordial y respetuosamente, paso a exponer a ustedes consultas que tengo sobre la interpretación de la Ley 9796, LEY PARA REDISEÑAR Y REDISTRIBUIR LOS RECURSOS DE LA CONTRIBUCIÓN ESPECIAL SOLIDARIA, EXPEDIENTE No. 21.035, Publicada en LA GACETA (ALCANCE N° 286 a La Gaceta 243, del 20 de diciembre del 2019 y que entrará a regir seis meses luego de su publicación. (Se adjunta la publicación).
 
Esta Ley pretende aumentar la cantidad de personas jubiladas o pensionadas de los regímenes del Magisterio y del Poder Judicial, obligadas al aporte solidario, en virtud de que disminuye el tope en los montos recibidos para que4 dicha contribución sea aplicada; por ejemplo, si el salario más bajo del Poder Judicial en este momento ronda los cuatrocientos veintiún mil colones, ese tope estaría en 2.531.000 colones, situación  que provocará que a muchos jubilados y pensionados judiciales que ahora no se les hace la deducción solidaria, a partir del 20 de junio próximo tengan que soportarla por la disminución en el monto de su jubilación o pensión a raíz de la entrada en vigencia de la Ley 9796.
 
La lectura de esta Ley deja algunos cuestionamientos que paso a mencionar con la intención de obtener de ustedes, la información y/o la interpretación, según sea el caso:
 
1.- Cual es el monto del salario del puesto más bajo pagado en el Poder Judicial?
 
2.-        Del Artículo 7 de la ley se extrae que el monto deducible se fijará: “a) Sobre el exceso del monto de seis (6) salarios base del puesto más bajo pagado en el Poder Judicial y hasta por el veinticinco por ciento (25%) de dicho tope, contribuirán con el treinta y cinco por ciento (35%), de tal exceso.”.  
 
Este artículo que se aplica específicamente al Poder Judicial me confunde pues, para fijar el monto a deducir primero hace referencia a “sobre el exceso de seis salarios…”  pero luego menciona “y hasta por el veinticinco por ciento (25%) de dicho tope…”.   Entonces quisiera conocer su interpretación al respecto, pues, si el 35% se debe calcular sobre el tope me parece injusto pues ese 35% nos lo rebajarían a TODOS POR IGUAL, independientemente del monto de nuestra pensión o jubilación; o es que ese 35% se debe calcular sobre el 25% del exceso sobre el tope, lo cual haría un aporte solidario más justo puesto que la deducción será mayor cuanto mayor sea la pensión o jubilación.
 
3.- En cualquiera de ambos supuestos, me parece que esta deducción no debería ser aplicada pues se convierte en otro monto solidario más que se nos aplicaría y que indudablemente afectará la solvencia de muchos JUBILADOS Y PENSIONADOS DEL REGIMEN DEL PODER JUDICIAL.
 
 
Sin más por el momento y agradeciendo de antemano la atención y respuesta a la presente, me suscribo de ustedes con toda consideración y respeto,
 
(…)”
Adjunto:
(…)
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Se acordó por unanimidad: 1.) Tomar nota de la gestión presentada por la jubilada judicial MarycellMolina Zamora. 2.) Se le aclara a la gestionante lo siguiente: a) El monto del salario del puesto más bajo pagado en el Poder Judicial, según el Índice Salarial del II Semestre del año 2019, que se encuentra vigente, es de ¢425.800.00 (cuatrocientos veinticinco mil ochocientos colones exactos) correspondiente al puesto de Auxiliar de Servicios Generales I. b) La Ley 9796, viene a modificar únicamente el tope señalado en el inciso a) del artículo 236 bis de la Ley Orgánica del Poder Judicial, para que se lea: a) Sobre el exceso del monto de seis (6) salarios base del puesto más bajo pagado en el Poder Judicial y hasta por el veinticinco por ciento (25%) de dicho tope, contribuirán con el treinta y cinco por ciento (35%) de tal exceso, por lo que el cálculo se mantiene como está programado en el Sistema de Jubilados y Pensionados variando el monto sobre el cual se realiza dicho cálculo. (el subrayado no es del original)c) En cuanto a la aplicación de las deducciones, la Junta Administradora por imperativo legal debe proceder con su aplicación a los beneficios que sobrepasen los topes establecidos. Por lo anterior, queda evacuada la consulta presentada por la señora MarycellMolina Zamora. d.) A manera de ejemplo, se adjunta la siguiente tabla ajustada con la reforma indicada:

	Cant. De Salarios
	6

	Monto Salario + bajo
	425 800,00

	Monto Tope
	2 554 800,00




	Rangos
	25%
	Limite Inf.
	Limite Sup.
	Exceso
	Aporte

	Estrato A
	35%
	2 554 800,00
	3 193 500,00
	638 700,00
	223 545,00

	Estrato B
	40%
	3 193 500,00
	3 991 875,00
	798 375,00
	319 350,00

	Estrato C
	45%
	3 991 875,00
	4 989 843,75
	997 968,75
	449 085,94

	Estrato D
	50%
	4 989 843,75
	6 237 304,69
	1 247 460,94
	623 730,47

	Estrato E
	55%
	6 237 304,69
	7 796 630,86
	1 559 326,17
	857 629,39



e.) Hacer este acuerdo de conocimiento de la jubilada judicial MarycellMolina Zamora.
[bookmark: _Toc33102765]ARTÍCULOXVIII
Documento N° 99-2020
La Secretaría General de la Corte, mediante oficio N° 1487-2020 del 14 de febrero de 2020, traslado para conocimiento de esta Junta Administradora nota suscrita por el licenciado Galo Vicente Guerra Cobo, Abogado y Notario, en la cual solicitó que los aportes tripartitos efectuados al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial se trasladen a la Caja Costarricense del Seguro Social.
Asimismo, adjuntaron el oficio N° DJ-AJ-4264-2017 de la Dirección Jurídica del Poder Judicial, con un criterio jurídico relacionado con la gestión planteada por el licenciado Vicente Guerra Cobo.
Adjuntos:


[bookmark: _MON_1643712812]
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Una vez analizada la gestión remitida por la licenciada Silvia Navarro Romanini, Secretaria General de la Corte Suprema de Justicia,Se acuerda por unanimidad:Solicitar a la Secretaria General de la Corte que nos informe si esta gestión fue conocida por algún órgano superior del Poder Judicial, sea Corte Plena o Consejo Superior, en razón de que extraña a esta Junta Administradora que la gestión presentada por el licenciado Galo Vicente GuerraCobo, Abogado y Notario, es de vieja data, tomando en consideración que se contaba con criterio jurídico de fecha 18 de diciembre de 2017.
[bookmark: _Toc33102769]ARTÍCULO XIX
Documento N° 104-2020
Antecedente: 
En sesión N° 2-2020 celebrada el 3 de febrero de 2020, artículo X, esta Junta Administradora conoció el oficio N° SP-96-2020 del 21 de enero de 2020, suscrito por el doctor Álvaro Ramos Chaves, Superintendente de Pensiones. En ese momento, se acordó lo siguiente:

“(…)

Se acordó: 1.) Esta Junta Administradora está anuente a cancelar los montos que se adeudan a la Superintendencia de Pensiones por concepto de cobro por supervisión, sin embargo, para contar con una mayor claridad, se solicitada al citado órgano nos indique el detalle de los porcentajes, la metodología y los procedimientos vigentes que deben aplicarse, antes de la citada modificación. 2.) Asimismo, se solicita a la Superintendencia de Pensiones nos aclare si el cobro por la por supervisión se contabiliza desde el 22 de mayo de 2018, momento en que se publicó la Ley N° 9544 denominada “Reforma del Régimen de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial” o desde el momento de la Junta Administradora del Fondo de conformó efectivamente, sea el 27 de enero de 2020.”
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La máster Ana Eugenia Romero Jenkins, Directora Ejecutiva, mediante oficio N° 350-DE-2020, del 30 de enero de 2020, remitió lo siguiente:

“Por corresponder a la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, traslado oficio N° SP-96-2020 recibido el 29 de enero en curso, suscrito por el Superintendente de Pensiones, señor Álvaro Ramos Chaves, en el cual reclama el pago de las sumas por conceptos de supervisión que se han generado o lleguen a darse a partir del 22 de mayo del 2018. 

Con copia de esta nota le estoy solicitando a la MBA Floribel Campos Solano, jefa del Departamento Financiero Contable, que prepare un informe donde se detalle las sumas reclamadas, para luego elevarlo también a conocimiento de la Junta que usted preside.”  

Adjunto:
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Se acordó: 1.) Tomar nota del oficio N° 350-DE-2020, del 30 de enero de 2020, suscrito por la máster Ana Eugenia Romero Jenkins, Directora Ejecutiva.2.)Informarle a la máster Romero Jenkins que el oficio N° SP-96-2020 emitido por la Superintendencia de Pensiones ya fue atendido por esta Junta Administradora en sesión N° 2-2020 celebrada el 3 de febrero de 2020, artículo X.
[bookmark: _Toc33102772]ARTÍCULOXX
Documento N° 97-2020
	La licenciada Olga Guerrero Córdoba y el licenciado Carlos Lizano Alfaro, por su orden, subdirectora a.í y jefe a.í de Administración de Personal, ambos de la Dirección de Gestión Humana, remitieron el oficio N° Nº 016CJ-2020 del 12 de febrero de 2020, que literalmente indica:
“INFORME DE ASIGNACIÓN DE BENEFICIO PARA JUBILACIÓN 
Solicitud de Jubilación presentada por OSCAR ANTONIO ACUÑA VEGA, cédula Nº 03-0253-0400, a partir del 01 de marzo del 2020.
Al 29 de febrero del 2020, el(la) señor(a) OSCAR ANTONIO ACUÑA VEGA habrá laborado para este Poder por espacio de 20 años, 5 mes(es), 19 día (s). 
TOTAL TIEMPO SERVIDO: 20 años, 5 mes(es), 19 día (s). 
TOTAL TIEMPO RECONOCIDO: 0 años, 0 mes(es), 0 día (s). 
TOTAL GENERAL: 20 años, 5 mes(es), 19 día (s). 
EDAD: 60 años, 3 mes(es), 14 día (s). 
ÚLTIMO CARGO EN PROPIEDAD: ASISTENTE ADMINISTRATIVO3, SERVICIOS DE APOYO ADMINISTRATIVO
NÚMERO DE PUESTO EN PROPIEDAD: 108575
ÚLTIMO CARGO DESEMPEÑADO: ASISTENTE ADMINISTRATIVO 3, SERVICIOS DE APOYO ADMINISTRATIVO
PUESTO(S) DE REAJUSTE: ASISTENTE ADMINISTRATIVO3, 100.00 %
Datos de referencia:
ÚLTIMO SALARIO DEVENGADO: ¢ 982,385.97
TERCERA PARTE DEL ÚLTIMO SALARIO DEVENGADO: ¢ 327,429.24 (Monto mínimo establecido por la Ley 33.33%)
SALARIO PROMEDIO:
¢ 958,367.84
NORMA LEGAL:
"Cálculos hechos de conformidad con lo dispuesto en la Ley Orgánica del Poder Judicial 7333 y sus Reformas."
FÓRMULA APLICADA:
SALARIO PROMEDIO * Años de Servicio del Servidor = Monto de Jubilación
30 años
MONTO DE JUBILACIÓN: ¢ 653,908.58 (68.23% del salario promedio de los veinticuatro mejores salarios)
MONTO DE JUBILACIÓN CON DEDUCCIONES: ¢532,435.49
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Información adicional:
El pago por auxilio de cesantía y vacaciones se estará remitiendo al Departamento de Financiero Contable para su debido diligenciamiento.
Se adjunta certificación aportada por el Departamento de Financiero Contable, donde se indica si la persona servidora presenta o no, alguna deuda ante dicho Departamento.
Se adjunta certificación aportada por el Subproceso de Gestión de la Capacitación, donde se indica si la persona servidora mantiene compromisos vigentes por concepto de becas.
Se adjunta certificación en estricto apego a lo normado en el artículo 586 del Código de Trabajo.
Notificaciones:
(…)
Consideraciones relevantes:
El señor Acuña Vega no registra correcciones disciplinarias durante la vigencia de su relación laboral con el Poder Judicial y de acuerdo con la información aportada por la Inspección Judicial, no registra causas disciplinarias en trámite.
(…)”
- 0 -

El Departamento Financiero Contable, informa mediante oficio N° 0029-PI-2020, que el servidor Acuña Vega no tiene deudas pendientes por concepto de reconocimiento de tiempo servido fuera del Poder Judicial, o sumas pagadas de más por el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.
Se acordó por unanimidad: 1.) Aprobar la jubilación del servidor Oscar Acuña Vega, asistente administrativo de Servicios de Apoyo Administrativo, cuya asignación mensual bruta será de ¢ 653,908.58 (seiscientos cincuenta y tres mil novecientos ocho colones con cincuenta y ocho céntimos), y un monto neto con las deducciones de ley correspondiente a ¢532,435.49 (quinientos treinta y dos mil cuatrocientos treinta y cinco colones con cuarenta y nueve céntimos), a partir del 1 de marzo de 2020. 2.)  Se previene al señor Acuña Vega, que en el eventual caso que llegare a laborar para otro ente público, se le suspenderá el goce de la jubilación durante el tiempo que esté percibiendo cualquier otro sueldo, según lo establece el artículo 233 de la Ley Orgánica del Poder Judicial. Además, se le informa que tiene imposibilidad de laborar para el sector público, de conformidad con lo normado en el artículo 686 del Código de Trabajo. 3.) Asimismo, se previene a don Óscar, que debe señalar un medio personal para recibir notificaciones ante el Departamento Financiero Contable, con la advertencia que de no hacerlo, las resoluciones posteriores le quedarán notificadas con el transcurso de veinticuatro horas de dictadas, conforme lo dispuesto en el artículo 11 de la Ley de Notificaciones Judiciales. 4.) Hacer este acuerdo de conocimiento del Consejo Superior.
La Dirección de Gestión Humana y el Departamento Financiero Contable, tomarán nota para los fines consiguientes. Se declara acuerdo firme.
[bookmark: _Toc33102774][bookmark: _Hlk33791149]ARTÍCULO XXI
Documento N° 98-2020
[bookmark: _GoBack]	La licenciada Olga Guerrero Córdoba y el licenciado Carlos Lizano Alfaro, por su orden, subdirectora a.í y jefe a.í de Administración de Personal, ambos de la Dirección de Gestión Humana, remitieron el oficio N° 020CJ-2020 del 12 de febrero de 2020, que literalmente dice:
INFORME DE ASIGNACIÓN DE BENEFICIO PARA JUBILACIÓN 
Solicitud de Jubilación presentada por FREDDY CHAVARRIA CHAVES, cédula Nº 01-0496-0132, a partir del 16 de marzo del 2020.
Al 15 de marzo del 2020, el(la) señor(a) FREDDY CHAVARRIA CHAVES habrá laborado para este Poder por espacio de 22 años, 1 mes(es), 28 día (s). 
TOTAL TIEMPO SERVIDO:22 años, 1 mes(es), 28 día (s). 
TOTAL TIEMPO RECONOCIDO:0 años, 0 mes(es), 0 día (s). 
TOTAL GENERAL:22 años, 1 mes(es), 28 día (s). 
EDAD:61 años, 6 mes(es), 17 día (s). 
ÚLTIMO CARGO EN PROPIEDAD: PROFESIONAL 2, SUBPROCESO ESTADISTICA
NÚMERO DE PUESTO EN PROPIEDAD:96485
ÚLTIMO CARGO DESEMPEÑADO:PROFESIONAL 2, UNIDAD DE ANALISIS ESTADISTICO
PUESTO(S) DE REAJUSTE:PROFESIONAL 2, 100.00 %
Datos de referencia:
ÚLTIMO SALARIO DEVENGADO:¢ 2,395,195.62
TERCERA PARTE DEL ÚLTIMO SALARIO DEVENGADO:¢ 804,616.74 (Monto mínimo establecido por la Ley 33.33%)
SALARIO PROMEDIO:¢ 2,365,759.54
NORMA LEGAL:"Cálculos hechos de conformidad con lo dispuesto en la Ley Orgánica del Poder Judicial 7333 y sus Reformas."
FÓRMULA APLICADA:
SALARIO PROMEDIO * Años de Servicio del Servidor = Monto de Jubilación
30 años
[bookmark: _Hlk33099285]MONTO DE JUBILACIÓN:¢ 1,747,595.33 (73.87% del salario promedio de los veinticuatro mejores salarios)
MONTO DE JUBILACIÓN CON DEDUCCIONES: ¢1,304,650.90
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Información adicional:
El pago por auxilio de cesantía y vacaciones se estará remitiendo al Departamento de Financiero Contable para su debido diligenciamiento.
Se adjunta certificación aportada por el Departamento de Financiero Contable, donde se indica si la persona servidora presenta o no, alguna deuda ante dicho Departamento.
Se adjunta certificación aportada por el Subproceso de Gestión de la Capacitación, donde se indica si la persona servidora mantiene compromisos vigentes por concepto de becas.
Se adjunta certificación en estricto apego a lo normado en el artículo 586 del Código de Trabajo.
Notificaciones:
(…)
Correcciones disciplinarias:
(…)
Consideraciones relevantes:
El señor Chavarría Chaves no registra correcciones disciplinarias durante la vigencia de su relación laboral con el Poder Judicial y de acuerdo con la información aportada por la Inspección Judicial, no registra causas disciplinarias en trámite.
(…)”
- 0 -

El Departamento Financiero Contable, informa mediante oficio N° 0029-PI-2020, que el servidor Chavarría Chaves no tiene deudas pendientes por concepto de reconocimiento de tiempo servido fuera del Poder Judicial, o sumas pagadas de más por el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.
Se acordó por unanimidad: 1.) Aprobar la jubilación del servidor Freddy Chavarría Chaves, profesional en la Unidad de Análisis Estadístico, cuya asignación mensual bruta será de ¢ 1,747,595.33 (un millón setecientos cuarenta y siete mil quinientos noventa y cinco colones con treinta y tres céntimos), y un monto neto con las deducciones de ley correspondiente a ¢1,304,650.90 (un millón trescientos cuatro mil seiscientos cincuenta colones con noventa céntimos), a partir del 16 de marzo de 2020. 2.)  Se previene al señor Chavarría Chaves, que en el eventual caso que llegare a laborar para otro ente público, se le suspenderá el goce de la jubilación durante el tiempo que esté percibiendo cualquier otro sueldo, según lo establece el artículo 233 de la Ley Orgánica del Poder Judicial. Además, se le informa que tiene imposibilidad de laborar para el sector público, de conformidad con lo normado en el artículo 686 del Código de Trabajo. 3.) Asimismo, se previene a don Freddy, que debe señalar un medio personal para recibir notificaciones ante el Departamento Financiero Contable, con la advertencia que de no hacerlo, las resoluciones posteriores le quedarán notificadas con el transcurso de veinticuatro horas de dictadas, conforme lo dispuesto en el artículo 11 de la Ley de Notificaciones Judiciales. 4.) Hacer este acuerdo de conocimiento del Consejo Superior.
La Dirección de Gestión Humana y el Departamento Financiero Contable, tomarán nota para los fines consiguientes. Se declara acuerdo firme.
[bookmark: _Toc33102777]ARTÍCULO XXII
Documento N° 110-2020
El servidor Carlos Castro Mora, Técnico Supernumerario, mediante correo electrónico del 18 de febrero de 2020, remitió la siguiente consulta:
Soy funcionario interino, y quería ver si podían evacuarme una consulta. Ante la mala suerte con la que he gozado en el poder judicial a lo largo de casi 9 años de servicio, al día de hoy no he podido disfrutar de un nombramiento en propiedad. Entonces mi persona a pensado o valorado la decisión de renunciar o salir. Mi pregunta concreta es, con todo lo que se me ha rebajado a lo largo de los años por parte del fondo de pensiones del poder judicial, si un funcionario renuncia o lo despiden, que pasa con ese dinero que le rebajaron a uno del salario? se le reintegra de alguna forma luego de finalizada la relación laboral?
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La Integrante Ingrid Moya Aguilar, mediante correo electrónico del 19 de febrero de 2020, remitió la siguiente respuesta al gestionante:
“(…)
Muy buen día, don Carlos, la Ley 9544 señala en el capítulo II, artículo 234, lo siguiente: 
CAPÍTULO II EL TRASLADO DE LAS COTIZACIONES
Artículo 234- Las personas que hayan laborado en el Poder Judicial y que hayan cesado en el ejercicio de sus cargos sin haber obtenido los beneficios de jubilación o pensión no tendrán derecho a que se les devuelva el monto de las cuotas con que han contribuido a la formación del Fondo de Jubilaciones y Pensiones. Sin embargo, sí tendrán derecho a que el monto de las cuotas obreras, patronales y estatales con que han contribuido a la formación del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial se trasladen mediante una liquidación actuarial a la Caja Costarricense de Seguro Social (CCSS), o a la institución administradora del régimen básico en el que se les vaya a otorgar la jubilación o pensión. La solicitud de traslado la hará la entidad respectiva cuando vaya a otorgar la jubilación o la pensión, indicando el monto que debe enviársele. En el supuesto de que el monto resulte mayor al cotizado para el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, solo se deberá enviar lo determinado actuarialmente. En caso contrario, si lo determinado actuarialmente como cotizado al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial fuera mayor que lo solicitado, la diferencia de la cuota obrera se trasladará al Régimen Obligatorio de Pensiones (ROP), administrado por la operadora de pensiones complementaria en la que se encuentra afiliada la persona que laboró en el Poder Judicial. (el subrayado no es del original).
Así las cosas, en caso de que se retire de la institución al momento en que cumpla los requisitos para acceder al beneficio de jubilación, la entidad respectiva donde vaya a jubilarse, puede proceder a solicitar el traslado de dichas cuotas.
(…)”
- 0 -     

Se acordó: Tomar nota de la gestión presentada por el servidor Carlos Castro Mora, Técnico Supernumerario, así como de la respuesta brindada por la integrante Moya Aguilar. 
[bookmark: _Toc33102779]ARTÍCULOXXIII
Documento N° 113-2020
La señora Diomedes Acosta Acosta, mediante nota del19 de febrero de 2020, solicitó certificación en donde indicara que ella es la única persona beneficiaria de la pensión de su hija Ligia Acosta Acosta, fallecida el 26 de junio de 2018.
La integrante Ingrid Moya Aguilar informa que la gestión se remitió al Departamento Financiero Contable para el trámite que corresponda, siendo que mediante correo del 20 de febrero de 2020 dicho Departamento comunica que se redirigió a la gestionante a la Dirección de Gestión Humana, en razón que la persona fallecida era activa al momento del deceso y que la certificación requerida era para el trámite ante la Operadora de Pensiones.

- 0 -

Se acordó: Tomar nota de la manifestación realizada por la integrante Moya Aguilar. 
[bookmark: _Toc33102781]ARTÍCULO XXIV
Documento N° 112-2020
Antecedente:
En sesión N° 3-2020 celebrada el 10 de febrero del 2020, artículo XXIV, está Junta Administradora tomó el siguiente acuerdo:
[bookmark: _Hlk32238416]“(…)
Una vez analizado el criterio técnico suscrito por la Dirección de Gestión Humana en el oficio N° PJ-DGH-AP-505-2020 del 7 de febrero de 2020 y de conformidad con lo que establece el artículo 225 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, se acordó: Acoger la solicitud anterior, en consecuencia: 1.) Autorizar que los beneficios de jubilación y pensión activos al 1 de enero de 2020 sean incrementados en un 0.56% según el “Índice de Precios al Consumidor” publicado por el Instituto Nacional de Estadísticas y Censos (INEC) y obtener así, el nuevo monto de beneficio que regiría hasta el 30 de junio 2020. 2.) Los beneficios de pensión deben incrementarse en el mismo porcentaje, con la salvedad de aquellos que son compartidos, en cuyo caso se incrementará el monto total de pensión en dicho porcentaje y luego se distribuirá según el porcentaje de beneficio que corresponde a cada una de las personas causahabientes que comparten el beneficio. 3.) Solicitar a la Dirección de Gestión Humana que en el próximo informe, remitan los insumos o el detalle de los cálculos que utilizan para establecer el porcentaje de variación de referencia de aumento a las jubilaciones y pensiones.
El integrante Arnoldo Hernández Solano se abstiene de votar en el presente acuerdo.
La Dirección de Gestión Humana, la Dirección Ejecutiva y el Departamento Financiero Contable, tomarán nota para lo que corresponda. Se declara acuerdo firme.”
- 0 -
Conforme al antecedente anterior, la licenciada Olga Guerrero Córdoba, subdirectora a.í de Gestión Humana, mediante correo electrónico del 19 de febrero de 2020, informó lo siguiente:
“De conformidad con el artículo 225 de la Ley 9544 y el acuerdo tomado por la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial en sesión celebrada el 10 de febrero de 2020 artículo XXIV, además de la delegación que hiciera éste órgano colegiado sobre la Directora de Gestión Humana, esta Subdirección aprueba el incremento por costo de vida para la población de jubilados y pensiones correspondiente al I Semestre del 2020 el cual según Índice de Precios al Consumidor publicado por el Instituto Nacional de Estadísticas y Censos (INEC), es de un 056% .”
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Se acordó: Tomar nota de lo comunicado por la licenciada Olga Guerrero Córdoba, subdirectora a.í de Gestión Humana.
[bookmark: _Toc33102783]ARTÍCULO XXV
Documento N° 105-2020
Mediante oficio N° 1506-2020, la Secretaría General de la Corte, comunicó el acuerdo adoptado por el Consejo Superior en sesión N° 04-2020 celebrada el 16 de enero del 2020, artículo I, que literalmente dice:

[bookmark: _Toc24640099]“SALE EL PRESIDENTE, MAGISTRADO CRUZ Y LA INTEGRANTE CASTILLO VARGAS.

ENTRA EL MAGISTRADO AGUIRRE Y LA INTEGRANTE SUPLENTE CHAVES LAVAGNI 

Documento N°14609-19, 60-20, 327-20

En sesión N° 87-19 celebrada el 08 de octubre del 2019, artículo XXIV, se tomó el acuerdo que en lo conducente dice:

“En sesión N° 62-19 celebrada el 11 de julio de 2019, artículo LXVIII, se tomó el acuerdo que dice:

“En sesión N° 106-17 celebrada el 23 de noviembre del año 2017, artículo VII, se tomó el acuerdo que literalmente dice:

“Se conoce la apelación presentada por la licenciada Berenice Smith Bonilla, Fiscal Adjunta 2 del Ministerio Público, respecto a lo resuelto por la Dirección de Gestión Humana, Unidad de Componentes Salariales mediante oficio N°2695-UCS-AS-2017 del 21 de julio, suscrito entre otros por el director interino de Gestión Humana, máster José Luis Bermúdez Obando.

Indica la licenciada Smith Bonilla que con base en el informe de Gestión Humana, el Consejo Superior en sesión N° 70-15 del 04 de agosto del 2015, artículo LV, acordó reconocerle para efectos de anualidades el tiempo que permaneció con permiso sin goce de salario para trabajar en organismos internacionales de claro interés público, específicamente en el Programa Estado de Derecho en Guatemala en los períodos que van del 01 de setiembre del 2007 al 16 de agosto del 2009 y en la Comisión Internacional contra la Impunidad en Guatemala (CICIG) de las Naciones Unidas, del 28 de setiembre del 2009 al 13 de febrero del 2014; por lo cual se le han venido pagando las anualidades correspondientes. Agrega que posteriormente, en fecha 12 de julio del 2017 mediante Oficio N°2804-AP-2017 SICE:7584-2017, como respuesta a una solicitud de cálculo de tiempo servido, la Dirección de Gestión Humana del Poder Judicial hace constar lo siguiente: 

"Que revisados los índices respectivos que para tal efecto se llevan en esta Dirección, la señora BERENICE GERARDINA SMITH BONILLA, cédula de identidad 03-0254-0226, ha laborado para este Poder por espacio de veinticuatro años, tres meses y cinco días, en el periodo comprendido entre el seis de mayo de mil novecientos ochenta y seis y la fecha. Sus nombramientos interinos fueron en forma discontinua. Cabe indicar, que el Consejo Superior en la sesión 70-15 del cuatro de agosto de dos mil quince, artículo LV acordó reconocerle para efectos de anuales y jubilación de seis años y cuatro meses, correspondiente a los siguientes permisos sin goce de salario: Del Primero de setiembre de dos mil siete al dieciséis de agosto de dos mil nueve, donde la servidora colaboró en el Proyecto estado de Derecho en Guatemala. Del 28 de setiembre de dos mil nueve al trece de febrero de dos mil catorce para formar parte de la Comisión Internacional contra la Impunidad en Guatemala (CICIG), de la Naciones Unidas. Para un tiempo servido total de treinta años, siete meses, cinco días. En relación con el tiempo reconocido, es importante indicar, que el Consejo Superior conoció el criterio de la Dirección Jurídica, el cual literalmente dice: "...sólo podrá ser beneficiario de una jubilación con cargo al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial cuando reintegre a dicho fondo lo montos que correspondan y él haya laborado en la institución y cotizado para el fondo durante cinco años —como mínimo.”
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Señala la recurrente que debido a lo indicado en el documento 2804-AP-2017 SICE:7584-2017 del 12 de julio del 2017 emitido por la Dirección de Gestión Humana del Poder Judicial, en el cual se cita claramente que se le había reconocido para efectos de jubilación y anualidades los permisos sin goce de salario para colaborar en el Programa Estado de Derecho y en la Comisión Internacional contra la Impunidad en Guatemala, solicitó, mediante nota de fecha 17 de julio de 2017, al Departamento de Gestión Humana, que se procediera al cálculo respectivo del monto de dinero que debía reintegrar al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en relación con los períodos antes indicados y que a la postre colaboró en el Proyecto Estado de Derecho y para la CICIG de Naciones Unidas, ya que incluso en dicho documento 2804-AP-2017 SICE:7584-2017 del 12 de julio de 2017 se indicaba que debía reintegrar al fondo de jubilaciones y pensiones los montos que correspondan. Sin embargo, una nueva comunicación de la Dirección de Gestión Humana mediante Oficio 2695-UCS-AS-2017 de fecha 21 de julio de 2017 en resumen le indicó: (...) "esta Dirección considera que la gestión formulada por su persona no resulta atendible, toda vez que el Consejo Superior mediante sesión N° 70-15 del 04 de agosto de 2015, artículo LV aprobó el oficio N° 2672-UCS-A5-2015 donde se analizaba su solicitud y se determinó que ésta era procedente únicamente para efectos de anualidades." Indica la licenciada Smith Bonilla, que lo anterior le causa perjuicio y que el oficio N°2695-UCS-AS-2017 del 21 de julio de 2017 es nulo por contener vicios que lo hacen ilegal y contrario al ordenamiento jurídico.

Sobre el particular debe indicarse que conforme el análisis del caso bajo estudio, la información brindada por la Dirección de Gestión Humana y la Secretaría General de la Corte, este Consejo considera que no lleva razón la  licenciada Smith Bonilla con su argumento, en tanto del cuadro fáctico se desprende con diáfana claridad que lo sucedido se trata de un error material de la Dirección de Gestión Humana, quien en el oficio N°2804-AP-2017 del 12 de julio de 2017, de manera incorrecta comunicó a la apelante que este Consejo le había reconocido el tiempo que estuvo fuera de la institución, no solo para anualidades sino que también para efectos de jubilación. No obstante, es evidente que el acuerdo de este Consejo, tomado como producto de la gestión inicial de la petente, en la sesión N° 70-15 del 04 de agosto del 2015, artículo LV, luego de un amplio análisis de su caso con base en la jurisprudencia judicial y administrativa,   acordó reconocerle a la licenciada Smith Bonilla el tiempo que permaneció con permiso sin goce de salario, únicamente para efectos de anualidades, sin que exista duda alguna respecto a la no aprobación de ese período para la jubilación, así quedó consignado en dicho acuerdo y le fue comunicado oportunamente tanto a ella como a la Dirección de Gestión Humana. 

No resulta atendible entonces que en virtud de un error material como el descrito, se pretenda variar la situación, ni tampoco que este Órgano vuelva a pronunciarse sobre un tema que en su oportunidad fue resuelto correctamente, conforme a derecho corresponde, aplicando la normativa vigente, la temporalidad de la norma y sus efectos. Debe agregarse, además, que en caso de inconformidad con lo que se resolvió en su momento, a saber en agosto del 2015, la licenciada Smith Bonilla pudo haber presentado, conforme lo establece el numeral 83 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, su reclamo y no en este momento cuando el plazo para ello ha sido superado notoriamente. En consecuencia, se considera que procede el rechazo de los alegatos presentados por la recurrente.  

Se acordó:1.) Rechazar el recurso de apelación planteado por la licenciada Berenice Smith Bonilla, Fiscal Adjunta 2 del Ministerio Público, respecto lo resuelto por la Dirección de Gestión Humana, Unidad de Componentes Salariales mediante oficio N°2695-UCS-AS-2017 del 21 de julio del 2017 y mantener lo dispuesto por este Consejo en la sesión N° 70-15 del 04 de agosto de 2015, artículo LV, donde acordó reconocerle a la licenciada Berenice Smith Bonilla únicamente para efectos de anualidades, el tiempo que permaneció con permiso sin goce de salario para trabajar en organismos internacionales de claro interés público. 2.) Indicar a la Dirección de Gestión Humana que debe proceder con mayor cuidado cuando atienda solicitudes de las personas usuarias de sus servicios, emita comunicaciones y transcriba acuerdos de este Consejo; para evitar cometer este tipo de errores que causan infundadas expectativas en cuanto a sus derechos o beneficios laborales y jubilatorios. 3.) Hacer de conocimiento de la Dirección de Gestión Humana y la Auditoría para lo de su cargo. Se declara acuerdo firme.”

- 0 -

La Corte Plena, en sesión extraordinaria N° 53-18 celebrada el 19 de noviembre de 2018, artículo XXI, tuvo por rendido el informe del máster Rodrigo Campos Hidalgo, Director Jurídico y en lo conducente, dispuso que el Consejo Superior del Poder Judicial tendría la competencia y responsabilidad de implementar los alcances de la Ley 9544 en su integralidad, en tanto no se traslade la competencia a la Junta Administradora del Fondo de Pensiones y Jubilaciones del Poder Judicial. Al mantenerse las competencias del Consejo Superior, no se está en presencia aún de un órgano con máxima desconcentración, por lo que se mantienen las relaciones inter orgánicas del mismo con la Corte Suprema de Justicia y demás instancias de rango inferior. 

La máster Roxana Arrieta Meléndez y las licenciadas Olga Guerrero Córdoba, Maureen Siles Mata, por su orden, directora interina de Gestión Humana, Subdirectora interina de Proceso de Administración y Jefa de Subproceso de Administración Humana, mediante oficio N° PJ-DGH-SAS-2442-2019 del 13 de mayo de 2019, comunicaron lo siguiente:

“Reconocimiento de Tiempo Servido en Otras
Instituciones del Estado para efectos de:
JUBILACIÓN
1. Detalle del estudio:

	NOMBRE:
	BERENICE GERARDINA SMITH BONILLA

	N° CEDULA:
	03-0254-0226

	PUESTO:
	Fiscal Adjunto 2

	OFICINA:
	FISCALÍA GENERAL

	LUGAR PARA NOTIFICACIONES:
	monicavalverdesmith@gmail.com

	FECHA DE REINGRESO:
	17/08/2009 y 14/02/2014

	RESULTADO DE ESTUDIO DE RECONOCIMIENTO DE TIEMPO SERVIDO EN OTRAS INSTITUCIONES DEL ESTADO PARA EFECTOS DE JUBILACIÓN: 

TIEMPO TOTAL A RECONOCER: 6 años, 4 meses y 2 días.

MONTO TOTAL A REINTEGRAR: ¢46,963,832.65
	N° DE RTFJP:
	2019016

	
	TIEMPO A RECONOCER:
	1 año, 11 meses y 16 días.

	
	MONTO A REINTEGRAR:
	¢10,261,478.27

	
	INSTITUCIÓN DONDE LABORÓ:
	PODER JUDICIAL

	
	N° DE RTFJP:
	2019017   

	
	TIEMPO A RECONOCER:
	4 años, 4 meses y 16 días.

	
	MONTO A REINTEGRAR:
	¢36,702,354.38

	
	INSTITUCIÓN DONDE LABORÓ:
	PODER JUDICIAL

	RESUMEN RESPUESTA DE LA PERSONA SOLICITANTE A LA COMUNICACIÓN DE LA DEUDA:
	La persona solicitante no manifiesta objeción con los estudios realizados.

	OTRAS CONSIDERACIONES:
	Mediante sesión n° 70-15 del 04 de agosto de 2015, artículo LV, se acuerda reconocerle dicho tiempo para efectos de anualidades.


 
2.             OTRAS CONSIDERACIONES:

2.1         Mediante sesión n° 70-15 del 04 de agosto de 2015, artículo LV, se acuerda reconocerle dicho tiempo para efectos de anualidades.

2.2         El estudio para efectos de jubilación se confecciona en apego al informe Nº DJ-3876-2018 de la Dirección Jurídica donde, con un nuevo análisis de la normativa, se determina que si al momento de operar el ejercicio del permiso sin goce de salario operaba el Reglamento para el reconocimiento de tiempo servido en el Poder Judicial y en otros Entes Públicos para efectos del pago de anualidades y la jubilación del Poder Judicial aprobado por Corte Plena en sesión n° 36-06 del 04 de diciembre del 2006 artículo XI, no puede afectarle a la persona solicitante la modificación en el artículo 4 del indicado reglamento, el cual entró en vigencia a partir del 29 de marzo de 2011 y acordado en sesión de Corte Plena N° 36-10 del veinte de diciembre de dos mil diez, artículo XVII. 

[bookmark: _Toc498012582]2.3         Dicho informe fue conocido y aprobado por el Consejo Superior mediante sesión n°102-18 del 22 de noviembre de 2018, artículo XXII que literalmente dice:

Debido a que el licenciado […], […] se acogió a la licencia sin goce de salario, para participar como […], siendo que en ese momento se encontraba vigente el “Reglamento para el reconocimiento de tiempo servido en el Poder Judicial y en otros Entes Públicos para efectos del pago de anualidades y la jubilación del Poder Judicial” aprobado por Corte Plena en sesión N° 36-06 del 04 de diciembre del 2006, artículo XI; en lo conducente, dicho Reglamento en su artículo 4, inciso 2, expresa que :“… Los permisos sin goce de salario iguales o superiores a un mes, afectarán la fecha en que el servidor cumple la anualidad. Para estos efectos, se entenderá que, las licencias sin goce de sueldo sí suspenden la continuidad del servicio. Estarán exceptuados de lo establecido en el párrafo anterior los siguientes permisos sin goce de salario: Cuando se trate de permisos de interésinstitucional otorgados para realizar trabajos en entidades públicas u organización internacional de claro interés público, para realizar estudios de interés para la institución y desempeño de cargos como representante en organizaciones laborales…”, por lo tanto, se dispuso:  1.) Acoger el criterio jurídico remitido mediante oficio N° DJ-3876-2018 del 14 de noviembre de 2018, suscrito por elmáster Rodrigo Campos Hidalgo, Director Jurídico, en consecuencia, eximir del pago por concepto de sumas pagadas de más al licenciado […], lo anterior, en razón del permiso sin goce de salario solicitado en el periodo 2002-2006. 2.) Hacer este acuerdo de conocimiento de la Dirección de Gestión Humana para el trámite correspondiente y en lo sucesivo, aplique este criterio para los casos que sean de la misma naturaleza, en el entendido de que cumplen con los mismos requisitos.

3.             En ese sentido, se transcribe lo estipulado en el artículo 4 del reglamento aprobado por Corte Plena en sesión n° 36-06, celebrada el 4 de diciembre de 2006, artículo XI el cual estuvo vigente desde el 23 de abril de 2007 hasta el 28 de marzo de 2011:

Artículo 4.  - Las anualidades y su pago en el Poder Judicial. -

1.             El monto de la anualidad será definido por la Corte Suprema de Justicia. Si el servidor fuere ascendido, comenzará a percibir el monto por anual que corresponda al nuevo salario, y si en los antiguos puestos hubiese adquirido derecho a uno o más aumentos, estos se le computarán de acuerdo con la categoría del cargo que se encuentre ocupando. Las disposiciones de este inciso no rigen para los médicos. A ellos se les aplicará lo dispuesto en la Ley de Incentivos Médicos.

2.             Los permisos sin goce de salario iguales o superiores a un mes, afectarán la fecha en que el servidor cumple la anualidad. Para estos efectos, se entenderá que, las licencias sin goce de sueldo sí suspenden la continuidad del servicio.

Estarán exceptuados de lo establecido en el párrafo anterior los siguientes permisos sin goce de salario:

-          Cuando se trate de permisos de interés institucional otorgados para realizar trabajos en entidades públicas u organización internacional de claro interés público, para realizar estudios de interés para la institución y desempeño de cargos como representante en organizaciones laborales.

 - Los concedidos a un servidor o funcionario, por razón de una enfermedad grave que esté padeciendo, siempre que no excedan de dieciocho meses consecutivos.

- Los reconocidos a una madre antes de la licencia postparto cuando de acuerdo con el criterio médico se encuentre en riesgo su salud y la integridad del nasciturus, por un período que no exceda de ocho meses.

 - Los otorgados a una madre para atender a su hijo recién nacido, después de la licencia post parto de 3 meses, siempre que no exceda de doce meses, salvo que exista criterio médico en contrario que justifique uno superior.

 - Los concedidos a alguno de los padres de un menor de edad para atender una enfermedad en la que sea indispensable su presencia para su recuperación, siempre que no exceda de lo que señale el criterio médico.

- Los conferidos para atender un familiar cercano con una enfermedad terminal o que le impida valerse por sí mismo siempre que no exceda de doce meses consecutivos. 

3. Cuando se imponga la suspensión sin goce de salario igual o superior a un mes, se suspenderá la relación laboral durante el período que establezca la sanción disciplinaria; y a efectos del cómputo del tiempo servido, se correrá la fecha en que el servidor cumpla la anualidad.

4. En el caso de las servidoras interinas, las licencias por maternidad se tomarán en cuenta como tiempo servido, para efectos de reconocimiento de anualidad, salvo que al inicio de la incapacidad no exista nombramiento vigente.

Las excepciones establecidas en el párrafo 2º de este artículo le serán aplicables a la funcionaria o servidora interina que se encuentre en la condición del párrafo anterior.

4.             DETALLE DE LOS PERMISOS SIN GOCE DE SUELDO:

4.1        Los permisos considerados para el presente informe fueron otorgados de la siguiente manera: 

[image: *]            Permisos de interés institucional otorgados para realizar trabajos en entidades públicas u organización internacional de claro interés público:

	Tipo de permiso
	Sesión de Consejo Superior
	Fechas

	Para laborar en el Proyecto Estado de Derecho desarrollado en Guatemala.

	No. 59-07 del 14/08/2007, artículo XLV.
	Del 01 de septiembre de 2007 al   31 de agosto de 2008.

	
	No. 60-08 del 14/08/2008, artículo XVI.
	Del 01 de septiembre de 2008 al 31 de agosto del 2009.
La servidora reingresó a laborar el día 17 de agosto de 2009.

	Total: 1 año, 11 meses y 16 días



	Tipo de permiso
	Sesión de Consejo Superior
	Fechas

	
Para laborar en la Comisión Internacional contra la Impunidaden Guatemala, de las Naciones Unidas.

	No. 87-09 del 17/09/2009, artículo XVII.
	Del 28 de septiembre de 2009 al 28 de septiembre de 2010.

	
	No. 83-10 del 14/09/2010, artículo IX.
	Del 29 de septiembre de 2010 al 29 de septiembre de 2011.

	
	No. 45-11 del 12/05/2011, artículo XV.
	Del 30 de junio de 2011 al 29 de junio de 2012.

	
	No. 30-12 del 27/03/2012, artículo XXX.
	Del 30 de junio de 2012 hasta el 30 de junio de 2013.


	
	No. 43-13 del 30/04/2013, artículo XI.
	Del 01 de julio de 2013 al 30 de septiembre de 2015

La servidora reingresó a laborar el día 13 de febrero de 2014.

	Total: 4 años, 4 meses y 16 días



Por lo anteriormente expuesto y por tratarse de permisos sin goce de salario otorgados en amparo del artículo 4, inciso 2 del reglamento vigente al momento en que los permisos fueron otorgados, donde se establecía la procedencia del reconocimiento de este tipo de permisos, procede para efectos de anuales y jubilación en el Poder Judicial, se solicita  aprobar el estudio RTFJP Nº 2019016, a partir del 17 de agosto de 2009 por un total de 1 año, 11 meses y 16 días, monto a reintegrar ¢10.261.478,27 y el estudio RTFJP Nº 2019017, a partir del 14 de febrero de 2014, monto a reintegrar ¢36.702.354,39 por 4 años, 4 meses y 16 días, correspondientes a permisos sin goce de salario otorgados para realizar trabajos en entidades públicas u organización internacional de claro interés público, para un total de 6 años, 4 meses y 2 días de permisos sin goce de salario y un total a reintegrar al Fondo de Pensiones y Jubilaciones del Poder Judicial de ¢46.963.832,65

Cabe indicar que la fecha de rige de cada reconocimiento corresponde a la fecha en la cual la servidora reingresa a laborar a la institución una vez finalizado cada permiso.”
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Por mayoría, previamente a resolver, se acordó: 1.) Trasladar a la Dirección Jurídica para que emita una opinión jurídica, en relación con la solicitud de reconocimiento de tiempo servido planteada por la licenciada Berenice Smith Bonilla, Fiscala Adjunta de la Fiscalía General de la República, misma que fue analizada y denegada por este Consejo en sesión N°106-17 celebrada el 23 de noviembre del año 2017, artículo VII, y que nuevamente se somete a consideración de este Consejo por un cambio de criterio por parte de la Dirección de Gestión Humana, haciendo surgir la inquietud de si al agotarse la vía administrativa resulta improcedente conocer la actual gestión, o bien si la emisión un nuevo criterio podría englobarse dentro de alguno de los supuestos que establece el artículo 353 de la Ley General de la Administración Pública, para efectos de realizar una revisión del acto administrativo. 2.)  La Dirección Jurídica deberá rendir el informe solicitado en el plazo de 10 días hábiles a partir de la comunicación de este acuerdo. 

El integrante Carlos Montero Zúñiga salva el voto, debido a que considera que el Consejo Superior perdió competencias para administrar el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, ya que las atribuciones que otorgó el transitorio 1 de la ley N° 9544 del 24 de abril de 2018, era mientras se cumplía el plazo máximo de seis meses a partir de su publicación, el cual venció el pasado 21 de noviembre de 2018.  Y que la norma no previó una extensión del plazo.  Asimismo, que el acuerdo de Corte Plena es una decisión de tipo administrativo y que ese Órgano no tiene competencia para darle una interpretación auténtica a la ley. Se declara acuerdo firme”
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[…]
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El máster Rodrigo Alberto Campos Hidalgo, Director Jurídico interino, en oficio N° DJ-C-318-2019 del 16 de agosto de 2019, informó lo siguiente:

“Me refiero al adoptado por el Consejo Superior del Poder Judicial, en sesión N° 62-19 celebrada el 11 de julio del 2019, en que dispone lo siguiente:

“1.) Trasladar a la Dirección Jurídica para que emita una opinión jurídica, en relación con la solicitud de reconocimiento de tiempo servido planteada por la licenciada Berenice Smith Bonilla, Fiscala Adjunta de la Fiscalía General de la República, misma que fue analizada y denegada por este Consejo en sesión N°106-17 celebrada el 23 de noviembre del año 2017, artículo VII, y que nuevamente se somete a consideración de este Consejo por un cambio de criterio por parte de la Dirección de Gestión Humana, haciendo surgir la inquietud de si al agotarse la vía administrativa resulta improcedente conocer la actual gestión, o bien si la emisión un nuevo criterio podría englobarse dentro de alguno de los supuestos que establece el artículo 353 de la Ley General de la Administración Pública, para efectos de realizar una revisión del acto administrativo. 2.)  La Dirección Jurídica deberá rendir el informe solicitado en el plazo de 10 días hábiles a partir de la comunicación de este acuerdo”. 

Al respecto, nos permitimos indicar lo siguiente:

Como se indica en su atenta solicitud de criterio, mediante acuerdo de sesión 106-17 de 23 de noviembre de 2017, el Consejo Superior resolvió lo siguiente:

Se acordó:1.) Rechazar el recurso de apelación planteado por la licenciada Berenice Smith Bonilla, Fiscal Adjunta 2 del Ministerio Público, respecto lo resuelto por la Dirección de Gestión Humana, Unidad de Componentes Salariales mediante oficio N°2695-UCS-AS-2017 del 21 de julio del 2017 y mantener lo dispuesto por este Consejo en la sesión N° 70-15 del 04 de agosto de 2015, artículo LV, donde acordó reconocerle a la licenciada Berenice Smith Bonilla únicamente para efectos de anualidades, el tiempo que permaneció con permiso sin goce de salario para trabajar en organismos internacionales de claro interés público. 2.) Indicar a la Dirección de Gestión Humana que debe proceder con mayor cuidado cuando atienda solicitudes de las personas usuarias de sus servicios, emita comunicaciones y transcriba acuerdos de este Consejo; para evitar cometer este tipo de errores que causan infundadas expectativas en cuanto a sus derechos o beneficios laborales y jubilatorios. 3.) Hacer de conocimiento de la Dirección de Gestión Humana y la Auditoría para lo de su cargo. Se declara acuerdo firme.”

Como se advierte del caso de análisis, estamos en presencia de un acto desfavorable a la administrada, que se encuentra firme, en tanto le denegó derechos a su favor.

Al respecto, es de advertir que la existencia de un acto desfavorable al administrativo no significa stricto sensu, una suerte de “cosa juzgada” administrativa, toda vez que en materia administrativa, este defensa no opera en sentido similar a la vía jurisdiccional.

En este orden de ideas, el ordenamiento jurídico administrativo establece la “intangibilidad de los actos propios” para aquellos actos generadores de derechos subjetivos, es decir favorables al administrado, mas no para aquellos supuestos a que la conducta administrativa genere efectos lesivos a su esfera jurídica. 

El autor de derecho administrativo Agustín Gordillo lo explica con mayor propiedad, de la siguiente manera:

“En efecto, la “cosa juzgada judicial” y la “cosa juzgada administrativa” no tienen en común, como a primera vista podría parecer, ser ambas “cosa juzgada;” por el contrario, cosa juzgada en sentido estricto es sólo la que se produce respecto de las sentencias judiciales.57 Una sentencia judicial que hace cosa juzgada no es ya impugnable por recurso o acción alguna, y no puede ser modificada por otro tribunal; la “cosa juzgada administrativa,” en cambio, implica tan sólo una limitación a que la misma administración revoque, modifique o sustituya el acto, y no impide que el acto sea impugnado,58 y eventualmente anulado en la justicia. Por lo demás, la administración puede siempre revocar o modificar el acto si con ello beneficia al interesado, 59 lo que no ocurre con la “cosa juzgada judicial.” La llamada cosa juzgada administrativa, pues, ni es definitiva como la judicial, ni es tampoco inamovible, inmutable o inextinguible…”  

En este sentido, nuestra Ley General de la Administración Pública, contempla procedimientos agravados para eliminar los efectos de un acto administrativo, sólo cuando el mismo es generador de derechos subjetivos y se busca eliminar los mismos, limitando a que esto opere solo por supuestos de oportunidad, conveniencia o mérito, cuando sea lesivo al interés público y previa indemnización o cuando alguno de sus elementos es inexistente o está viciado de manera grave.

Empero, cuando el acto lo que hace es denegar derechos, nada impediría proceder dictar a nuevo acto que modifique o revise lo actuado en otro acto posterior, según sea el supuesto respectivo.

En el mismo sentido, lo ha establecido de forma vinculante la Sala Constitucional (art. 13 de su Ley de creación Nº 7135), en tanto ha indicado que “en sede administrativa no cabe alegarse la cosa juzgada, por cuanto, esa figura resulta predicable, únicamente, de las sentencias definitivas y firmes de los órganos jurisdiccionales” (Resolución Nº 2007-015996 de las 09:00 horas del 7 de noviembre de 2007).

El voto 095-2012 de la sección II del Tribunal Procesal Contencioso Administrativo así lo indica de la siguiente manera: 

“…En relación a este tipo de actos de la Administración, Dromi (Proceso Administrativo Provincial, 1977, pág. 37 y 46) dice que éstos corresponden a “aquellos casos en que sus declaraciones unilaterales han producido un derecho subjetivo incorporado al patrimonio de un tercero, por vía de la llamada “estabilidad del acto administrativo”, más conocida por “irrevocabilidad o cosa juzgada administrativa”. Y sobre esta particularidad, refiere igualmente que: “…declare un derecho subjetivo, o sea una situación jurídica particularizada, individualizada, debida con exclusividad por la Administración ante una norma que expresamente predetermina esa conducta” …”

Conteste con lo anterior, otro ilustre tratadista de derecho administrativo nos indica:

“No existen derechos adquiridos contra la legalidad. Como ya lo enseñaba SAYAGUES LASO, el acto inválido puede ser revocado de oficio o a petición de parte en cualquier momento. La Administración no solo tiene la facultad de revocar los actos administrativos irregulares, sino que tiene el deber de hacerlo (Cf. SAYAGUES LASO, Enrique: “Tratado de Derecho Administrativo”, T. I, FCU, Montevideo, 1998, pág. 433)”.

En el mismo orden de ideas, se indica con mayor claridad lo siguiente: 

“…   la “estabilidad del acto administrativo consiste en la inmutabilidad de la situación creada por el mismo, y dice relación con las reglas de fondo que rigen esa situación y, en particular, la existencia de derechos adquiridos”. (Lo que está en negrita nos pertenece). 4 En este sentido hace alusión a que es necesario tener en cuenta qué es lo que ocurre con el acto que se pretende modificar o revocar, debiendo analizarse cuáles son los efectos que el mismo ha creado, ha extinguido, o ha modificado. Por eso habla de la “inmutabilidad de la situación creada por el mismo”. Como puede verse, en este caso no se postula la teoría de la inmutabilidad del acto, sino de la situación que el mismo generó. Su fundamento radica en proteger los derechos adquiridos de los particulares, los cuales fueron generados como consecuencia del dictado de dicho acto administrativo (lo que está en negrita nos pertenece). Ese acto, al momento de nacer, creó derechos, dio nacimiento a determinada situación jurídica, la cual ingresó al patrimonio de un sujeto, formando parte de su estatuto personal. De modo que la forma de proteger las situaciones jurídicas nacidas como consecuencia de la existencia de ese acto administrativo es considerando la existencia de principios superiores en nuestro ordenamiento jurídico, siendo uno de ellos, el principio de seguridad jurídica. En efecto, es por lo dicho que considera que no nos encontramos frente al principio de la estabilidad del acto administrativo, sino al de la estabilidad de las situaciones creadas…”  Machi Lorena. REVOCACIÓN DEL ACTO ADMINISTRATIVO DE OFICIO Y SU CONCILIACIÓN CON EL PRINCIPIO DE SEGURIDAD JURÍDICA.

Esta unidad asesora estima consecuentemente, que sí sería viable el dictado de un nuevo acto, si el acto administrativo inicial era denegatorio de derechos o tenía un carácter ablatorio, toda vez que no estaba creando situaciones jurídicas favorables y consecuentemente podrían ser revisadas si consta la existencia de un cambio en el motivo o la motivación del acto.

Para tal fin, se podría emitir un nuevo acto en los siguientes supuestos:

a.- Que el motivo que dio origen al rechazo a la solicitud de la señora Smith haya sido modificado (v.g. una nueva valoración técnica) y se determine que con base en el nuevo motivo es factible dictar un nuevo acto con un nuevo contenido que cumpla el fin público buscado.

En este sentido, lo que requeriría el órgano decisor es contrastar el anterior motivo que dio origen a la denegatoria con el nuevo motivo, que determina procedente acoger lo pedido y determinar por qué se estima procedente el cambio en el motivo, fundado ante todo en modificaciones de las situaciones fácticas o de los criterios técnicos que dieron lugar a una u otra decisión.

Lo anterior implicaría emitir solamente un nuevo acto con una motivación adecuada y suficiente en el sentido indicado.

b.- Que exista una diferente valoración a posteriori de los hechos que dieron origen al acto desfavorable para el administrado.    

Al respecto, procedería aplicar el artículo 156 de la Ley General de la Administración Pública, en tanto dispone lo siguiente: “3. Los actos desfavorables al administrado podrán ser revocados, aun si ya son firmes para el particular, previo dictamen de la Contraloría General de la República”.

En este supuesto, a diferencia del anterior, se determinaría oportuno o conveniente o de mérito eliminar los efectos del acto por existir una situación sobreviniente o una valoración diferente de la original al haber una discrepancia grave con el interés público. 

Como se advierte en el caso de marras estamos en una consideración diferente a la indicada, toda vez que tendría que haber un motivo de oportunidad o conveniencia que hace incompatible los efectos del acto con el interés público.

c.- Que se determine que el acto original se encuentra viciado de nulidad absoluta por haber existido un vicio grave o la inexistencia de uno de los elementos constitutivos originales. En este caso, procedería dictar la nulidad del acto desfavorable al administrativo por cuanto el acto original es sustancialmente discrepante con el ordenamiento jurídico.

d.- Que se presenten los presupuestos muy calificados del artículo 353 de la Ley General de la Administración Pública.

En cualquiera de los supuestos anteriores, se evidencia un rompimiento del paradigma de la cosa juzgada, en el entendido, como se ha dicho que la misma opera como garantía de irreversibilidad en beneficio del administrado y no de la administración, siendo así que la  posibilidad de revisión de los actos opera para proteger situaciones jurídicas subjetivas solo en determinadas condiciones, más sin que se interprete para cuando estamos en presencia de actos desfavorables al administrado, que ante un cambio en el motivo del acto pueden originar la emisión de un acto totalmente nuevo y diferente a uno previo.  

Por lo anterior ante la inquietud de si procedente volver a conocer alguna gestión administrativa previamente rechazada con agotamiento de la vía administrativa, estima esta unidad asesora que en el caso de análisis no aplica la existencia de una cosa juzgada administrativa, toda vez que el acto de acuerdo de sesión 106-17 de 23 de noviembre de 2017, resultó desfavorable a los intereses de la promovente y es válido la adopción de un nuevo acto fundado en una variación posterior del motivo o si llegarse a operar alguno de los supuestos señalados ut supra, incluidos los dispuestos en el artículo 353 de la Ley General de la Administración Pública, para efectos de realizar una revisión del acto administrativo.

Dejamos así evacuada su solicitud de criterio al respecto.”
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Asimismo, el máster Rodrigo Alberto Campos Hidalgo, Director Jurídico interino, en oficio N° DC-374-2019 de 11 de setiembre de 2019, indicó:

“Me refiero al correo electrónico de fecha 29 de agosto de 2019 de la Señora integrante del Consejo Superior, Licda. Sandra Pizarro Gutiérrez en donde expresa lo siguiente:

“En cuanto a la gestión presentada por el licenciado Humberto Brenes Barahona, Profesional en Derecho 3 B de la Sala Primera de la Corte Suprema de Justicia, se le indicó que con base al voto de la Sala Constitucional de las trece horas y cinco minutos de veintidós de febrero de dos mil diecinueve del expediente 18-007819-0007-CO,  donde se ventila el tema del agotamiento de la vía administrativa en el tema de jubilaciones y pensiones en el Poder Judicial y el criterio jurídico que va en la misma línea que el voto indicado que existía imposibilidad para conocer el recurso. En base en lo anterior surgen varias interrogantes:

¿Debería de aplicarse de igual manera al caso de Berenice el voto de la Sala Constitucional?

¿Considera usted que doña Berenice interpuso un recurso de reconsideración o se trata de una solicitud diferente? Esta pregunta es importante porque si es un recurso no se podría resolver al igual que en el caso de Humberto”.

Al respecto nos permitimos manifestar lo siguiente:

De la lectura del correo indicado se advierte que en el caso del Lic. Brenes Barahona, Profesional en Derecho de la Sala Primera de la Corte Suprema de Justicia, la decisión del Consejo Superior refiere a la aplicación propiamente de la reforma al sistema de jubilaciones y pensiones del Poder Judicial, propiamente a la reforma de la Ley 9544 de 24 de abril de 2018 a al título IX de la Ley Orgánica del Poder Judicial.

En este caso de su correo se infiere que se aplicó nuestro criterio en el sentido de que lo dispuesto en la acción de inconstitucionalidad de expediente 18-007819-007-Co implicó que la Sala Constitucional dimensionara la resolución de admisibilidad en el siguiente sentido:

“(…) de conformidad con lo dispuesto en los artículos 81 y 82 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, se hace saber que el aviso en el Boletín Judicial sólo afecta los procesos judiciales pendientes en los cuales se discuta la aplicación de lo impugnado y se advierte que lo único que no puede hacerse en dichos procesos, es dictar sentencia o bien, el acto en que haya de aplicarse lo cuestionado en el sentido en que lo ha sido. Igualmente, lo único que la acción suspende en vía administrativa es el dictado de la resolución final en los procedimientos tendentes a agotar esa vía, que son los que se inician con y a partir del recurso de alzada o de reposición interpuestos contra el acto final, salvo, claro está, que se trate de normas que deben aplicarse durante la tramitación, en cuyo caso la suspensión opera inmediatamente. Dentro de los quince días posteriores a la primera publicación del citado aviso, podrán apersonarse quienes figuren como partes en asuntos pendientes a la fecha de interposición de esta acción, en los que se discuta la aplicación de lo impugnado o aquellos con interés legítimo, a fin de coadyuvar en cuanto a su procedencia o improcedencia, o para ampliar, en su caso, los motivos de inconstitucionalidad en relación con el asunto que les interese. Se hace saber además, que de conformidad con los artículos 81 y 82 de la Ley de Jurisdicción Constitucional y conforme lo ha resuelto en forma reiterada la Sala (resoluciones 0536-91, 0537-91, 0554-91 y 0881-91) esta publicación no suspende la vigencia de la norma, sino únicamente su aplicación en los casos y condiciones señaladas.” (Resaltado añadido)

Con base en lo anterior, en nuestro informe se concluyó lo siguiente:


“Para el caso que nos ocupa, el acto que no podría dictarse sería el acto firme del jerarca que agota la vía administrativa según el inciso a) del artículo 126 de la LGAP. Para el supuesto específico de las gestiones relacionadas con la Ley 9544 los actos dictados en virtud del artículo 239 inciso b) de la Ley Orgánica del Poder Judicial (reformada por la 9544) sí pueden dictarse:

Artículo 239- Se crea la Junta Administrativa del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial como un órgano del Poder Judicial, que contará con completa independencia funcional, técnica y administrativa, para ejercer las facultades y atribuciones que le otorga la ley.

(…)

b) Estudiar, conocer y resolver las solicitudes de jubilación y pensión que se le presenten. (…)

Que a la fecha es el Consejo Superior por disposición del transitorio I de la ley 9544 el órgano que funge en este sentido como administrador hasta el establecimiento de la Junta Administrativa.

Por lo anterior, los efectos prácticos de la publicación de la medida de suspensión se refieren a pausar las resoluciones finales en fase recursiva que tenga que hacer el órgano superior como máximo jerarca en los casos que exista alguna impugnación sobre el acto que otorgue o deniegue la solicitud de jubilación o pensión basada en la normativa a examen constitucional, pues en estos casos efectivamente existe un agotamiento de la vía administrativa tal como lo señaló la Sala Constitucional”.

No obstante, si su consulta se refiere a nuestro criterio de oficio DJ-C-318-2019 de fecha 16 de agosto de 2019, relacionado con la señora Berenice Smith Brenes debe indicarse que el mismo versa sobre una solicitud de tiempo servido realizado por dicha funcionaria en el año 2017, al amparo de la normativa vigente en ese momento – no de la Ley 9544 cuestionada ante la Sala Constitucional- y no se refiere a una solicitud de jubilación que implique la adopción de un acto final en tal sentido.

Así se determina de la solicitud en tal sentido que se cita de la siguiente manera:

“Oficio n° PJ-DGH-SAS-2442-2019

13 de mayo de 2019
Ref. 6083-2019

Reconocimiento de Tiempo Servido en Otras
Instituciones del Estado para efectos de:

JUBILACIÓN

1. Detalle del estudio:
	NOMBRE:
	
	BERENICE GERARDINA SMITH BONILLA

	N° CEDULA:
	
	03-0254-0226

	PUESTO:
	
	Fiscal Adjunto 2

	OFICINA:
	
	FISCALÍA GENERAL

	LUGAR PARA NOTIFICACIONES:
	
	monicavalverdesmith@gmail.com

	FECHA DE REINGRESO:
	
	17/08/2009 y 14/02/2014

	RESULTADO DE ESTUDIO DE RECONOCIMIENTO DE TIEMPO SERVIDO EN OTRAS INSTITUCIONES DEL ESTADO PARA EFECTOS DE JUBILACIÓN: 

TIEMPO TOTAL A RECONOCER: 6 años, 4 meses y 2 días.

MONTO TOTAL A REINTEGRAR: ¢46,963,832.65
	
	N° DE RTFJP:
	2019016

	
	
	TIEMPO A RECONOCER:
	1 año, 11 meses y 16 días.

	
	
	MONTO A REINTEGRAR:
	¢10,261,478.27

	
	
	INSTITUCIÓN DONDE LABORÓ:
	PODER JUDICIAL

	
	
	N° DE RTFJP:
	2019017   

	
	
	TIEMPO A RECONOCER:
	4 años, 4 meses y 16 días.

	
	
	MONTO A REINTEGRAR:
	¢36,702,354.38

	
	
	INSTITUCIÓN DONDE LABORÓ:
	PODER JUDICIAL

	RESUMEN RESPUESTA DE LA PERSONA SOLICITANTE A LA COMUNICACIÓN DE LA DEUDA:
	
	La persona solicitante no manifiesta objeción con los estudios realizados.

	OTRAS CONSIDERACIONES:
	
	Mediante sesión n° 70-15 del 04 de agosto de 2015, artículo LV, se acuerda reconocerle dicho tiempo para efectos de anualidades.


 
1. OTRAS CONSIDERACIONES:

0. Mediante sesión n° 70-15 del 04 de agosto de 2015, artículo LV, se acuerda reconocerle dicho tiempo para efectos de anualidades.

0. El estudio para efectos de jubilación se confecciona en apego al informe Nº DJ-3876-2018 de la Dirección Jurídica donde, con un nuevo análisis de la normativa, se determina que si al momento de operar el ejercicio del permiso sin goce de salario operaba el Reglamento para el reconocimiento de tiempo servido en el Poder Judicial y en otros Entes Públicos para efectos del pago de anualidades y la jubilación del Poder Judicial aprobado por Corte Plena en sesión n° 36-06 del 04 de diciembre del 2006 artículo XI, no puede afectarle a la persona solicitante la modificación en el artículo 4 del indicado reglamento, el cual entró en vigencia a partir del 29 de marzo de 2011 y acordado en sesión de Corte Plena N° 36-10 del veinte de diciembre de dos mil diez, artículo XVII. 

0. Dicho informe fue conocido y aprobado por el Consejo Superior mediante sesión n°102-18 del 22 de noviembre de 2018, artículo XXII que literalmente dice: 

Debido a que el licenciado […], […] se acogió a la licencia sin goce de salario, para participar como […], siendo que en ese momento se encontraba vigente el “Reglamento para el reconocimiento de tiempo servido en el Poder Judicial y en otros Entes Públicos para efectos del pago de anualidades y la jubilación del Poder Judicial” aprobado por Corte Plena en sesión N° 36-06 del 04 de diciembre del 2006, artículo XI; en lo conducente, dicho Reglamento en su artículo 4, inciso 2, expresa que :“… Los permisos sin goce de salario iguales o superiores a un mes, afectarán la fecha en que el servidor cumple la anualidad. Para estos efectos, se entenderá que, las licencias sin goce de sueldo sí suspenden la continuidad del servicio. Estarán exceptuados de lo establecido en el párrafo anterior los siguientes permisos sin goce de salario: Cuando se trate de permisos de interésinstitucional otorgados para realizar trabajos en entidades públicas u organización internacional de claro interés público, para realizar estudios de interés para la institución y desempeño de cargos como representante en organizaciones laborales…”, por lo tanto, se dispuso:  1.) Acoger el criterio jurídico remitido mediante oficio N° DJ-3876-2018 del 14 de noviembre de 2018, suscrito por elmáster Rodrigo Campos Hidalgo, Director Jurídico, en consecuencia, eximir del pago por concepto de sumas pagadas de más al licenciado […], lo anterior, en razón del permiso sin goce de salario solicitado en el periodo 2002-2006. 2.) Hacer este acuerdo de conocimiento de la Dirección de Gestión Humana para el trámite correspondiente y en lo sucesivo, aplique este criterio para los casos que sean de la misma naturaleza, en el entendido de que cumplen con los mismos requisitos.

1. En ese sentido, se transcribe lo estipulado en el artículo 4 del reglamento aprobado por Corte Plena en sesión n° 36-06, celebrada el 4 de diciembre de 2006, artículo XI el cual estuvo vigente desde el 23 de abril de 2007 hasta el 28 de marzo de 2011:

Artículo 4.  - Las anualidades y su pago en el Poder Judicial. -

1. El monto de la anualidad será definido por la Corte Suprema de Justicia. Si el servidor fuere ascendido, comenzará a percibir el monto por anual que corresponda al nuevo salario, y si en los antiguos puestos hubiese adquirido derecho a uno o más aumentos, estos se le computarán de acuerdo con la categoría del cargo que se encuentre ocupando. Las disposiciones de este inciso no rigen para los médicos. A ellos se les aplicará lo dispuesto en la Ley de Incentivos Médicos.

1. Los permisos sin goce de salario iguales o superiores a un mes afectarán la fecha en que el servidor cumple la anualidad. Para estos efectos, se entenderá que, las licencias sin goce de sueldo sí suspenden la continuidad del servicio.

Estarán exceptuados de lo establecido en el párrafo anterior los siguientes permisos sin goce de salario:

· Cuando se trate de permisos de interés institucional otorgados para realizar trabajos en entidades públicas u organización internacional de claro interés público, para realizar estudios de interés para la institución y desempeño de cargos como representante en organizaciones laborales.

 - Los concedidos a un servidor o funcionario, por razón de una enfermedad grave que esté padeciendo, siempre que no excedan de dieciocho meses consecutivos.

- Los reconocidos a una madre antes de la licencia posparto cuando de acuerdo con el criterio médico se encuentre en riesgo su salud y la integridad del nasciturus, por un período que no exceda de ocho meses.

 - Los otorgados a una madre para atender a su hijo recién nacido, después de la licencia post parto de 3 meses, siempre que no exceda de doce meses, salvo que exista criterio médico en contrario que justifique uno superior.

 - Los concedidos a alguno de los padres de un menor de edad para atender una enfermedad en la que sea indispensable su presencia para su recuperación, siempre que no exceda de lo que señale el criterio médico.

- Los conferidos para atender un familiar cercano con una enfermedad terminal o que le impida valerse por sí mismo siempre que no exceda de doce meses consecutivos.
 
3. Cuando se imponga la suspensión sin goce de salario igual o superior a un mes, se suspenderá la relación laboral durante el período que establezca la sanción disciplinaria; y a efectos del cómputo del tiempo servido, se correrá la fecha en que el servidor cumpla la anualidad.

4. En el caso de las servidoras interinas, las licencias por maternidad se tomarán en cuenta como tiempo servido, para efectos de reconocimiento de anualidad, salvo que al inicio de la incapacidad no exista nombramiento vigente.

Las excepciones establecidas en el párrafo 2º de este artículo le serán aplicables a la funcionaria o servidora interina que se encuentre en la condición del párrafo anterior.

1. DETALLE DE LOS PERMISOS SIN GOCE DE SUELDO:

0. Los permisos considerados para el presente informe fueron otorgados de la siguiente manera: 

· Permisos de interés institucional otorgados para realizar trabajos en entidades públicas u organización internacional de claro interés público:
· 
	Tipo de permiso
	Sesión de Consejo Superior
	Fechas

	Para laborar en el Proyecto Estado de Derecho desarrollado en Guatemala.

	No. 59-07 del 14/08/2007, artículo XLV.
	Del 01 de septiembre de 2007 al   31 de agosto de 2008.

	
	No. 60-08 del 14/08/2008, artículo XVI.
	Del 01 de septiembre de 2008 al 31 de agosto del 2009.
La servidora reingresó a laborar el día 17 de agosto de 2009.

	Total: 1 año, 11 meses y 16 días



	Tipo de permiso
	Sesión de Consejo Superior
	Fechas

	
Para laborar en la Comisión Internacional contra la Impunidaden Guatemala, de las Naciones Unidas.

	No. 87-09 del 17/09/2009, artículo XVII.
	Del 28 de septiembre de 2009 al 28 de septiembre de 2010.

	
	No. 83-10 del 14/09/2010, artículo IX.
	Del 29 de septiembre de 2010 al 29 de septiembre de 2011.

	
	No. 45-11 del 12/05/2011, artículo XV.
	Del 30 de junio de 2011 al 29 de junio de 2012.

	
	No. 30-12 del 27/03/2012, artículo XXX.
	Del 30 de junio de 2012 hasta el 30 de junio de 2013.


	
	No. 43-13 del 30/04/2013, artículo XI.
	Del 01 de julio de 2013 al 30 de septiembre de 2015

La servidora reingresó a laborar el día 13 de febrero de 2014.

	Total: 4 años, 4 meses y 16 días



Por lo anteriormente expuesto y por tratarse de permisos sin goce de salario otorgados en amparo del artículo 4, inciso 2 del reglamento vigente al momento en que los permisos fueron otorgados, donde se establecía la procedencia del reconocimiento de este tipo de permisos, procede para efectos de anuales y jubilación en el Poder Judicial, se solicita  aprobar el estudio RTFJP Nº 2019016, a partir del 17 de agosto de 2009 por un total de 1 año, 11 meses y 16 días, monto a reintegrar ¢10.261.478,27 y el estudio RTFJP Nº 2019017, a partir del 14 de febrero de 2014, monto a reintegrar ¢36.702.354,39 por 4 años, 4 meses y 16 días, correspondientes a permisos sin goce de salario otorgados para realizar trabajos en entidades públicas u organización internacional de claro interés público, para un total de 6 años, 4 meses y 2 días de permisos sin goce de salario y un total a reintegrar al Fondo de Pensiones y Jubilaciones del Poder Judicial de ¢46.963.832,65.

Cabe indicar que la fecha de rige de cada reconocimiento corresponde a la fecha en la cual la servidora reingresa a laborar a la institución una vez finalizado cada permiso”.

De conformidad con lo anterior, según la información suministrada por la Secretaría de la Corte, lo que está en conocimiento del Consejo Superior a este momento, es un acuerdo de reconocimiento de tiempo servido, con base en el Reglamento para el reconocimiento de tiempo servido en el Poder Judicial y en otros Entes Públicos para efectos del pago de anualidades y la jubilación del Poder Judicial” aprobado por Corte Plena en sesión N° 36-06 del 04 de diciembre del 2006, artículo XI y no la adopción de un acto final o eventualmente firme de jubilación con base en la reforma de la Ley 9544 de 24 de abril de 2018 a al título IX de la Ley Orgánica del Poder Judicial, cuya constitucionalidad se encuentra cuestionada en la acción de inconstitucionalidad de expediente 18-007819-007-CO. 

En razón de lo anterior, estimamos que nos encontramos ante supuestos normativos diferentes y en donde ha operado una nueva solicitud de la interesada de reconocimiento de su tiempo servido, con base en un cambio en la interpretación de la normativa aplicable, la cual no corresponde a la Ley 9544 sino al  Reglamento para el reconocimiento de tiempo servido en el Poder Judicial y en otros Entes Públicos para efectos del pago de anualidades y la jubilación del Poder Judicial” aprobado por Corte Plena en sesión N° 36-06 del 04 de diciembre del 2006, artículo XI.”
- 0 -

El señor Presidente Magistrado Cruz, emite su voto:

Considero que la nueva petición de la funcionaria Smith Bonilla, se hace después de un cambio de criterio de Gestión Humana respecto del reconocimiento del tiempo servido; no se trata de una revisión o reconsideración, es una nueva petición ante un cambio de criterio que le resulta favorable. Ha existido un cambio de criterio favorable al administrado y bajo este supuesto procede conocer una nueva solicitud. A la luz de principios constitucionales, no creo admisible que si cambian criterios que sustentaron una decisión desfavorable en sede administrativa, se obligue al administrado a plantear una acción judicial. Sobre este tema la Dirección Jurídica, dictaminó lo siguiente: 

En oficio N° DJ-C-318-2019 del 16 de agosto de 2019, el Director Jurídico interino determinó: “. cuando el acto lo que hace es denegar derechos, nada impediría proceder dictar a nuevo acto que modifique o revise lo actuado en otro acto posterior, según sea el supuesto respectivo. En el mismo sentido, lo ha establecido de forma vinculante la Sala Constitucional (art. 13 de su Ley de creación Nº 7135), en tanto ha indicado que “en sede administrativa no cabe alegarse la cosa juzgada, por cuanto, esa figura resulta predicable, únicamente, de las sentencias definitivas y firmes de los órganos jurisdiccionales” (Resolución Nº 2007-015996 de las 09:00 horas del 7 de noviembre de 2007). Por lo anterior ante la inquietud de si procedente volver a conocer alguna gestión administrativa previamente rechazada con agotamiento de la vía administrativa, ESTIMA ESTA UNIDAD ASESORA QUE EN EL CASO DE ANÁLISIS NO APLICA LA EXISTENCIA DE UNA COSA JUZGADA ADMINISTRATIVA, TODA VEZ QUE EL ACTO DE ACUERDO DE SESIÓN 106-17 DE 23 DE NOVIEMBRE DE 2017, RESULTÓ DESFAVORABLE A LOS INTERESES DE LA PROMOVENTE Y ES VÁLIDO LA ADOPCIÓN DE UN NUEVO ACTO FUNDADO EN UNA VARIACIÓN POSTERIOR DEL MOTIVO o si llegarse a operar alguno de los supuestos señalados ut supra, incluidos los dispuestos en el artículo 353 de la Ley General de la Administración Pública, para efectos de realizar una revisión del acto administrativo..”. Es decir, que si hay un acto favorable que modifica el contenido de un acto denegatorio a la misma persona, ésta puede plantear una nueva petición, porque esa variación ha modificado la decisión anterior, sin que sea admisible, en estos supuestos, asumir la existencia de una cosa juzgada, porque se trata de un acto que no es definitivo y ha existido una variación de los supuestos que originalmente justificaron la denegatoria. Frente a un acto favorable, no puede mantenerse el principio de cosa juzgada, porque esa garantía más bien perjudicaría las pretensiones del interesado. 

Sobre la vigencia o permanencia de la licencia, a pesar de la reforma que se hizo a la norma reglamentaria, la Dirección Jurídica, ante consulta planteada por este Consejo, expuso en el oficio DJ-215-2019 del 27 de 27 de junio de 2019, lo siguiente “en el año 2010 hubo un cambio en la normativa referente al cómputo de anualidades, eliminando las excepciones previstas originalmente en el Reglamento. Como se advierte, el artículo 4 del citado reglamento se ocupa del reconocimiento y pago de las anualidades en la institución, en el sentido de que las licencias sin goce de salario sí suspenden la continuidad del servicio, de conformidad con el numeral 12 in fine de la Ley de Salarios del Poder Judicial. El texto de dicha norma reglamentaria vigente para la época establecía excepciones a dicha regla sobre la continuidad del servicio, entre ellas cuando se trataba de permisos de interés institucional otorgados para realizar trabajos en organizaciones internacionales de interés público…” En el caso objeto de consulta se evidencia que la funcionaria Berenice Smith disfrutó de dos permisos sin goce de salario contemplados dentro de las excepciones establecidas en el artículo 4 del reglamento vigente hasta el 28 de marzo de 2011, para laborar en organizaciones internacionales, de claro interés institucional que va del 01/09/2007 al 16/08/2009 para colaborar en el Proyecto Estado de Derecho a desarrollarse en Guatemala y del 28/09/2009 al 13/02/2014 para formar parte de la Comisión Internacional contra la Impunidad en Guatemala (CICIG), de las Naciones Unidas. Como se advierte, durante la eficacia del acto que otorgó el segundo permiso operó el cambio normativo indicado, habida cuenta que las excepciones aplicables – una de las cuales justificaba la continuidad en el caso de las servidora- fueron eliminadas. No obstante es criterio de esta Dirección Jurídica que para la situación jurídica concreta de la servidora no afecta el cambio normativo por los siguientes motivos.  En el caso de análisis se advierte que a la servidora se le otorgó un permiso para laborar en la Comisión Internacional contra la Impunidad en Guatemala, acto administrativo adoptado de manera previa al cambio normativo, siendo así que con posterioridad se dieron prórrogas a este permiso origina. Como se advierte en el acto original y en las prórrogas existe un mismo elemento motivo, cual es el que la funcionaria labore en la CIGIG, lo cual crea un contenido en las segundas referido al contenido del primero, sea dar un permiso que se va prorrogando en el tiempo, para cumplir un fin público. A pesar del cambio reglamentario, el permiso original se hizo al amparo de la vigencia de la norma derogada y por esta razón se opera en este supuesto, según la Dirección Jurídica, una ultraactividad de la disposición original, por esta razón el permiso sin goce de salario y las respectivas prórrogas otorgadas a la funcionaria, se debe regir por las normas vigentes al momento de la respectiva solicitud del acto inicial, habida cuenta que estamos en presencia de un acto original creador de derechos subjetivos y los subsecuentes actos, la única eficacia que tienen es para prorrogar su vigencia temporal. Por esta razón se reconocen todos los años en que tuvo vigencia el permiso sin goce de salario. 

Posteriormente, se planteó otra consulta a la Dirección Jurídica, porque se estimó que el caso de la funcionaria Smith Bonilla era similar a otro en que se había resuelto de manera diferente; se trataba del caso de Humberto Brenes Barahona. Sobre esta consulta, la Dirección Jurídica señaló, en oficio DC-374-2019 de once de setiembre, lo siguiente: “..según la información suministrada por la Secretaría de la Corte, lo que está en conocimiento del Consejo Superior a este momento, es un acuerdo de reconocimiento de tiempo servido, con base en el Reglamento para el reconocimiento de tiempo servido en el Poder Judicial y en otros Entes Públicos para efectos del pago de anualidades y la jubilación del Poder Judicial” aprobado por Corte Plena en sesión N° 36-06 del 04 de diciembre del 2006, artículo XI y no la adopción de un acto final o eventualmente firme de jubilación con base en la reforma de la Ley 9544 de 24 de abril de 2018 a al título IX de la Ley Orgánica del Poder Judicial, cuya constitucionalidad se encuentra cuestionada en la acción de inconstitucionalidad de expediente 18-007819-007-CO. 

En razón de lo anterior, estimamos que nos encontramos ante supuestos normativos diferentes y en donde ha operado una nueva solicitud de la interesada de reconocimiento de su tiempo servido, con base en un cambio en la interpretación de la normativa aplicable, la cual no corresponde a la Ley 9544 sino al  Reglamento para el reconocimiento de tiempo servido en el Poder Judicial y en otros Entes Públicos para efectos del pago de anualidades y la jubilación del Poder Judicial” aprobado por Corte Plena en sesión N° 36-06 del 04 de diciembre del 2006, artículo XI...” Se definió así que había diferencia entre la petición de Berenice Smith y el caso de don Humberto Brenes Barahona. En el caso de la primera, no tiene incidencia un reclamo ante la Sala Constitucional, tal como ocurre en el segundo. 

Estimo que los dictámenes de la Dirección Jurídica, que fueron tres, le dan sustento técnico a la decisión mayoritaria del Consejo, otorgando reconocimiento al tiempo en que la abogada Smith Bonilla estuvo trabajando en una misión internacional en Guatemala, con una licencia sin goce de salario, según se expuso. Los argumentos contienen los dictámenes citados, son razonables y bien fundados y por esta razón en este caso he ejercido el doble voto que se prevé en caso de un empate o que no sea posible alcanzar una decisión de toda conformidad. Según lo expresa el criterio de mayoría, se le reconoce el tiempo servido a la funcionaria, tal como lo plantea en su gestión.   

La integrante Castillo Vargas emite su voto en acoger el informe de la Dirección Jurídica y avalar el informe emitido por la Dirección de Gestión Humana N° PJ-DGH-SAS-2442-2019.

Con fundamento a lo expuesto dentro del voto emitido por el señor presidente Cruz y en aplicación al numeral 76 párrafo segundo de Ley Orgánica del Poder Judicial, se acordó: 1.)  Tener por recibido los informes N° DJ-C-318-2019 del 16 de agosto de 2019y DC-374-2019 de 11 de setiembre de 2019, de la Dirección Jurídica. 2.) Acoger el informe N° PJ-DGH-SAS-2442-2019 del 13 de mayo de 2019, de la Dirección de Gestión Humana, y con base en su recomendación y por tratarse de permisos sin goce de salario otorgados en amparo del artículo 4, inciso 2 del reglamento vigente al momento en que los permisos fueron otorgados, donde se establecía la procedencia del reconocimiento de este tipo de permisos, aprobar los estudios RTFJP Nº 2019016, a partir del 17 de agosto de 2009 por un total de 1 año, 11 meses y 16 días, monto a reintegrar ¢10.261.478,27 y el estudio RTFJP Nº 2019017, a partir del 14 de febrero de 2014, monto a reintegrar ¢36.702.354,39 por 4 años, 4 meses y 16 días, para efectos de anuales y jubilación en el Poder Judicial, correspondientes a permisos sin goce de salario otorgados para realizar trabajos en entidades públicas u organización internacional de claro interés público, para un total de 6 años, 4 meses y 2 días de permisos sin goce de salario y un total a reintegrar al Fondo de Pensiones y Jubilaciones del Poder Judicial de ¢46.963.832,65, que se le deducirá de su salario bruto en el tanto de 10% mensual hasta la cancelación total, o si lo prefiere, podrá depositarla en las cuentas corrientes números CC-CR77015201001017496172 y CC-CR4501520122900000329 del Banco de Costa Rica, previa coordinación con el Departamento Financiero Contable; el cual tomará nota de lo resuelto para que solicite en favor del Fondo mencionado el traslado de cuotas correspondientes, para cuyos efectos se le enviará copia de los informes elaborados por la Dirección de Gestión Humana, la que también tomará nota para lo que corresponda. 3.) Se le previene a doña Berenice que conforme lo dispuso este Consejo en sesión Nº 16-16 del 18 de febrero del 2016, artículo XX, en el momento en que solicite acogerse al beneficio de jubilación deberá haber cancelado al Fondo de Jubilaciones y Pensiones la totalidad de la suma determinada por la Dirección de Gestión Humana para el reconocimiento de tiempo servido en otras instituciones del Estado.4.) Notifíquese el presente acuerdo a la gestionante.

La integrante suplente Álvarez Acosta, emite su voto en acoger parcialmente el informe DJ-215 del 27 de junio del 2019  presentado por la Dirección Jurídica, por cuanto considera que se trata de una nueva gestión, que hizo la petente ante la Dirección de Gestión Humana con base en criterio de la Dirección Jurídica emitido mediante  informe Nº DJ-3876-2018 de la Dirección Jurídica  de fecha 14 de noviembre del 2018, el cual fue conocido y aprobado por el Consejo Superior mediante sesión n°102-18 del 22 de noviembre de 2018, artículo XXII,  y debe reconocérsele únicamente para efectos de anualidades y jubilación a la licenciada Berenice Smith, el tiempo que permaneció con permiso sin goce de salario para trabajar en organismos internacionales de claro interés público las fechas que correspondan en el intervalo que va  del 23 abril del 2007 al 28 marzo de 2011, por cuanto en esas fechas se encontraba en vigencia lo estipulado en el artículo 4 del Reglamento para el reconocimiento de tiempo servido en el Poder Judicial y en otros Entes Públicos para efectos del pago de anualidades y la jubilación del Poder Judicial” aprobado por Corte Plena en sesión N° 36-06 del 04 de diciembre del 2006, artículo XI, el cual fue modificado a partir del 29 de marzo de 2011.

[bookmark: _Toc498957805]El integrante Amador Badilla emite su voto en el sentido El integrante Amador Badilla emite su voto en el siguiente sentido.  El artículo 83 de la Ley Orgánica del Poder Judicial establece: “Artículo 83.-Sin perjuicio del derecho de abocamiento de la Corte Suprema de Justicia, cuando el Consejo resuelva aspectos de carácter administrativo, su pronunciamiento agota la vía administrativa y solo tendrá recurso de reconsideración, que deberá ser interpuesto por el interesado dentro del plazo de tres días, a partir del día siguiente al de su notificación (…)”.  En el presente asunto, ya desde el año 2015, este Consejo había resuelto definitivamente la situación presentada por la señora Smith Bonilla, sobre el reconocimiento de tiempo laborado, en este caso en organismos internacionales.   En ese sentido, el Consejo dispuso en sesión nº 70-15 celebrada el4 de agosto del 2015, artículo LV, lo siguiente: “Se acordó: 1.) Acoger en todos sus extremos el criterio vertido por la Dirección de Gestión Humana, en consecuencia; reconocer a la licenciada Berenice Smith Bonilla para efectos de anualidades de los períodos que van del 01 de setiembre del 2007 al 16 de agosto del 2009 donde la servidora colaboró en el Proyecto Estado de Derecho en Guatemala y del 28 de setiembre del 2009 al 13 de febrero del 2014 para formar parte de la Comisión Internacional contra la Impunidad en Guatemala (CICIG), de las Naciones Unidas por permisos sin goce de sueldo concedidos para trabajar en una organización internacional de claro interés público. Esto a partir de su reingreso al Poder Judicial, es decir 17 de agosto de 2009 y 14 de febrero de 2014, respectivamente 2.) Hacer este acuerdo de conocimiento de la licenciada Berenice Smith Bonilla, Fiscal Adjunta del Primer Circuito Judicial de San José”.  En ese sentido, el Consejo Superior, acogió el criterio Dirección de Gestión Humana, que reconoció solo para anualidades, no así para jubilación, los años laborados por la señora Smith Bonilla, para dichos organismos internacionales.   Ahora bien, en el año 2017, 2 años después, la señora Smith Bonilla solicitó nuevamente, el reconocimiento para efectos de jubilación, los años reconocidos por este Consejo, siendo su solicitud denegada por la Dirección de Gestión Humana, Unidad de Componentes Salariales mediante oficio N°2695-UCS-AS-2017 del 21 de julio del 2017.  Ante lo cual la señora Smith Solano presentó recurso de apelación, resuelto por este Consejo, en sesión Nº 106-17 celebrada el 23 de noviembre del 2017, artículoVII, conforme al artículo 83 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, donde indicó: “Se acordó: 1.) Rechazar el recurso de apelación planteado por la licenciada Berenice Smith Bonilla, Fiscal Adjunta 2 del Ministerio Público, respecto lo resuelto por la Dirección de Gestión Humana, Unidad de Componentes Salariales mediante oficio N°2695-UCS-AS-2017 del 21 de julio del 2017 y mantener lo dispuesto por este Consejo en la sesión N° 70-15 del 04 de agosto de 2015, artículo LV, donde acordó reconocerle a la licenciada Berenice Smith Bonilla únicamente para efectos de anualidades, el tiempo que permaneció con permiso sin goce de salario para trabajar en organismos internacionales de claro interés público. 2.) Indicar a la Dirección de Gestión Humana que debe proceder con mayor cuidado cuando atienda solicitudes de las personas usuarias de sus servicios, emita comunicaciones y transcriba acuerdos de este Consejo; para evitar cometer este tipo de errores que causan infundadas expectativas en cuanto a sus derechos o beneficios laborales y jubilatorios. 3.) Hacer de conocimiento de la Dirección de Gestión Humana y la Auditoría para lo de su cargo. Se declara acuerdo firme”.  Para motivar este acuerdo, el Consejo indicó: “No resulta atendible entonces que en virtud de un error material como el descrito, se pretenda variar la situación, ni tampoco que este Órgano vuelva a pronunciarse sobre un tema que en su oportunidad fue resuelto correctamente, conforme a derecho corresponde, aplicando la normativa vigente, la temporalidad de la norma y sus efectos. Debe agregarse además, que en caso de inconformidad con lo que se resolvió en su momento, a saber en agosto del 2015, la licenciada Smith Bonilla pudo haber presentado, conforme lo establece el numeral 83 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, su reclamo y no en este momento cuando el plazo para ello ha sido superado notoriamente. En consecuencia se considera que procede el rechazo de los alegatos presentados por la recurrente”.  No obstante, en contra dichos acuerdos, la Dirección de Gestión Humana, reabre el caso y recalcula el tiempo servido de la funcionaria y en el oficio N° PJ-DGH-SAS-2442-2019de 13 de mayo de 2019, ahora sí, aceptando que las anualidades reconocidas, sean también en su efecto jubilatorio.  Dicho acto no sólo no es procedente porque se contrapone a los acuerdos firmes ya citados; sino que tampoco nos encontramos ante los supuestos contenidos en el artículo 353 de la Ley General de la Administración Pública, para poder revisar los actos dictados por este Consejo, supra indicados.  No existe recurso de revisión planteado contra los actos dictados por este Consejo, en sesión nº 70-15 celebrada el4 de agosto del 2015, artículo LV y en sesión Nº 106-17 celebrada el 23 de noviembre del 2017, artículo VII, los cuales adquirieron firmeza y agotaron la vía administrativa, debiendo, la interesada, en este caso, de querer revisar su caso, acudir a la vía jurisdiccional respectiva.  En ese sentido, por los argumentos expuestos, no es posible acoger el reconocimiento del tiempo servido, remitido en el oficio N° PJ-DGH-SAS-2442-2019de 13 de mayo de 2019, por parte de la Dirección de Gestión Humana.

El integrante Hernández Alfaro vota por no conocer el asunto, en tanto estima que no existe respaldo jurídico que permita interpretar que este Órgano mantiene las competencias para administrar el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en vista del contenido del transitorio 1 de la ley N° 9544 del 24 de abril de 2018, donde se señala un plazo máximo de seis meses a partir de su publicación, el cual venció el pasado 21 de noviembre de 2018, sin que se previera una extensión de ese plazo; así como que el acuerdo de Corte Plena, donde se le brinda la potestad de hacerlo a este Órgano, es una decisión de tipo administrativo y que dicha Corte no tiene competencia para realizar una interpretación auténtica del transitorio de cita.”


- 0 –

La licenciada Angélica Loaiza López, secretaria interina de la Sala Tercera, en oficio N° 2019-5781 del 18 de diciembre de 2019, comunicó lo siguiente:

[bookmark: _Hlk30078758]“Para lo que corresponda, me permito comunicarle que en la causa número 19- 000059-0033-PE, N° INTERNO 1189-2/12-6-19, seguida contra Fernando Cruz Castro y Sara Castillo Vargas, por los delitos de reconocimiento ilegal de beneficios, influencia en contra de la Hacienda Pública y prevaricato, en perjuiciode los Deberes de la Función Pública, se dictó la resolución número 2019-01630 delas doce horas quince minutos del dieciocho de diciembre del dos mil diecinueve, cuyaparte dispositiva, literalmente dice: “Se acoge la pretensión formulada por la FiscalíaGeneral de la República y, en consecuencia, se ordenan las siguientes medidascautelares de naturaleza atípica: (i) la suspensión de los efectos de la resoluciónadministrativa adoptada por el Consejo Superior del Poder Judicial en la sesión N° 84-19, del 26 de setiembre de 2019, artículo XXIV; que reconoce como tiempo servido,para efectos de jubilación, los lapsos en los cuales la funcionaria judicial BereniceSmith Bonilla disfrutó permisos sin goce de salario mientras se desempeñó en unamisión internacional en Guatemala; (ii) tome nota el Consejo Superior del PoderJudicial, la Dirección de Gestión Humana del Poder Judicial, y en su caso, la JuntaAdministradora del Fondo de Jubilaciones del Poder Judicial, que mientras la medidacautelar aquí ordenada esté vigente, no podrá aplicar el acuerdo cuestionado en elconocimiento de la solicitud de jubilación incoada por la Sra. Berenice Smith Bonilla. Nose accede a la solicitud de celebración de audiencia requerida por la Sra. BereniceSmith Bonilla. Notifíquese.”.”
-0-

Relacionado a lo anterior, la licenciada Berenice Smith Bonilla, Fiscala Adjunta de la Fiscalía General de la República, mediante correo electrónico del 10 de enero de 2020, gestionó:

“…me dirijo a ustedes con fundamento en los derechos de respuesta, de acceso a la información y a la política de transparencia de la Corte Suprema de justicia.

Lo anterior a fin de solicitar se me informe la razón por la cual el trámite de mi pensión bajo el número CJ-298-2019 del seis de noviembre del dos mil diecinueve, se encuentra paralizado. Esto pese a que mediante resolución firmada por el Magistrado Don Orlando Aguirre Gómez, de las dieciséis horas del diecinueve de diciembre del dos mil diecinueve, se designó a la funcionaria suplente para que sustituya a la máster Sara Castillo Vargas, integrante propietaria del Consejo Superior, y a quien se le tuvo por aceptada la inhibitoria planteada.

Es lo cierto que pese a lo anterior, mi gestión de jubilación, basada en el Informe de Asignación de Jubilación, emitido por el Departamento de Gestión Humana, no ha recibido ningún trámite posterior a lo resuelto por Don Orlando Aguirre Gómez, lo cual resulta cuestionable debido a que soy la interesada directa y no he sido notificada formalmente de razón alguna que justifique el no trámite de mi pensión, la cual, a la fecha no ha sido resuelta pese a contar con todos los requisitos para su aprobación.
 
Sobre mi pensión, debo señalar que pese a que formalmente  no he sido notificada  de impedimento alguno para proseguir con el trámite, algunos medios de información sí señalaron que el Ministerio Público solicitó a la Sala Tercera una medida cautelar para que se suspendiera  todo lo relacionado con el acto que reconoció  tiempo servido por mi persona ante Organismos Internacionales, solicitud que en apariencia fue acogida por la Sala Tercera, la cual según dichos medios  de comunicación le ordenó al Consejo Superior y al Departamento de Gestión Humana no realizar ningún acto relacionado con el reconocimiento del mencionado tiempo servido, que tiene incidencia en mi derecho constitucional  jubilatorio. Debido a que los medios de comunicación no son el medio oficial de notificación es lo cierto que oficial y formalmente tampoco he sido notificada de si existe o no una orden de paralización a mi gestión jubilatoria.

Por tanto, existiendo la solicitud formal de pensión o jubilación por parte de mi persona, la cual cuenta con todos y cada uno de los requisitos exigidos y no obstante hoy no ha sido resuelta, en mi condición de parte interesada directa, titular del derecho a ser informada y a recibir respuesta de mis gestiones, solicito: 

1. Se me indiquen las razones por las cuales mi gestión jubilatoria no ha sido resuelta;  si dichas razones  se originan  en una solicitud presentada por el Ministerio Público ante la Sala Tercera para que se paralizara la ejecución del acuerdo que reconoce el tiempo servido en organismos internacionales y de ser cierto que dicha Sala Tercera  acogió  la solicitud de dicho Órgano Acusador, solicito expresamente se me suministre copia certificada de la resolución  de la Sala Tercera  que acoge la solicitud del Ministerio Público a fin de conocer las razones que la  justifican así como el  fundamento  jurídico de la misma y también de ser cierto que la razón por la cual mi trámite de pensión (derecho constitucional), se encuentra  paralizado en el Órgano Administrativo- Consejo Superior-  por una  orden emanada de la Sala Tercera de no aplicar el acto administrativo de reconocimiento de tiempo servido, también solicito se me suministre copia certificada  de esa orden emitida por la Sala Tercera.

2. Todo lo anterior con la finalidad de valorar las acciones legales que correspondan y que me asisten como interesada directa en el trámite de jubilación. 

Para notificaciones señalo los siguientes correos electrónicos: 
bere2262@yahoo.com
 monicavalverdesmith@gmail.com 

Sin otro particular, y esperando una pronta respuesta y remisión de los documentos solicitados, atentamente.”

-0-

En razón de las medidas cautelares de naturaleza atípica ordenadas por la Sala Tercera en resolución número 2019-01630 de las doce horas quince minutos del dieciocho de diciembre del dos mil diecinueve, en amparo a la pretensión formulada por la Fiscalía General de la República, se acordó:A.) Suspender los efectos de la resolución administrativa adoptada por este Consejo Superior en sesión N° 84-19, del 26 de setiembre de 2019, artículo XXIV; relativa al reconocimiento de tiempo servido, para efectos de jubilación, los lapsos en los cuales la funcionaria judicial Berenice Smith Bonilla, Fiscala Adjunta de la Fiscalía General de la República, disfrutó permisos sin goce de salario mientras se desempeñó en una misión internacional en Guatemala.  B.) Deberá la Dirección de Gestión Humana y la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones del Poder Judicial, mantener en suspenso la solicitud de jubilación incoada por la funcionaria Berenice Smith Bonilla, hasta tanto la medida cautelar aquí ordenada esté vigente. C.) Tomar nota que la Sala Tercera denegó la solicitud de audiencia a la señora Smith Bonilla. D.) Comunicar a la licenciada Berenice Smith Bonilla, que debido a las medidas cautelares supracitadas, no es posible, resolver la gestión jubilatoria, al ser esta una consecuencia de lo acordado en la sesión N° 84-19, del 26 de setiembre de 2019, artículo XXIV. E.) Deberá la Secretaría General de la Corte, tramitar lo correspondiente a las certificaciones solicitadas por la señora Smith Bonilla. F.) Notifíquese el presente acuerdo a la funcionaria Berenice Smith Bonilla.

La Dirección de Gestión Humana y la JuntaAdministradora del Fondo de Jubilaciones del Poder Judicial, tomarán nota para lo de su cargo.”

- 0 -

Se acordó: 1.) Tomar nota del acuerdo adoptado por el Consejo Superior en sesión N° 04-2020 celebrada el 16 de enero del 2020, artículo I.2.) Debido a las medidas cautelares de naturaleza atípica ordenadas por la Sala Tercera en resolución número 2019-01630 de las doce horas quince minutos del dieciocho de diciembre del dos mil diecinueve, en amparo a la pretensión formulada por la Fiscalía General de la República, esta Junta Administradora mantendrá en suspenso toda solicitud referente a la jubilación de la funcionaria Berenice Smith Bonilla, hasta tanto la medida cautelar esté vigente.
ARTÍCULO XXVI
Documento N° 149-2020
De conformidad con el “Convenio específico de cooperación interinstitucional y préstamo de recursos, suscrito entre el Poder Judicial y la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial”, se acuerda por unanimidad: 1.) Delegar a la Secretaría General de la Corte para que los Prosecretarios o Asistentes de Prosecretarios, puedan incluir en el sistema SIGA- Fondo de Jubilaciones y Pensiones, las aprobaciones de las jubilaciones, con la finalidad de no afectar el trámite de pago para las personas beneficiarias. 2.) Hacer este acuerdo de conocimiento del Departamento Financiero Contable. 
[bookmark: _Hlk33791923]ARTÍCULO XXVII
Documento N° 150-2020
Debido a que se está en proceso de elaboración de la normativa necesaria para el buen funcionamiento de esta Junta Administradora, se acuerda por unanimidad: Delegar a la integrante Ingrid Moya Aguilar y al integrante Freddy Chacón Arrieta, la elaboración del Reglamento de Funcionamiento de los Comités correspondientes a este órgano.
[bookmark: _Hlk33791997]ARTÍCULO XXVIII
Documento N° 151-2020
Informa la integrante Lucrecia Ruiz Rojas, que de conformidad con los requerimientos en la normativa del Consejo Nacional de Supervisión del Sistema Financiero, remitió la documentación requerida por la Superintendencia de Pensiones, relacionada con los atestados de cada uno de los integrantes de esta Junta Administradora, además informó que la máster Ana Eugenia Romero Jenkins, Directora Ejecutiva, colaboró por esta ocasión con el citado trámite. 
Se acuerda por unanimidad: Tomar nota de las manifestaciones presentadas por la integrante Ruiz Rojas.
[bookmark: _Hlk33792072]ARTÍCULO XXIX
Documento N° 152-2020
Informa el integrante Miguel Ovares Chavarría, que de conformidad con el artículo XXIX de la sesión N° 4-2020 celebrada el 17 de febrero de 2020, ha investigado sobre los perfiles competenciales para varios puestos necesarios en la estructura administrativa de esta Junta Administradora, información que fue remitida a los integrantes vía correo electrónico, aunado a lo anterior, comunica que en el momento de requerirse, se presentará formalmente en sesión la documentación correspondiente. 
Se acuerda por unanimidad: Tomar nota de las manifestaciones realizadas por el integrante Ovares Chavarría.
[bookmark: _Hlk33792171]ARTÍCULO XXX
Documento N° 153-2020
En integrante Freddy Chacón Arrieta, propone que se realice una reunión con todas las personas integrantes de esta Junta Administradora, sean titulares o suplentes, con la finalidad de que conversen temas atinentes para agilizar los trámites administrativos de la Junta, así como mejorar la gestión operacional.
Aunado a lo anterior, el integrante Parris Quesada Madrigal expone, bajo esa misma línea, que es indispensable elaborar un taller con todas las personas integrantes de la Junta Administradora, para afinar temas de importancia administrativamente, con la finalidad de mejorar la gestión que está realizando este órgano, en aras de brindar un servicio de calidad a las personas servidoras judiciales, jubiladas y pensionadas. Así mismo, informa que hay temas pendientes de acotar, como la realización del logo para la Junta Administradora, así como el acrónimo que se utilizará.
En ese orden de ideas, manifiesta el integrante Chacón Arrieta, que en las comunicaciones que se realicen a las personas servidoras judiciales, jubiladas y pensionadas, es importante que se agregue que las personas integrantes suplentes también participan dentro de la gestión que realiza este órgano. Recalcó la importancia de grabar las sesiones de esta Junta Administradora, además, contar en las agendas con un orden del día para ser analizados en la sesión y finalmente, que se considere a los integrantes suplentes en las capacitaciones que se realicen para los integrantes de esta Junta Administradora.
Por unanimidad se acuerda: 1.) Tener por recibidas las manifestaciones presentadas por los integrantes Chacón Arrieta y Quesada Madrigal. 2.) Hacer el presente acuerdo de conocimiento de la Comisión de Gobierno Corporativo para que valoren las manifestaciones anteriores y procedan con lo correspondiente.
-o0o-
A las 11:38 horas terminó la sesión.
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            11 de febrero de 2020 
Máster 
Ana Eugenia Romero Jenkins 
Directora Ejecutiva 
Poder Judicial 
S.D. 


 
Asunto: Estado del Estudio de 
Valuación Actuarial del FJPPJ con 
Corte al 31 de diciembre de 2019. 


Estimada señora: 


 
Para lo que corresponda y con el fin que si a bien lo estima, se haga de conocimiento 
de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder 
Judicial, se remite el cronograma con respecto al proceso del Estudio de Valuación 
Actuarial para el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, con corte al 
31 de diciembre de 2019. 
 


Cronograma 


ítem 
Fecha de 
Entrega Cumplido 


Adjudicación Licitación Abreviada 2019LA-000031-
PROV, acuerdo tomado por el Consejo Superior del 


Poder Judicial, en sesión N° 99-19.  
12/11/2019  


Firma del Contrato N°002120 del Actuario Raúl 
Hernández González. 


22/1/2020  


Inicio del Contrato y entrega de información para el 
estudio. 


24/1/2020  


Entrega del borrador del Informe del Estudio Actuarial 
FJPPJ. 


6/3/2020   


5 días hábiles para realizar observaciones o solicitar 
cambios al documento FJPPJ. 


13/3/2020   


5 días hábiles para atender los ajustes solicitados y 
realizar la entrega del Informe Final y la presentación 


formal de los resultados del Estudio Actuarial. 
20/3/2020   


Fecha Máxima para entregar a la Superintendencia de 
Pensiones (SUPEN). 


31/3/2020   
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Atentamente,  
 
 
 
MBA. José Andrés Lizano Vargas 


            Jefe Proceso de Riesgos 
        MBA. Floribel Campos Solano 
Jefa a.í. Departamento Financiero Contable 


 
 


 
 
CC.:  
Archivo 
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INFORME MENSUAL DEL MIEMBRO EXTERNO 

DEL COMITÉ DE RIESGOS DEL FONDO DE JUBILACIONES Y PENSIONES DEL PODER JUDICIAL

ENERO 2020
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I. RIESGO SISTÉMICO – ENTORNO NACIONAL



1. Tasas de interés

El comportamiento de las tasas de interés locales afecta el valor de los portafolios de inversión en general, incluyendo la cartera de los recursos del FJPPJ. En efecto, la disminución de tasas de interés, que viene siendo la tendencia en Costa Rica como en la mayor parte del mundo, incide directamente sobre el valor de las carteras y sobre el futuro rendimiento de las mismas. 



Por un lado, las menores tasas de interés tienen el efecto adverso de reducir el rendimiento de los instrumentos denominados a tasa fluctuante, las nuevas inversiones y reinversiones. Por otro lado, en el mercado el valor de los instrumentos de inversión a tasa fija tiende a aumentar (relación inversa entre tasas y precio de los instrumentos), lo que abre la oportunidad de obtener ganancias de capital, si la administración de las carteras es activa y aprovecha tales oportunidades.  [footnoteRef:1].  Por otro lado, el aumento de interés disminuye el valor del portafolio a tasa fija y aumenta el rendimiento de los instrumentos denominados a tasa fluctuante [1:  Cuando se presenta un aumento de tasas o una expectativa en ese sentido, tiene el efecto contrario.  
] 




Por su parte, las expectativas a la baja de esta variable tienen impacto positivo sobre el comportamiento de la Inflación y del tipo de cambio, lo que tiende a disminuir estos riesgos para el portafolio de inversiones. Por el contrario, las expectativas al alza de esta variable tienen impacto sobre el comportamiento de la Inflación y del tipo de cambio, lo que puede provocar efectos adversos sobre el portafolio de inversiones.



1. Tasas de interés



[image: ]

· A diciembre del 2019 la tasa TBP cerró en 5.75%, la cual se mantiene hasta el 22 de enero, lo cual denota un alto grado de estabilidad en esta importante variable-



· La perspectiva de estabilidad o leves bajas en tasas locales se sigue manteniendo por el exceso de liquidez y por la tendencia de las tasas de interés internacionales.

· Las tasas de interés del sistema financiero se han reducido ligeramente. Similar al mes previo, en noviembre las tasas de interés activas del sistema financiero[footnoteRef:2] ajustaron a la baja, en especial en la banca privada (colones y dólares). Así, las tasas de interés promedio para los préstamos en colones y dólares fueron de 12,9% y 7,0%, en ese orden (13,5% y 8,6%, respectivamente, para el promedio de los primeros 10 meses del año). Esto evidencia una transmisión gradual de las reducciones de la tasa de política monetaria (TPM) del Banco Central[footnoteRef:3] y las menores presiones que el Ministerio de Hacienda ha ejercido sobre tasas locales. [2:  Corresponden a un promedio ponderado de las tasas de interés negociadas de los bancos comerciales, las cooperativas, mutuales y financieras no bancarias. ]  [3:  En lo que transcurre de 2019 la TPM ha experimentado seis ajustes consecutivos a la baja, para una reducción acumulada de 200 p.b. desde el 28 de marzo. ] 






2. Inflación

Esta variable es clave para alcanzar las metas del BCCR de mantener la estabilidad interna de la moneda.  Un aumento de la inflación impacta, entre otros, la tasa de interés local y el tipo de cambio.  Por su parte, las expectativas que tengan los agentes económicos sobre la inflación también tienen efecto sobre el comportamiento de estas variables.
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La inflación general se desacelera por cuarto mes consecutivo. En diciembre de 2019, la inflación general, medida por la variación interanual del Índice de precios al consumidor, fue de 1.52 (1,9%, en noviembre), casi la mitad de la meta establecida por el BCCR.  Este resultado refleja la efectividad de la política monetaria, ofrece mayor confianza y no presiona otras importantes variables como las tasas de interés y el tipo de cambio. 



Por otra parte, el promedio de los indicadores de inflación subyacente alcanzó 2,2% en noviembre, desde 2,4% el mes previo. Además, el Índice de precios al productor de la manufactura, indicador adelantado de la inflación de costos, muestra una desaceleración en su variación interanual desde febrero de 2019, para alcanzar 0,1% en noviembre. 







3. Tipo de cambio, mercado cambiario y reservas internacionales netas (RIN)

Los movimientos del tipo de cambio afectan directamente el valor de la cartera denominada en dólares, de tal forma que un incremento tiene efectos favorables sobre la valoración de este segmento; una baja en el tipo de cambio, tiene el efecto contrario.  El tipo de cambio también afecta directamente la inflación y las tasas de interés, lo que incide sobre el valor de las carteras en colones.  

Por su parte, la RIN resumen la situación del país con respecto al resto del mundo. Cuando existen turbulencias en el mercado cambiario, el Banco Central utiliza sus reservas internacionales netas (RIN) para evitar alza del dólar, transacciones que aumentan las RIN con las compras de divisas y disminuyen con las ventas. El impacto monetario de estas operaciones cambiarias (la compra de divisas expande la oferta monetaria y la venta la disminuye) afecta directamente la inflación y por ende, el comportamiento de las tasas de interés.





[image: ]



Una mayor abundancia relativa de divisas ha contribuido a una caída del tipo de cambio. Al 18 de diciembre 2019, el superávit (USD 2.152,5 millones) de las operaciones de compra y venta de divisas del sector privado con los intermediarios cambiarios más que duplicó al de igual periodo del año previo (USD 1.020,6 millones). Coherente con esa mayor disponibilidad relativa de dólares, el 19 de diciembre 2019, el tipo de cambio promedio en Monex registró una variación interanual de -5,9%, y acumulada de -6,9%.



En el cuadro siguiente, se muestra el tipo de cambio de referencia del BCCR:

[image: ]

Como se observa, los datos muestran que continúa gran estabilidad cambiaria durante el último mes.



Reservas internacionales netas (RIN)



El saldo de las reservas internacionales netas al 17 de diciembre ascendió a USD 9.047,1 millones, equivalente a 14,8% del PIB. Este acervo representa 7,6 meses de las importaciones de bienes del régimen definitivo y 1,8 veces del saldo de la base monetaria ampliada, razones todas ellas que denotan un cómodo nivel de reservas. 



4. Actividad económica y sector externo

La evolución de la actividad económica[footnoteRef:4] aporta datos importantes para las expectativas sobre las principales variables macroeconómicas y financieras y constituye un aspecto clave para la definición de tasas de interés por parte del BCCR y el sector financiero. [4:  La evolución por actividad económica se analiza con la tasa de variación interanual de la serie tendencia ciclo.] 
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Continúa, por quinto mes consecutivo, la recuperación de la producción nacional. El Índice Mensual de Actividad Económica (IMAE)[footnoteRef:5] creció en octubre 2,5% en términos interanuales, el mayor crecimiento de los últimos 14 meses.  [5:  El análisis se realiza sobre la serie tendencia ciclo, excepto indicación contraria. Los datos básicos utilizados en el cálculo del indicador están sujetos a revisión por parte de las empresas informantes (sustitución de datos preliminares por definitivos). Lo anterior, junto con la incorporación de una nueva observación, podrían implicar ajustes en las tasas de variación de los meses previos.] 




Su variación trimestral anualizada[footnoteRef:6] (ajustada por estacionalidad) fue de 4,9%. La agricultura continúa con el proceso de recuperación iniciado en agosto, mientras que el comercio registró variaciones positivas por primera vez en lo que va del año. Estas industrias se unen a las actividades que impulsan la recuperación económica, entre ellas los servicios de enseñanza y salud, así como la manufactura de regímenes especiales y los servicios empresariales.  [6:  Las tasas de variación trimestral de la serie desestacionalizada sugieren en forma más clara los puntos de inflexión y el dinamismo futuro de la actividad económica.] 




Estos resultados son coherentes con la mejora relativa en la percepción (aún en niveles negativos) que los consumidores y empresarios manifestaron tener en el cuarto trimestre de 2019, con base en las consultas realizadas por la Universidad de Costa Rica y el BCCR[footnoteRef:7] (publicadas en noviembre de 2019).  [7:  Encuesta de Confianza del Consumidor elaborada por la Escuela de Estadística y Encuesta Trimestral de Opinión de Empresarios (ETOE) realizada por el Instituto de Investigaciones en Ciencias Económicas. El Índice de Confianza sobre la Actividad Económica (ICAE) lo construye el BCCR con frecuencia trimestral; para ello adiciona preguntas a la Encuesta mensual de expectativas de inflación y tipo de cambio.
] 




No obstante, la tasa media de crecimiento del IMAE en los últimos 12 meses fue de 1,7%, todavía muy inferior al crecimiento potencial estimado para la economía costarricense (3,5%), con lo cual se amplía la brecha del producto (es decir, que existe capacidad ociosa en la economía). Además, el desempleo continúa alto en el tercer trimestre de 2019 (11,4%), muy por encima de la tasa de desempleo de largo plazo (brecha de desempleo). 
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Comercio exterior



Se reduce la brecha comercial de bienes. En octubre de 2019, la balanza comercial de bienes acumuló un déficit equivalente a 6,3% del PIB (7,1% en igual periodo de 2018), producto de la reducción en el valor de las compras externas de 2,6% y del crecimiento sostenido en las ventas externas de 1,3%, impulsadas en gran medida por las exportaciones de empresas que operan en el régimen especial y por la recuperación, en meses recientes, en las exportaciones al mercado centroamericano al atenuarse los efectos generados por la situación política y económica en Nicaragua. 



En el periodo enero-octubre 2019 la factura petrolera se redujo en 1,9% en relación con igual periodo del año previo, resultado que se vincula con la reducción de 9,7% en la cotización del barril del cóctel de hidrocarburos. Esto coadyuvó a la mejora en los términos de intercambio del país (es decir, la razón de los precios de las exportaciones sobre los precios de las importaciones), que mostraron una variación media positiva de 1,1% en 2019, desde -2,7% en 2018.





5. Finanzas públicas

Sin lugar a dudas, la presencia de un déficit fiscal (ingresos menos gastos del gobierno) representa uno de los principales desequilibrios macroeconómicos de un país. En el caso de Costa Rica, durante muchos años y tendiendo a agravarse en los más recientes, el déficit fiscal ha sido la principal fuente de desbalance macroeconómico del país, con fuerte conmoción en otros sectores y que requiere de medidas urgentes para el logro de la lograr la estabilidad económica. Este desequilibrio tiene impacto directo sobre las principales variables macroeconómicas y financieras.  



El déficit primario del Gobierno Central (excluido el pago de intereses) se redujo a 2,2% del PIB en cifras acumuladas a noviembre del 2019 (2,3% en igual período del 2018). Los ingresos tributarios mostraron una aceleración de 7,6 p.p. en su crecimiento interanual, producto de la mayor recaudación por los impuestos a la renta y al valor agregado, que más que compensaron la disminución en la recaudación en aduanas y por selectivo de consumo. Por su parte, el gasto primario, como remuneraciones y transferencias corrientes, mantuvo un crecimiento congruente con el del PIB nominal. Sin embargo, la mayor carga de intereses llevó a un deterioro en el resultado financiero del Gobierno Central, que alcanzó 5,9% del PIB (5,5% un año antes). 



En el financiamiento del déficit del Gobierno Central ha aumentado la participación del endeudamiento externo proveniente de la colocación de títulos de deuda en los mercados internacionales (USD 1500 millones) y el crédito de apoyo presupuestario con el BID (USD 350 millones), recursos que gradualmente permitirán sustituir deuda interna que fue colocada a tasas de interés mayores. Estas operaciones, como se esperaba, han contribuido a reducir la presión sobre las tasas de interés en el mercado local. 



El saldo de la deuda del Gobierno Central alcanzó en noviembre de 2019 un 59,3% del PIB[footnoteRef:8] desde un 52,9% en igual mes de 2018. Por su parte, la deuda del sector público global alcanzó 74,3% del PIB (69,2% del PIB en el 2018) [8:  Se utiliza como referencia un PIB anual estimado para cada mes, con base en el crecimiento anual del PIB nominal contemplado en la revisión del Programa Macroeconómico 2019-2020.] 




El saldo de la deuda del Gobierno Central alcanzó en noviembre de 2019 un 59,3% del PIB desde un 52,9% en igual mes de 2018. Por su parte, la deuda del sector público global alcanzó 74,3% del PIB (69,2% del PIB en el 2018).

1



6. Agregados monetarios y condiciones crediticias. 

Los agregados monetarios permiten dar seguimiento a la efectividad de la política monetaria en el logro de sus objetivos de estabilidad interna (control de la inflación) y estabilidad externa, que se refleja principalmente en el valor de la moneda local frente al dólar (tipo de cambio). Por su parte, las condiciones crediticias muestran el comportamiento del crédito, sus razones y su relación con otras variables.



El crédito al sector privado mantiene signos de reactivación, y prevalece su colonización relativa. A pesar de que el crédito al sector privado continúa presentando tasas interanuales[footnoteRef:9] inferiores a las del año previo, su tasa trimestral anualizada muestra señales de recuperación desde julio pasado, principalmente en la cartera en colones (en dólares su decrecimiento se redujo).  [9:  El crédito en moneda nacional presentó un aumento interanual de 3,2% y el de moneda extranjera decreció 3,8%.
] 




Por tipo de actividad económica, se observó que el crédito para consumo, vivienda, construcción y turismo fueron las que más contribuyeron en su expansión, compensado en parte por la caída en los préstamos para servicios y comercio. Por su parte, en noviembre de 2019 la liquidez total (M3) y la riqueza financiera total (RFT) crecieron 3,6% y 7,6%, respectivamente (3,9 y 7,3% un año antes), tasas coherentes con el crecimiento moderado del PIB nominal. 



Además, en los últimos seis meses los agentes económicos han mostrado una mayor preferencia por el ahorro en colones: la participación relativa del componente en dólares en el agregado total pasó de 36,7% y 30,7% en mayo pasado a 35,9% y 29,5% en noviembre, en su orden. 





Conclusión.



De la información antes descrita se puede concluir que el país muestra: 



· Inflación controlada.

· Estabilidad en tasas de interés.

· Estabilidad en el tipo de cambio.

· Signos positivos en la recuperación de la producción nacional.

· Reducción en el déficit primario del Gobierno Central.

· El crédito al sector privado mantiene signos de reactivación. 

· Mediante la reducción de la tasa de política monetaria, el BCCR continúa intensificando su política monetaria contracíclica (es decir, de impulsar la reactivación económica y de contrarrestar las presiones desinflacionarias con el fin de mantener la inflación proyectada dentro del rango meta).



Lo anterior permite al suscrito deducir que, en general, los datos son positivos nos permiten ser optimistas en el 2020, facilitando el logro de los objetivos del FJPPJ.

I. RIESGO SISTÉMICO – ENTORNO INTERNACIONAL

Evolución de los mercados financieros internacionales y coyuntura global.



Los acontecimientos mundiales afectan directa e indirectamente la economía nacional, impactan en los principales macroprecios y, por ende, el mercado financiero nacional y a sus participantes, incluyendo los recursos del FJPPJ. Dentro de lo anterior, destacan los siguientes aspectos:



Riesgos geopolíticos. Pueden impactar directamente sobre el comportamiento a nivel mundial, regional y nacional.



Tasas de crecimiento internacional.  La evolución de la economía internacional, de las principales zonas de influencia y en particular, la de nuestros principales socios comerciales, constituyen factores clave para la evolución de la economía costarricense, de su sector externo, de su propia actividad económica y de la evolución de las principales variables macroeconómicas y financieras internas.



Tasas de interés internacionales. Los movimientos de las tasas de interés a nivel internacional impactan directamente las tasas locales y las expectativas sobre su futuro comportamiento; por tanto, tienen un efecto directo sobre la cartera del FJPPJ.



Comportamiento de los mercados internacionales. Es importante dar seguimiento a los principales indicadores de los mercados internacionales, por su impacto sobre la economía y mercados financieros nacionales, y por su relevancia en la creación de expectativas sobre el comportamiento futuros de las principales variables macroeconómicas y financieras.  



Precios de las materias primas (commodities). Los precios de las materias primas, principalmente el petróleo, tienen impacto directo sobre la inflación local y, por ende, sobre las tasas de interés y el tipo de cambio.






1. El crecimiento económico mundial se ha desacelerado, de 3,5% en el 2018 a una proyección de 2,9% para el bienio 2019-2020[footnoteRef:10].  [10:  Según Perspectivas Económicas, noviembre de 2019, de la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económicos (OCDE). 2 En la reunión del 30-31 de julio de 2019.] 




Según la OCDE y el Fondo Monetario Internacional (FMI), el crecimiento económico del 2019 es el menor desde la crisis financiera mundial. Esto lo atribuyen, entre otros factores, a la incertidumbre generada por las tensiones comerciales entre Estados Unidos y China y por la salida del Reino Unido de la Unión Europea, incertidumbre que ha afectado al consumo y la inversión. En forma coherente con el enfriamiento de la economía mundial, el crecimiento económico promedio de nuestros principales socios comerciales se proyecta que caiga a 2,2% en el 2019 (0,2 p.p. menos que en 2018).



2. La inflación mundial también ha perdido impulso en 2019, desde 2,3% en el 2018 a 2,0% en el 2019. La reducción en la inflación ha sido particularmente fuerte en economías avanzadas (1,5% en 2019, contra 2,0% en 2018). 



En línea con ello, el crecimiento interanual de los precios de nuestros principales socios comerciales fue de 2,2% a setiembre de 2019, inferior en alrededor de 0,5 p.p. a la tasa media para el igual periodo de 2018. Por lo tanto, no se experimentan presiones de inflación importada a lo interno de la economía costarricense. 



3. En respuesta a la merma en el crecimiento económico y la inflación, los bancos centrales de varias economías avanzadas y emergentes continúan con una postura de política monetaria laxa. Así, por ejemplo, desde julio de 2019[footnoteRef:11] el Comité Federal de Mercado Abierto del Sistema de la Reserva Federal de EUA ha realizado tres reducciones en su tasa de interés de referencia para un acumulado de 75 p.b. en 2019. Por otra parte, en la reunión de diciembre decidió mantenerla en un rango de [1,5%, 1,75%].  [11:  En la reunión del 30-31 de julio de 2019.
] 













4. Indicadores de la Economía Internacional
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Tipos de cambio anunciados en ventanilla por los intermediarios cambiarios
En colones costarricenses por dolar de los Estados Unidos de América

viemes 17 de enero de 2020

0 de Entidad Entidad Autorizada Compra | Venta Utima Actuaiiza
Bancos publicos [Banco de Costa Rica 557,00 570,00 17/01/2020 1055 a.m
Banco Nacional de Costa Rica 557.00 57000 170112020 11:41 am.
[Banco Popular y de Desarrallo 557,00 570,00 17012020 1214 pm.
omunal
Bancos privados _[Banco BAC San José SA 558,00 57100 T70172020 1105 am
Banco BCT S A 558,00 571.00 170112020 1029 am
Banco Cathay de Costa Rica SA 557.00 57200 170112020 1118 am
Banco CMB 557.00 57700 16/01/2020 1056 a.m
Banco Davivienda (Cosia Rica) SA_| 559,00 573.00) 1610112020 1103 am
Banco General (Costa Rica) S A 558,00 571.00 170112020 1129 am.
Banco Improsa S A 558,00 57200 170112020 1034 am
Banco Lafise SA 556,00 571.00 170112020 12:10 p.m
Banco Promérica SA 555,00 57295 1610112020 1220 p.m
Banco Scofiabank de Costa Rica SA. | 554,00 571.00) 1770112020 11:26 am.
[Prival Bank (Costa Rica) S.A 560.00_573.00 17/01/2020 _08.49 am.
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Producto Interno Bruto Real (Tasas de variacion anual)
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           San José, 12 de febrero de 2020 
 
Licenciado 
Wilbert Kidd Alvarado 
Sub-Director Ejecutivo   
Corte Suprema de Justicia, Poder Judicial 
S.            D. 
 


Asunto: Análisis del informe mensual 
enero 2020, elaborado por el Asesor 
Externo de Riesgos. 


 
Estimado señor: 
 


Para su conocimiento y fines consiguientes, se realizó el análisis del informe 
mensual, elaborado por el Asesor Externo de Riesgos, MSC. Ronald Chaves Marín, 
correspondiente a datos del mes de enero de 2020, según lo dispuesto en 
el Contrato N.º 013118, "Contrato para el servicio de un Asesor Externo del 
Comité de Riesgos para el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder 
Judicial", cláusula segunda, punto J.  


 
Inciso Contrato Cumplimiento 


1. Informe mensual: 


Realizar un Informe mensual, acerca del comportamiento de los mercados financieros y 
bursátiles, tanto nacionales como extranjeros, y su efecto sobre las carteras administradas. 


1. Comportamiento de los mercados 
financieros y bursátiles, tanto nacionales 
como extranjeros y las carteras 
administradas. 


MERCADO FINANCIERO LOCAL Y 
COYUNTURA NACIONAL  
 
Tasas de interés 
 
A diciembre del 2019 la tasa TBP cerró en 5.75%, 
la cual se mantiene hasta el 22 de enero, lo cual 
denota un alto grado de estabilidad en esta 
importante variable- 
 
La perspectiva de estabilidad o leves bajas en 
tasas locales se sigue manteniendo por el exceso 
de liquidez y por la tendencia de las tasas de 
interés internacionales. 
 
Las tasas de interés del sistema financiero se han 
reducido ligeramente. Similar al mes previo, en 
noviembre las tasas de interés activas del 
sistema financiero ajustaron a la baja, en especial 
en la banca privada (colones y dólares).  
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Inciso Contrato Cumplimiento 


 
Tipo de cambio 
 
Una mayor abundancia relativa de divisas ha 
contribuido a una caída del tipo de cambio. Al 18 
de diciembre 2019, el superávit (USD 2.152,5 
millones) de las operaciones de compra y venta 
de divisas del sector privado con los 
intermediarios cambiarios más que duplicó al de 
igual periodo del año previo (USD 1.020,6 
millones). Coherente con esa mayor 
disponibilidad relativa de dólares, el 19 de 
diciembre 2019, el tipo de cambio promedio en 
Monex registró una variación interanual de -5,9%, 
y acumulada de -6,9%. 
 
Inflación 
 
La inflación general se desacelera por cuarto mes 
consecutivo. En diciembre de 2019, la inflación 
general, medida por la variación interanual del 
Índice de precios al consumidor, fue de 1.52 
(1,9%, en noviembre), casi la mitad de la meta 
establecida por el BCCR.  Este resultado refleja 
la efectividad de la política monetaria, ofrece 
mayor confianza y no presiona otras importantes 
variables como las tasas de interés y el tipo de 
cambio.  
 
Actividad económica y sector externo  
 
Continúa, por quinto mes consecutivo, la 
recuperación de la producción nacional. El Índice 
Mensual de Actividad Económica (IMAE) creció 
en octubre 2,5% en términos interanuales, el 
mayor crecimiento de los últimos 14 meses.  
 
Su variación trimestral anualizada (ajustada por 
estacionalidad) fue de 4,9%. La agricultura 
continúa con el proceso de recuperación iniciado 
en agosto, mientras que el comercio registró 
variaciones positivas por primera vez en lo que va 
del año. Estas industrias se unen a las 
actividades que impulsan la recuperación 
económica, entre ellas los servicios de 
enseñanza y salud, así como la manufactura de 
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Inciso Contrato Cumplimiento 


regímenes especiales y los servicios 
empresariales. 
 
 
MERCADO FINANCIERO INTERNACIONAL Y 
COYUNTURA GLOBAL 
 
Los acontecimientos mundiales afectan directa e 
indirectamente la economía nacional, impactan 
en los principales macroprecios y por ende, el 
mercado financiero nacional y a sus 
participantes. 
 
Economía Internacional 
 
1. El crecimiento económico mundial se ha 


desacelerado, de 3,5% en el 2018 a una 
proyección de 2,9% para el bienio 2019-2020.  
 
Según la OCDE y el Fondo Monetario 
Internacional (FMI), el crecimiento económico 
del 2019 es el menor desde la crisis financiera 
mundial. Esto lo atribuyen, entre otros 
factores, a la incertidumbre generada por las 
tensiones comerciales entre Estados Unidos 
y China y por la salida del Reino Unido de la 
Unión Europea, incertidumbre que ha 
afectado al consumo y la inversión. En forma 
coherente con el enfriamiento de la economía 
mundial, el crecimiento económico promedio 
de nuestros principales socios comerciales se 
proyecta que caiga a 2,2% en el 2019 (0,2 p.p. 
menos que en 2018). 
 


2. La inflación mundial también ha perdido 
impulso en 2019, desde 2,3% en el 2018 a 
2,0% en el 2019. La reducción en la inflación 
ha sido particularmente fuerte en economías 
avanzadas (1,5% en 2019, contra 2,0% en 
2018).  
 
En línea con ello, el crecimiento interanual de 
los precios de nuestros principales socios 
comerciales fue de 2,2% a setiembre de 2019, 
inferior en alrededor de 0,5 p.p. a la tasa 
media para el igual periodo de 2018. Por lo 
tanto, no se experimentan presiones de 
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Inciso Contrato Cumplimiento 


inflación importada a lo interno de la 
economía costarricense. 
 


3. En respuesta a la merma en el crecimiento 
económico y la inflación, los bancos centrales 
de varias economías avanzadas y 
emergentes continúan con una postura de 
política monetaria laxa. Así, por ejemplo, 
desde julio de 2019 el Comité Federal de 
Mercado Abierto del Sistema de la Reserva 
Federal de EUA ha realizado tres reducciones 
en su tasa de interés de referencia para un 
acumulado de 75 p.b. en 2019. Por otra parte, 
en la reunión de diciembre decidió mantenerla 
en un rango de [1,5%, 1,75%].  


 
A criterio de este Macroproceso, se considera 
que cumple con lo requerido. 


 
 
Conclusión 
 
Revisado el Informe de Riesgos emitido por el Asesor Externo de Riesgos, MSC. 
Ronald Chaves Marín, con corte al mes de enero de 2020, se indica que éste 
contempla los ítems del contrato N.º 013118, por lo que se recibe a satisfacción el 
informe remitido con la Factura N.º 00100001010000000122. Es importante indicar 
que el Acta de Pago ya fue generada por el Proceso de Riesgos con el número Acta 
2020-AD-000698 y se encuentra en estado pendiente de aprobación por parte de la 
Dirección Ejecutiva. 
 
Atentamente;  
 
 
 
 


MBA. José Andrés Lizano Vargas 
Jefe a.í Proceso de Riesgos 


MBA. Floribel Campos Solano 
Jefa Macroproceso Financiero Contable 


 
JALV   
CC.:  
MPM. Oslean Mora Valdez, Jefe Proceso de Inversiones. 
Archivo 
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Fecha


Señores


DESPACHO CARVAJAL Y COLEGIADOS


CONTADORES PUBLICOS AUTORIZADOS


Presente


Estimados Señores:


Con relación a la auditoría externa llevada a cabo por ustedes de los Estados Financieros del Poder Judicial y la auditoría externa los Estados Financieros del Fondo de Jubilaciones y Pensiones de Poder Judicial por el período de doce meses terminados al 31 de diciembre de 2019, y en mi carácter de Secretario (a) de Consejo Superior, les informo conforme con mi leal saber y entender, lo siguiente:


1.
La lista de actas utilizadas por parte del Consejo Superior durante el período auditado por ustedes y hasta la fecha es:



Primera Acta:


Fecha: _________, número: _________ folios del _____ al ______.



Ultima Acta:


Fecha: _________, número: ________ folios del _____ al ______.


2.
Las actas detalladas representan una fiel transcripción de los asuntos tratados en las reuniones efectuadas y se encuentran firmadas y aprobadas.


Atentamente;


_____________________________


             Secretario de Actas
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Criterio Experto



		¿Cuáles elementos se requieren efectuar para una adecuada gestión del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial por parte de la Junta Administradora?



		#		Elemento		Frecuencia		Peso		Descripción

		1		Conformación e investidura legal para inicio de operaciones		3		100%		Dotación de la competencia necesaria para efectuar la administración del FJPPJ.

		2		Organización y Estructura Funcional		3		100%		Definición de estructura necesaria, alcances, niveles de autorización y labores o actividades necesarias para su ejecución.

		3		Normativa y regulación interna aplicable al FJPPJ		3		100%		Establecimiento de un marco normativo propio en apego a la Ley 9544, la Ley de Protección al Trabajador y la reglamentación propia del CONASSIF-SUPEN.

		4		Relación con entes supervisores y auditores de la gestión		3		100%		Delimitación del alcance y potestades de los entes supervisores, definición de los encargados de la relación con los mismos.

		5		Seguimiento, medición y ajuste de resultados		3		100%		Control, análisis y comparación de resultados, alineación de estrategia, establecimiento de metas y objetivos, medición de resultados.

		6		Capacitación continua, especializada y actualizada		2		67%		Actualización de conocimiento, información y seguimiento de principales variables macroeconómicas para la toma de decisiones.

		7		Proceso de Certificación de Calidad		1		33%		Analizar, establecer y documentar procedimientos, guías y manuales para el desarrollo de actividades típicas de la gestión de carteras de inversión, con el fin de estandarizar procedimientos que permitan establecer la certificación de los mismos. 
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Elementos Necesarios para Gestión
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Plan de Ruta

		Elemento		Actividad				Plazo de Implementación										Seguimiento						Nomenclatura

								Inmediato		Corto		Mediano		Largo

				#		Detalle		0 - 1 mes		1 a 6 meses		Hasta 1 año		Hasta 2 años				Responsable		Status				Siglas		Detalle

		Conformación e investidura legal para inicio de operaciones		1		Juramentación de miembros de la Junta Administradora del FJPPJ.		X										C.P.		Pendiente				C.P.		Corte Plena

				2		Elección de Representante legal y cuerpo directivo.		X										JAFJPPJ		Pendiente				C.S.		Consejo Superior

				3		Inscripción ante registro público del representante legal.		X										JAFJPPJ		Pendiente				JAFJPPJ		Junta Administradora del FJPPJ

				4		Trámite de modificación de representante legal y firmantes ante proveedores de servicio (Bancos, Custodios, Puesto de Bolsa, SUPEN, Ministerio de Hacienda, CCSS, entre otros).		X										JAFJPPJ		Pendiente				FJPPJ		Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial

				5		Formalización de contratos de servicio.				X								JAFJPPJ		Pendiente				DGH		Dirección Gestión Humana

		Organización y Estructura Funcional		6		Determinación de estructura mínima necesaria **TEMPORAL**.		X										JAFJPPJ		Pendiente				D.E.		Dirección Ejecutiva

				7		Designación de competencia y autorizaciones **TEMPORAL**		X										JAFJPPJ		Pendiente				P.I.		Proceso de Inversiones

				7.01		Pago de Planilla		X										JAFJPPJ						P.R. 		Proceso de Riesgos

				7.02		Reporte SICERE		X										JAFJPPJ						FICO		Macroproceso Financiero Contable

				7.03		Reporte de Impuesto sobre la renta		X										JAFJPPJ						C.I.		Comité de Inversiones

				7.04		Generación Archivos SUPEN		X										JAFJPPJ						C.R.		Comité de Riesgos

				7.05		Pago de Planilla de Aguinaldo		X										JAFJPPJ

				7.06		Gestión de Liquidaciones por defunción		X										JAFJPPJ

				7.07		Pago de consignación de Prestaciones		X										JAFJPPJ

				7.08		Trámite de transferencias Devueltos		X										JAFJPPJ

				7.09		Cruce Base de datos con la CCSS		X										JAFJPPJ

				7.10		Confección de estudios de cuentas por cobrar		X										JAFJPPJ

				7.11		Gestión de las cuentas por cobrar Impuesto sobre renta		X										JAFJPPJ

				7.12		Gestión de las cuentas por cobrar empleados y Jubilados por Reconocimiento de Tiempo Servido		X										JAFJPPJ

				7.13		Gestión de las cuentas por cobrar empleados y Jubilados por Sumas Pagados de más Jubilados y Pensionados		X										JAFJPPJ

				7.14		Gestión de las cuentas por cobrar empleados y Jubilados por Entidades Deductoras		X										JAFJPPJ

				7.15		Gestión de traslado de cuotas derivados de Reconocimiento de Tiempo Servido		X										JAFJPPJ

				7.16		Gestión de las cuentas por pagar por cuotas a trasladar a otros Regímenes de Pensiones		X										JAFJPPJ

				7.17		Gestión de las cuentas por pagar del área de Fondo de Fondo de Jubilaciones y Pensiones		X										JAFJPPJ

				7.18		Gestión del arqueo y la conciliación de los títulos valores.		X										JAFJPPJ

				7.19		Archivo y Custodia de documentos físicos		X										JAFJPPJ

				7.20		Gestión de registros contables		X										JAFJPPJ

				7.21		Envío de saldos contables a la Supen		X										JAFJPPJ

				7.22		Emisión de Estados Financieros		X										JAFJPPJ

				7.23		Emisión y publicación de informe de políticas contables 		X										JAFJPPJ

				7.24		Gestión de las cuentas por cobrar por aportes obrero, patronales y estatales derivados de la planilla de Empleados activos, jubilados y pensionados judiciales		X										JAFJPPJ

				7.25		Gestión cobros ante el Poder Judicial de las cuentas por cobrar por aportes obrero, patronales y estatales derivados de la planilla de Empleados activos, jubilados y pensionados judiciales		X										JAFJPPJ

				7.26		Gestión para la contratación de la Auditoría Externa del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial		X										JAFJPPJ

				7.27		Atención de las reuniones para la verificación de avances de la Auditoría externa y aprobación de borradores de los informes		X										JAFJPPJ

				7.28		Aprobación final del informe de Auditoría Externa, remisión a la Auditoría interna, al Consejo Superior. Confección, firma y envío al Despacho de Contadores de la carta de representación 		X										JAFJPPJ

				7.29		Autorización de pago por concepto de Auditoría Externa		X										JAFJPPJ

				7.30		Confección de informe de conciliación de cobros por concepto de comisión por servicios de la Supen		X										JAFJPPJ

				7.31		Remisión de conciliación de cobros a la Supen o al Consejo Superior		X										JAFJPPJ

				7.32		Confección de oficios y respuestas a Supen y Conassif		X										JAFJPPJ

				7.33		Control histórico administrativo de los beneficios no retirados y por fallecimiento trasladados al ingreso		X										JAFJPPJ

				7.34		Control histórico administrativo de caja y renta por liquidaciones 		X										JAFJPPJ

				7.35		Gestión Cartera de Inversiones		X										JAFJPPJ

				7.36		Autorización de la resolución para la colocación de recursos 		X										JAFJPPJ

				7.37		Autorización de traslado de recursos para la compra de inversiones y colocaciones		X										JAFJPPJ

				7.38		Autorización de movimientos de custodia de instrumentos financieros.		X										JAFJPPJ

				7.39		Registro de movimientos contables de inversiones		X										JAFJPPJ

				7.40		Control y manejo de efectivo del FJPPJ		X										JAFJPPJ

				7.41		Gestión de Riesgos		X										JAFJPPJ

				7.42		Gestión Integral de Riesgos, el Proceso de Riesgos		X										JAFJPPJ

				7.43		Gestión para la contratación de asesores externos de riesgos y actuariales		X										JAFJPPJ

				7.44		Cálculo y determinación de beneficios para jubilados y pensionados.		X

				7.45		Elaboración de informes de trabajo social para la continuidad del beneficio otorgado.		X

				7.46		Designación de miembros Comité de Inversiones		X										JAFJPPJ

				7.47		Designación de miembros Comité de Riesgos		X										JAFJPPJ

				7.48		Designación de miembros Comités Auxiliares (Auditoria, Cumplimiento, Actuarial, Salarial, entre otros).		X

																		JAFJPPJ

				8		Estudio de Dirección de Planificación sobre estructura necesaria				X								JAFJPPJ		Pendiente

				9		Estudio de Mercado sobre opciones de servicio outsourcing y/o contratación de personal y/o convenio de servicios con el Poder Judicial.				X								JAFJPPJ		Pendiente

				10		Determinación de estructura necesaria **DEFINITIVA**.						X						JAFJPPJ		Pendiente

				10.01		Análisis de la estructura organizacional.				X								JAFJPPJ

				10.02		Definición, alcance y asignación de autoridad para el desarrollo de todas las actividades del punto 7 anterior.						X						JAFJPPJ

				10.03		Establecimiento de códigos de conducta, régimen de responsabilidad y sancionatorio aplicable, así como políticas sobre conflictos de interés.						X						JAFJPPJ

				10.04		Definición del proceso de selección, reclutamiento y evaluación del desempeño del (los) Órgano (s) de Dirección y Alta Gerencia.						X						JAFJPPJ

				10.05		Revisión y control de la efectividad del Gobierno Corporativo.						X						JAFJPPJ

				10.06		Publicación de información para acceso público.						X						JAFJPPJ

				11		Elaboración de concurso, entrevista y/o establecimiento de convenio.								X				JAFJPPJ		Pendiente

				12		Selección y contratación de servicio y/o firma de convenio y/o contratación de personal.								X				JAFJPPJ		Pendiente

				13		Inducción a personal, conocimiento de la organización, funciones e interrelaciones con otras dependencias de la organización.								X				JAFJPPJ		Pendiente

				14		Designación de miembros definitivos comités de Inversiones y Riesgos.								X				JAFJPPJ		Pendiente

				15		Invitación para nombramiento de miembros comités auxiliares (Auditoria, Salarios, T.I., Actuarial, Cumplimiento, etc.) exigidos por normativa.								X				JAFJPPJ		Pendiente

				16		Designación de miembros definitivos de comités auxiliares.								X

				17		Determinación de estructura propia para la gestión de recursos de la JAFJPPJ o aplicación de economía de escala y utilización de la propia estructura del FJPPJ.		X										JAFJPPJ		Pendiente

		Normativa y regulación interna aplicable al FJPPJ		18		Elaboración del reglamento general del régimen del  FJPPJ contenido en la Ley. 9544				X								JAFJPPJ		Pendiente

				19		Alineamiento, validación y actualización de documentación de normativa existente del FJPPJ (ver detalle).		X										JAFJPPJ		Pendiente

				19.01		Código de Gobierno Corporativo				X								JAFJPPJ

				19.02		Declaración de Apetito de Riesgo		X										JAFJPPJ

				19.03		Marco de Gestión de Riesgos		X										JAFJPPJ

				19.04		Metodología General para Valoración de Riesgos				X								JAFJPPJ

				19.05		Perfil de Riesgos				X								JAFJPPJ

				19.06		Perfiles competenciales de puestos				X								JAFJPPJ

				19.07		Plan Estratégico				X								JAFJPPJ

				19.08		Planificación Estratégica de Inversiones				X								JAFJPPJ

				19.09		Política Solvencia				X								JAFJPPJ

				19.10		Política de Gestión de Riesgos				X								JAFJPPJ

				19.11		Política de Inversiones		X										JAFJPPJ

				19.12		Política de Liquidez del FJPPJ				X								JAFJPPJ

				19.13		Reglamento de Crédito				X								JAFJPPJ

				19.14		Reglamento de miembros y responsabilidades del Comité de Inversiones y del Comité de Riesgos				X								JAFJPPJ

				19.15		Rendimiento Objetivo para la cartera del FJPPJ				X								JAFJPPJ

				19.16		Rendimiento Objetivo para la cartera del FJPPJ				X								JAFJPPJ

				19.17		Metodología de Riesgo Financiero				X								JAFJPPJ

				19.18		Boletín de Gestión de Activos		X										JAFJPPJ

				19.19		Folleto de Gestión de Activos				X								JAFJPPJ

																		JAFJPPJ

				20		Preparación y autorización de normativa pendiente (ver detalle).						X						JAFJPPJ		Pendiente

				20.01		Código de Conducta				X								JAFJPPJ

				20.02		Declaración de aceptación de regulación		X										JAFJPPJ

				20.03		Manuales de Procedimientos (operativos varios)						X						JAFJPPJ

				20.04		Marco de Gestión de T.I. exclusiva para el FJPPJ.						X						JAFJPPJ

				20.05		Plan de Recuperación						X						JAFJPPJ

				20.06		Plan Operativo						X						JAFJPPJ

				20.07		Política Actuarial						X						JAFJPPJ

				20.08		Política de Comunicación						X						JAFJPPJ

				20.09		Política de Conflictos de Interés						X						JAFJPPJ

				20.10		Política de Inversiones para Mercados Internacionales						X						JAFJPPJ

				20.11		Política de Tratamiento para Exceso de Límites de Inversión						X						JAFJPPJ

				20.12		Política de Valores Éticos						X						JAFJPPJ

				20.13		Política de Valuaciones Actuariales						X						JAFJPPJ

				20.14		Políticas de T.I. exclusivas para el FJPPJ						X						JAFJPPJ

				20.15		Supervisión de aplicación de normativa						X						JAFJPPJ

				20.16		Modelo de valoración de riesgos operativos						X						JAFJPPJ

																		JAFJPPJ

				21		Publicación de normativa.						X						JAFJPPJ		Pendiente

				22		Control de calidad y armonización de normativa.						X						JAFJPPJ		Pendiente

		Relación con entes supervisores y auditores de la gestión		23		Determinación de aspectos contables, tributarios, legales y de presentación de información.		X										JAFJPPJ		Pendiente

				24		Aceptación de responsabilidades y delimitación de alcances en potestades de supervisión.  				X								JAFJPPJ		Pendiente

				25		Definición de cronograma para la remisión de información.				X								JAFJPPJ		Pendiente

				26		Remisión de entrega de reportes, información y atención de requerimientos en tiempo y forma.				X								JAFJPPJ		Pendiente

				27		Verificación y validación de entrega de información.				X

				28		Supervisión constante de cumplimiento de requerimientos de supervisores.								X				JAFJPPJ		Pendiente

		Seguimiento, medición y ajuste de resultados		29		Definición de informes y frecuencia de presentación de resultados (cartera administrada, beneficios, estados financieros, jubilaciones, entre otros).				X								JAFJPPJ		Pendiente

				30		Procesamiento de información y comparativa de resultados.				X								JAFJPPJ		Pendiente

				31		Presentación de resultados y rendición de cuentas ante Órgano de Dirección.				X								JAFJPPJ		Pendiente

				32		Publicación de información para acceso público.				X								JAFJPPJ		Pendiente

				33		Revisión y análisis de resultados por parte de terceros (Auditorias, Contraloría, SUPEN,  Control Interno u otros).				X								JAFJPPJ		Pendiente

				34		Implementación de recomendaciones y ajuste de procedimientos.						X						JAFJPPJ		Pendiente

		Capacitación continua, especializada y actualizada		35		Diagnóstico de necesidades de capacitación.				X								JAFJPPJ		Pendiente

				36		Definición de brechas de capacitación.				X								JAFJPPJ		Pendiente

				37		Análisis de alternativas de capacitación disponibles.						X						JAFJPPJ		Pendiente

				38		Obtención de recursos presupuestarios.						X						JAFJPPJ		Pendiente

				39		Priorización de capacitaciones y elaboración de cronograma asociado.						X						JAFJPPJ		Pendiente

				40		Presentación, aprobación y ejecución del plan de capacitación.						X						JAFJPPJ		Pendiente

				41		Medición de efectividad de la capacitación recibida.						X						JAFJPPJ		Pendiente

				42		Trasmisión de conocimiento.								X				JAFJPPJ		Pendiente

		Proceso de Certificación de Calidad		43		Elaboración de documentación de calidad (guías prácticas o manuales de procedimientos para cada proceso efectuado, etc.).						X						JAFJPPJ		Pendiente

				44		Diagnóstico interno de brechas y debilidades en la gestión de calidad.						X						JAFJPPJ		Pendiente

				45		Establecimiento de sistema de gestión de la calidad.						X						JAFJPPJ		Pendiente

				46		Contratación de organismo de certificación.								X				JAFJPPJ		Pendiente

				47		Aplicación de auditorías de calidad.								X				JAFJPPJ		Pendiente

				48		Ejecución del plan de acciones correctivas.								X				JAFJPPJ		Pendiente

				49		Obtención de certificación.								X				JAFJPPJ		Pendiente

				50		Ejecución de auditorías de seguimiento y renovación de certificación.								X				JAFJPPJ		Pendiente







		La hoja de ruta remite el plan de acción a seguir que muestra una secuencia detallada de pasos a modo de cronograma temporal de tareas para lograr un fin específico. Por ejemplo, cuando un emprendedor decide montar un negocio, puede crear una hoja de ruta, un mapa de actuación para consolidar el proyecto.



		https://definicion.mx/hoja-de-ruta/
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Adjunto..msg
RE: Información sobre la administración del 5/1000 de la Junta Administrativa del FJPPJ.

		From

		Ingrid Moya Aguilar

		To

		Miguel Ovares Chavarría

		Cc

		Eduardo Chacón Monge (Autorizado/Secretaria General de la Corte); Junta Administradora Fondo de Jubilaciones y Pensiones

		Recipients

		movares@Poder-Judicial.go.cr; echaconmo@Poder-Judicial.go.cr; junta_fondoJPPJ@Poder-Judicial.go.cr



Considero que sería importante verlo a la brevedad. 



 



Le solicito a Eduardo que lo incluya o se lo remita a quien designen para agendar



 



A la orden,







 



De: Miguel Ovares Chavarría <movares@Poder-Judicial.go.cr> 
Enviado el: martes, 18 de febrero de 2020 11:14
Para: Ingrid Moya Aguilar <imoya@Poder-Judicial.go.cr>
Asunto: RV: Información sobre la administración del 5/1000 de la Junta Administrativa del FJPPJ.



 



Muy buen día.



 



Esto debemos emitir criterios y aprobar??



 



A la orden,



 



 







 



De: Oslean Mora Valdez <omorava@Poder-Judicial.go.cr> 
Enviado el: viernes, 31 de enero de 2020 18:56
Para: Eduardo Chacón Monge (Autorizado/Secretaria General de la Corte) <echaconmo@Poder-Judicial.go.cr>
CC: Floribel Campos Solano <fcampos@Poder-Judicial.go.cr>; Ingrid Moya Aguilar <imoya@Poder-Judicial.go.cr>; Miguel Ovares Chavarría <movares@Poder-Judicial.go.cr>
Asunto: RV: Información sobre la administración del 5/1000 de la Junta Administrativa del FJPPJ.



 



Buenas tardes:



 



Don Eduardo, analizando a lo interno del Macroproceso Financiero Contable, en apego del convenio suscrito y conforme al comunicado que recibimos el día de hoy sobre la asignación de una personería jurídica propia para la Junta Administradora del FJPPJ, se considera importante se valore lo indicado en el correo infra citado, en el cual se presenta una interpretación sobre la supervisión al que estaría sujeta la JAFJPPJ, dado que se considera tendría los mismos alcances que la ejercida sobre el FJPPJ. Lo anterior impacta la operativa y el accionar sobre la gestión de los recursos de la comisión de administración, el tipo de contabilidad a efectuar, la distribución de la cartera de inversiones y en general el cuerpo normativo aplicable.



 



Dado lo anterior, salvo criterio en contrario, se considera oportuno sugerirle a la Junta Administradora del FJPPJ que declare el apego a la normativa del CONASSIF para la gestión de sus recursos o que en su defecto realice una gestión ante la Superintendencia de Pensiones para que determine con certeza:



 



I.	Que la supervisión sobre la JAFJPPJ aplica en los mismos términos que al FJPPJ o que dicha Junta no esté sujeta a la supervisión y cumplimiento de normativa de SUPEN-CONASSIF.

II.	Que se determine el plazo de aplicación o ajuste que se brindaría para su alineamiento a dicha normativa, en caso de que aplique.



 



En caso de proceder la supervisión directa de la SUPEN sobre la JAFJPPJ (como se estima), adicionalmente es necesario definir por parte de la JAFJPPJ, una estrategia especifica de inversión para dichos recursos, con una estimación del plazo al cual serían utilizados, así como la declaración de adopción del cuerpo normativo aplicable para poder efectuar su adecuada gestión operativa.



 



Espero la información le sea de utilidad, quedo atento a sus consultas o comentarios.



 



Saludos cordiales,



 



 







 



De: Oslean Mora Valdez 
Enviado el: miércoles, 29 de enero de 2020 04:18
Para: Floribel Campos Solano <fcampos@Poder-Judicial.go.cr>
Asunto: Información sobre la administración del 5/1000 de la Junta Administrativa del FJPPJ.



 



Buenas tardes:



 



Conforme a nuestra conversación me permito destacar algunos elementos contenidos en la Ley N°. 9544:



 



1.	Tanto la JAFJPPJ como el FJPPJ están sujetos a supervisión de la SUPEN y deben aplicar su normativa:



 







 



2.	El articulo 239 de la Ley N°. 9544, establece la conformación de la Junta Administradora, la comisión por su administración (5/100) y la obligación de invertir los excedentes de esos recursos conforme lo establece el articulo 237 de esta ley:







 



3.	El articulo 237, establece la obligatoriedad de aplicar “toda” la normativa de SUPEN para la administración de los recursos del FJPPJ y por lo visto en el punto anterior, aplicaría también para la administración de los recursos de la JAFJPPJ:



 







 



Dado lo anterior, en conclusión la gestión de los recursos de la Junta Administrativa deben apegarse a los mismos parámetros que los del FJPPJ, por lo tanto su contabilidad, políticas, reglamentos, límites y demás elementos serían (para nuestros efectos) los mismos que se le están aplicando a cualquier ente supervisado.



 



Espero la información sea de utilidad. 



 



Saludos cordiales,
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	PJ-DGH-AP-224-2020

                                                                                                3 de febrero 2020



                                                                                                





Licenciada

Silvia Navarro Romanini

Secretaría General de la Corte

Poder Judicial





[bookmark: _Hlk28628535]ASUNTO: Informe de pensión del señor Orlando Zeledón Chan.

REF: 15110-2019.





Estimados señores (as):





[bookmark: _Hlk2502170][bookmark: _Hlk29893330][bookmark: _Hlk28891924][bookmark: _Hlk28681882][bookmark: _Hlk28685916]A continuación, se rinde el informe correspondiente a la solicitud de pensión incoada por el señor Orlando Zeledón Chan, en calidad de esposo de la jubilada judicial fallecida Mayra Argüello Alguera, cuyo deceso acaeció el 12 de junio de 2019.



I. Origen.

Esta Dirección en fecha 08 de agosto de 2019, recibió la gestión del señor Zeledón Chan, mediante la cual solicita se le otorgue la pensión por el fallecimiento de doña Mayra.



Consecuentemente, en fecha 19 de agosto de 2019 se remitió el oficio N° 3610-AP-2019 dirigido al Departamento de Trabajo Social y Psicología, donde se solicita la valoración socioeconómica del petente.





II. Valoración socioeconómica practicada. 



Mediante informe de la Licda. Ileana Alpízar Salas, Trabajador Social del Departamento de Trabajo Social y Psicología, se analizaron las condiciones socioeconómicas del señor Zeledón Chan.





El informe de cita se adjunta al final de este documento y del mismo se extraen las siguientes apreciaciones acotadas por la Profesional de Trabajo Social, por su relevancia para el análisis de la gestión:



“…Concluida la valoración social, se determina que el Sr. Orlando Zeledón Chan y la Sra. Mayra Argüello Alguera convivieron en matrimonio por un período de 38 años; en cuanto a la economía familiar, el referido desde el año 2011 presenta una dependencia total del ingreso que recibía su esposa (pensión y labores privadas) debido a que sufrió un accidente en su hogar que llevó a que la pareja decidiera que el Sr. Orlando se mantuviese en estado cesante laboral, por lo cual al fallecer esta, el Sr. Zeledón no logra cubrir sus necesidades personales, de mantenimiento de la vivienda y de servicios públicos. 

 

Al momento de la evaluación la persona valorada no reporta ingresos, y ha dependido de sus ahorros y de préstamos que le han dado personas de la familia para satisfacer necesidades primordiales, lo que ha llevado a que adquiriera una deuda para satisfacción de estas necesidades. Acerca del egreso reportado, se debe resaltar que corresponden a dos personas, el evaluado y su hija de 29 años de edad. 

 

Con todo lo anterior, se reconoce que el Sr. Orlando se ha limitado en aspectos como lo son vestido, salud, recreación y algunos alimentos, lo que ha venido en detrimento de la calidad de vida que tenía cuando estaba en vida la señora Mayra Argüello Alguera. 

 

Dicha situación, sumada a las limitaciones para ubicarse laboralmente debido a su condición etaria, a su estado psicosocial y a su condición de dependiente, ha motivado al Sr. Orlando a solicitar la pensión por el fallecimiento de su esposa. …”







III. Consideraciones más relevantes del estudio socioeconómico de acuerdo con el criterio de la Profesional en Trabajo Social.

El señor Orlando Zeledón Chan, cuenta de 62 años y cuenta con estudios universitarios completos.



Don Orlando indica a la Trabajadora Social que conoce a doña Mayra desde la secundaria momento en el que inician una relación de noviazgo y contraen matrimonio cuando él contaba con 23 años y ella con 22 años. En dicha unión procrearon dos hijos y una hija, su hijo mayor Cristian Zeledón Argüello mantiene vida independiente en la comunidad de Puntarenas, su hija Rebeca de 29 años, soltera, desempleada, previo al fallecimiento de la madre estudiaba enfermería, actividad que suspendió ya que era dependiente económicamente de la ahora occisa, se mantiene conviviendo con su progenitor, en cuanto al tercer hijo de la pareja se sabe que falleció en un accidente de tránsito.



Manifiesta el señor Zeledón que la relación matrimonial se mantuvo siempre en términos positivos, con comunicación asertiva, apoyo mutuo y toma de decisiones en conjunto. 

Don Orlando cursó la carrera de contabilidad, desempeñándose como técnico en el Ministerio de Agricultura y Ganadería por algunos años cuando se encontraba soltero, posteriormente laboró en el Colegio de Ciudad Cortés por aproximadamente ocho años como docente de contabilidad y mecanografía; cuando finaliza labores en esta institución trabaja como contador privado para algunas cooperativas y hoteles de la comunidad donde habita, esto hasta el año 2011 que sufre una caída en su hogar, que se complica y debe ser intervenido quirúrgicamente en su hombro; manteniéndose en estado cesante laboral desde esa fecha.  Actualmente no cuenta con pensión del estado.



De acuerdo con lo indicado por don Orlando a la Trabajadora Social, su condición de salud, edad y falta de actualización en la materia que se desempeña, no le ha sido posible retomar un empleo, por lo que fue un acuerdo con su esposa que él colaboraba con tareas de la vivienda y apoyo en labores de la oficina de esta, sin retomar labores remuneradas nuevamente.



[bookmark: _Hlk28683690][bookmark: _Hlk28686563]Según se indica en el informe socioeconómico, desde el accidente de don Orlando, la organización económica del hogar, dependía del ingreso de doña Mayra, cuando ella se jubila contaban con un monto de ₡961,273.00 (novecientos sesenta y un mil doscientos setenta y tres colones con 00/100) mensuales por concepto de jubilación, posterior a su jubilación, la señora Argüello Alguera se dedicó a ejercer labores como abogada en el ámbito privado ganando esta actividad como mínimo  ₡700,000.00 (setecientos mil colones con 00/100) mensuales, por lo que lograban tener un ingreso mensual total de ₡1,661,273.00 (un millón seiscientos sesenta y un mil doscientos setenta y tres colones con 00/100) aproximadamente y un egreso del hogar de ₡1,236,664.00 (un millón doscientos treinta y seis mil seiscientos sesenta y cuatro colones con 00/100) colones mensuales aproximadamente.



Se conoce mediante peritaje realizado, que doña Mayra era quien asumía la totalidad los gastos del hogar incluyendo el estudio universitario y gastos personales de su hija Rebeca, así como los gastos personales de don Orlando (dentista y médico particular, servicio de taxi o transporte privado, artículos de aseo y presentación personal), además de la recreación del  grupo familiar; existiendo total dependencia del valorado y su hija Rebeca con respecto a los ingresos de la señora Argüello Alguera.



Don Orlando habita en vivienda propia y sin hipoteca, la casa se encuentra en condiciones regulares de infraestructura con necesidad de mejoras en cielorraso y láminas de zinc.  El referido es dueño de una parcela ubicada en el embarcadero, que es una zona de la comunidad de Osa, con alto riesgo de inundaciones y que no les genera ingresos debido a que no es apta para construir ni para mantener animales; no cuentan con vehículo propio.



En cuanto a la salud de don Orlando, se sabe que tiene seguimientos médicos en Medicina Interna, Nefrología y Cardiología, esto debido a su condición por diabetes mellitus, hipertensión arterial, obesidad, hiperplasia prostática, dislipidemia, enfermedad renal crónica, todo indicado en el dictamen médico reportado, así como infección de tejidos blandos y dolor en brazo y hombro como consecuencia del accidente sufrido en el año 2011. Debe tomar algunos medicamentos como son insulina diaria, ibersartan, furosemida, verapamilo, metildopa, alopurinol que son suministrados por la Caja Costarricense de Seguro Social, así como Omega 3 y cardio aspirinas que adquiere de forma privada. Todo lo anterior le dificulta caminar y respirar, por lo que presenta limitación para movilizarse.



Con relación a la economía actual, no se reporta ingresos por parte de ninguna de las personas que conforman el grupo familiar, pero tienen egresos mensuales los cuales ascienden a ₡556,900.00 (quinientos cincuenta y seis mil novecientos colones con 00/100).  Sin embargo, estos egresos están hechos en base a dos personas, cuando únicamente debió indicar los egresos del señor Zeledón Chan quien es legalmente el posible beneficiario.



Don Orlando indica limitaciones para cubrir los egresos habituales de su hogar, de su hija y propios ya que dependía de ella. Al momento de la valoración se reconoce que desde el fallecimiento de la señora Argüello Alguera han sufragado gastos a partir de algunos ahorros con los que contaban a nivel familiar y de préstamos monetarios que le han realizado algunas personas de la familia, esperando que el presente proceso se resuelva a su favor.









IV. Normativa atinente al caso.



Ley Orgánica del Poder Judicial N° 9544, de interés, estipula lo siguiente:



“Artículo 228- Tienen derecho a pensión por sobrevivencia:




a) El cónyuge sobreviviente del servidor o jubilado fallecido que dependa económicamente del causante, al momento del fallecimiento.”

  





“Artículo 229- 



El monto de las prestaciones de pensión por sobrevivencia en los casos de viudez, unión de hecho, orfandad o ascendencia será proporcional al monto de pensión que recibía el pensionado al momento de fallecer, y en su conjunto este monto no será mayor al ochenta por ciento (80%) de lo que correspondía al causante.” 





V. Conclusiones.

· El informe socioeconómico practicado al señor Orlando Zeledón Chan, demuestra con claridad la dependencia económica que existió entre él y su esposa, situación establecida en el artículo 228 de la Ley Orgánica del Poder Judicial y por la cual el solicitante se convierte en sujeto del derecho reclamado.



· Según la consulta realizada por la Unidad de Jubilaciones y Pensiones al Sistema de Pensiones de la Caja Costarricense de Seguro Social y al Sistema de Pensiones del Magisterio Nacional, el señor Zeledón Chan no cuenta con pensión estatal y tampoco ejerce ninguna actividad laboral que le permita captar recursos. Tal y como lo comprobó el estudio socioeconómico, en la organización familiar doña Mayra asumió el rol de proveedora, mientras que don Orlando se dedicó a las labores domésticas debido al accidente que sufrió mismo que le impidió incorporarse nuevamente al mercado laboral. 



· Tal y como lo confirma la Profesional de Trabajo Social, la hija de la pareja presenta una edad adulta, con preparación universitaria incompleta; sin discapacidades físicas o mentales, lo cual le brinda la posibilidad de incorporarse al mercado laboral público o privado, generando así posibles nuevos ingresos al núcleo familiar.



· La edad actual de don Orlando, la cual lo conduce en el corto plazo a ubicarse entre la población adulta mayor, asociada a sus padecimientos presentes, agregan a su vida una preocupación significativa por contar con los recursos necesarios para su subsistencia. 



		 

		 

		 

		 





VI. Recomendaciones.



De la revisión del maestro de jubilados, se establece que la señora Argüello Alguera percibía un monto bruto mensual de ¢961,273.63 (novecientos sesenta y un mil doscientos setenta y tres colones con 63/100) por jubilación. Conforme a la normativa que regula la materia de jubilaciones y pensiones, el posible beneficio que le correspondería al señor Zeledón Chan, la suma máxima a otorgar sería el 80% del monto de jubilación que recibía la jubilada al momento de su deceso, para este caso equivaldría a ¢769,018.90 (setecientos sesenta y nueve mil dieciocho colones con 90/100) mensuales.



Conforme a lo expuesto, esta Dirección recomienda salvo mejor criterio, otorgar un porcentaje de pensión que le permita a don Orlando satisfacer sus necesidades.  Para este caso, y de acuerdo con el análisis realizado por la Unidad de Jubilaciones y Pensiones sería del 65% del monto máximo de pensión que por ley le correspondería al señor Zeledón Chan (80%), porcentaje que le permitirá al petente atender sus necesidades de forma segura y holgada. Lo anterior por cuanto el estudio socioeconómico realizado por el Departamento de Trabajo Social indica que don Orlando tiene un egreso mensual de más de quinientos mil colones, sin embargo, dicho monto incluye los gastos de la hija del causahabiente, gastos que para los efectos del presente informe no son de recibo ya que no corresponden al posible beneficiario directo. 

 

Si accede el órgano superior a otorgar el porcentaje recomendado del 65%, el beneficio resultaría en un monto bruto de ¢499,862.00 (cuatrocientos noventa y nueve mil ochocientos sesenta y dos colones con 00/100), y un monto líquido final estimado de ¢404,387.52 (Cuatrocientos cuatro mil trescientos ochenta y siete mil colones con 52/100).



Sobre la vigencia del beneficio y considerando don Orlando presentó la solicitud 61 días naturales posteriores al fallecimiento de doña Mayra, debe tomarse en consideración lo dispuesto en el artículo 18 del Reglamento al Título IX de la Ley Orgánica del Poder Judicial, de las Jubilaciones y Pensiones, en donde se indica:





"...En todos los casos el derecho de la pensión regirá al día siguiente del fallecimiento del ex servidor judicial, salvo que la gestión sea presentada tres meses después en cuyo caso regirá a partir de la fecha en que se presentó la solicitud..."





Al no presentarse una dilación en la solicitud de pensión igual o superior a los tres meses, se recomienda aprobar la pensión a partir del 13 de junio de 2019 conforme lo regula la normativa actual vigente.



Finalmente, se considera oportuno manifestar que esta solicitud debe ser analizada velando por la sostenibilidad del fondo, considerando el bienestar colectivo y no individual, de manera que se cumplan los fines de la solidaridad, gradualidad, equidad y sostenibilidad financiera que reiteradamente han señalado los juristas.















Con toda consideración,











Licda. Leda Córdoba Montero		              Lic. Carlos Lizano Alfaro

                          Coordinadora     				             Jefe a.i

Unidad de Jubilaciones y Pensiones                  Administración de Personal









      Licda. Olga Guerrero Córdoba		       

Subdirectora a.i Gestión Humana		        















· Dictamen Socioeconómico:





		Dirección de Gestión Humana

San José, Barrio González Lahmann 

Av 6-8, Calles 17-19, Teléfono: 2295-4961/2295-3945

		Subproceso Administración de Personal

dcastillo@poder-judicial.go.cr y gh_docuelectro@poder-judicial.go.cr

Teléfono: 2295-4375 ext. 01-4375







image1.emf

Dictamen  Socioeconómico Orlando Zeledón Chan.pdf




Dictamen Socioeconómico Orlando Zeledón Chan.pdf




PODER  JUDICIAL 



DEPARTAMENTO DE TRABAJO SOCIAL Y PSICOLOGÍA 



SECCIÓN DE TRABAJO SOCIAL  



 



DICTAMEN SOCIOECONÓMICO 



 
Para:     Unidad de Jubilaciones y Pensiones 



 
De:    Oficina de Trabajo Social y Psicología de Buenos Aires. 
 
 
I. DATOS GENERALES: 
 
Solicitante:    Orlando Zeledón Chan 



 
Fecha de informe:  14 de octubre de 2019 



 



II. MOTIVO DE INTERVENCIÓN:  



La Unidad de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial solicita realizar una 



Valoración Social al Sr. Orlando Zeledón Chan por requerirse en el proceso 3610-



AP-2019 de solicitud de beneficiario de pensión. 



Se adiciona a este motivo el acuerdo tomado por el Consejo Superior del Poder 



Judicial, en la sesión N° 55-19 celebrada el 18 de junio de 2019, (Documento N° 



7828-19) 



  



III. CONSENTIMIENTO INFORMADO:        



Se le informa a la persona valorada, el objetivo, la metodología y el carácter de 



voluntariedad de la valoración social, enterada de su derecho, manifiesta estar de 



acuerdo en participar.  La presente valoración se realizó in situ. 



 



 



 











IV. METODOLOGÍA Y FUENTES DE INFORMACIÓN: 



* Revisión Documental: 



- Dictamen médico a nombre del Sr. Orlando Zeledón Chan, fechado 27 de agosto 



de 2019 (persona solicitante). 



- Epicrisis médica a nombre de Rebeca Zeledón Argüello, fechado 27 de agosto 



de 2019 (hija de la persona solicitante). 



- Certificación de pensión del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder 



Judicial número 08675CC-FJP-2019 a nombre de Mayra Argüello Alguera (persona 



fallecida), emitida en agosto de 2019. 



 



-   Recibos por servicios de electricidad   



 N° 19042803431, de la vivienda a nombre de Mayra Argüello Alguera (persona 



fallecida), abril de 2019. 



 N°19053599390, de la vivienda a nombre de Mayra Argüello Alguera (persona 



fallecida), mayo de 2019. 



 N° 19064410729, de la vivienda a nombre de Mayra Argüello Alguera (persona 



fallecida), junio de 2019. 



 N° 19075207504, de la vivienda a nombre de Mayra Argüello Alguera (persona 



fallecida), julio de 2019. 



 N° 19042803243, de la oficina a nombre de Mayra Argüello Alguera (persona 



fallecida), abril de 2019. 



 N°19053599202, de la oficina a nombre de Mayra Argüello Alguera (persona 



fallecida), mayo de 2019. 



 N° 19064410547, de la oficina a nombre de Mayra Argüello Alguera (persona 



fallecida), junio de 2019. 



 N° 19075207319, de la oficina a nombre de Mayra Argüello Alguera (persona 



fallecida), julio de 2019. 



 



-  Recibos telefónicos: 



 N° 113293107, a nombre de Mayra Argüello Alguera (persona fallecida), mayo 



de 2019. 











 N°113415877, a nombre de Orlando Zeledón Chan, abril de 2019. 



 N°114897386, a nombre de Orlando Zeledón Chan, mayo de 2019. 



 N°116244437, a nombre de Orlando Zeledón Chan, junio de 2019. 



 N°117663106, a nombre de Orlando Zeledón Chan, julio de 2019. 



N°113310114, a nombre de Orlando Zeledón Chan (teléfono de Rebeca), abril 



de 2019. 



N°114964753, a nombre de Orlando Zeledón Chan (teléfono de Rebeca), mayo 



de 2019. 



N°116219940, a nombre de Orlando Zeledón Chan (teléfono de Rebeca), junio 



de 2019. 



N°117677429, a nombre de Orlando Zeledón Chan (teléfono de Rebeca), julio 



de 2019. 



N° 29 27448344-6, teléfono de oficina a nombre de Mayra Argüello Alguera 



(persona fallecida), abril de 2019. 



N° 36 28206141-4, teléfono de oficina a nombre de Mayra Argüello Alguera 



(persona fallecida), mayo de 2019. 



N° 28958908-9, teléfono de oficina a nombre de Mayra Argüello Alguera 



(persona fallecida), junio de 2019. 



N° 29708450-5, teléfono de oficina a nombre de Mayra Argüello Alguera 



(persona fallecida), julio de 2019. 



 



- Recibos de agua: 



N°00100001040000962975, de casa a nombre de Orlando Zeledón Chan, abril 



de 2019. 



N°00100001040001600306, de casa a nombre de Orlando Zeledón Chan, mayo 



de 2019. 



N°00100001040002275907, de casa a nombre de Orlando Zeledón Chan, junio 



de 2019. 



N°00100001040002885071, de casa a nombre de Orlando Zeledón Chan, julio 



de 2019. 



 











N°00100001040001050934, de oficina a nombre de Orlando Zeledón Chan, 



abril de 2019. 



N°00100001040001691984, de oficina a nombre de Orlando Zeledón Chan, 



mayo de 2019. 



N°0010000104000142246, de oficina a nombre de Orlando Zeledón Chan, julio 



de 2019. 



 



-Recibos de televisión por cable e internet: 



 N°43063446, CABLETICA a nombre de Orlando Zeledón Chan, mayo de 2019. 



 N°43063445, CABLETICA a nombre de Orlando Zeledón Chan, mayo de 2019. 



 N°43462670, CABLETICA a nombre de Orlando Zeledón Chan, junio de 2019. 



 N°43462669, CABLETICA a nombre de Orlando Zeledón Chan, junio de 2019. 



 N°43860590, CABLETICA a nombre de Orlando Zeledón Chan, julio de 2019. 



 N°43860591, CABLETICA a nombre de Orlando Zeledón Chan, julio de 2019. 



 N°44264223, CABLETICA a nombre de Orlando Zeledón Chan, agosto de 2019. 



 N°44264222, CABLETICA a nombre de Orlando Zeledón Chan, agosto de 2019. 



  



- Recibos N° 118553 de Servicios Municipales anuales a nombre de Orlando 



Zeledón Chan, emitido en marzo de 2019. 



- Factura de alimentación N° 00100001040000125048, Supermercado "El Pozo", 



emitido en junio de 2019. 



- Factura de alimentación N° 00100001040000005943, carnicería "El Parque", 



emitido en junio de 2019. 



- Factura de gas N° 00100001040000116687, Supermercado "El Pozo", emitida 



en junio de 2019. 



- Factura de alimentación N° 00100001040000122365, Supermercado "El Pozo", 



emitida en julio de 2019. 



- Factura de alimentación N° 00100001040000128658, Supermercado "El Pozo", 



emitido en julio de 2019. 



- Factura de alimentación N° 00100001040000135045, Supermercado "El Pozo, 



emitido en julio de 2019. 











- Factura de alimentación N° 00100002040000005666, Supermercado 



"Hermanos Mora", emitido en julio de 2019. 



- Factura de alimentación N° 00100001040000257751, Supermercado "BM 



Palmar", emitida en julio de 2019. 



- Factura de alimentación N° 00100001040000139145, Supermercado "El Pozo", 



emitido en agosto de 2019. 



- Factura de alimentación N° 14800032040000033148, Supermercado "Walmart", 



emitido en agosto de 2019. 



- Factura de alimentación N° 00100003040000006493, Supermercado 



"Hermanos Mora", emitido en agosto de 2019. 



- Factura de alimentación N° 00100001040000006234, carnicería "El Parque", 



emitido en agosto de 2019. 



- Factura de alimentación N° 00100002040000001457, Supermercado 



"Hermanos Mora", emitido en agosto de 2019. 



- Factura de alimentación N° 00100002040000014243, Supermercado 



"Hermanos Mora", emitido en agosto de 2019. 



- Factura de alimentación N° 0010000104000286728, Supermercado "BM 



Palmar", emitida en agosto de 2019. 



- Factura de alimentación N° 15800002040000103378, Supermercado "Palí", 



emitida en agosto de 2019. 



- Factura de alimentación N° 0010000140000006320, carnicería "El Parque", 



emitido en agosto de 2019. 



  



-    Factura de medicamentos: 



  N° 00300001010000000008,  Botica Alfaro Limitada. 



   



- Comprobante pago de seguro voluntario Caja Costarricense de Seguro Social: 



 N° 23365451, julio de 2019 a nombre de Rebeca Zeledón Argüello. 



 N° 25396307, julio de 2019 a nombre de Rebeca Zeledón Argüello. 



 N° 25396307, julio de 2019 a nombre de Rebeca Zeledón Argüello. 



 



- Recibos de pago de matrícula universitaria: 











 N° 01000001010000000764, Universidad Latina de Costa Rica abril de 2019 a 



nombre de Rebeca Zeledón Argüello. 



   



- Depósitos de Alquiler de apartamento de Rebeca Zeledón Argüello (hija del 



referido): 



 N°01138231, abril de 2019 a nombre de Orlando Zeledón Chan. 



 N°01139207, mayo de 2019 a nombre de Orlando Zeledón Chan. 



  N°01142827, julio de 2019 a nombre de Orlando Zeledón Chan.  



 



- Declaración Jurada de egresos del Sr. Orlando Zeledón Chan, persona referida. 



- Declaración Jurada de Ingresos del Sr. Orlando Zeledón Chan, persona referida. 



- Declaración Jurada de aporte de hijos del referido, Cristian Zeledón Argüello. 



 



* Consulta electrónica: 



- Consulta electrónica al sitio digital del Registro Civil en setiembre de 2019 a nombre 



del referido. 



- Consulta electrónica al Sistema Nacional de Información, Registro Único de 



Beneficiarios del Estado en setiembre de 2019 a nombre del referido. 



 



Investigación social de Campo 



- Valoración social domiciliaria a: 



 - Orlando Zeledón Chan (persona solicitante) 



- Entrevista Semi -estructurada a:  



 - Orlando Zeledón Chan (persona solicitante) 



- Entrevista focalizada a:  



 - Rebeca Zeledón Argüello (hija del solicitante). 



 



- Observación no participante. 



-Consulta Vecinal en la comunidad de Ciudad Cortés. 



- Observación de las condiciones de la comunidad de Ciudad Cortés. 



 











V. ANÁLISIS DE LA SITUACIÓN SOCIOECONÓMICA VALORADA 



El promovente del presente proceso corresponde al Sr. Orlando Zeledón Chan, 



costarricense, cédula de identificación 601330402, de 62 años de edad al momento 



de la valoración, viudo, con universidad completa, esposo de la Sra. Mayra Argüello 



Alguera, exfuncionaria judicial fallecida, con fecha de defunción 12 de junio de 2019.  



La señora Argüello se desempeñó en los Tribunales de Osa, iniciando como 



Secretaria Ejecutiva y tiempo después como Abogada. 



En lo referente al Sr. Zeledón, este nace en la comunidad de Ciudad Cortés en Osa, 



creciendo en una familia nuclear, con un grupo filial de cuatro personas, ocupando 



el segundo lugar en orden descendente. No se indican antecedentes en su grupo 



familiar de origen que se puedan relacionar con el presente proceso. 



El Sr. Orlando narra conocer a la Sra. Mayra desde la secundaria e inician relación 



de noviazgo, no recuerda edad exacta, y contraen matrimonio cuando él contaba 



con 23 años de edad y ella con 22 años de edad. De la relación procrearon dos hijos 



y una hija, su hijo mayor Cristian Zeledón Argüello mantiene vida independiente en 



la comunidad de Puntarenas, su hija Rebeca de 29 años de edad, soltera, 



desempleada, previo al fallecimiento de la madre estudiaba enfermería, actividad 



que suspendió ya que era dependiente económicamente de esta última, se 



mantiene conviviendo con el referido y el hijo menor falleció en un accidente de 



tránsito. 



En cuanto al desarrollo de la relación con la Sra. Argüello, el referido la describe en 



términos positivos, con comunicación asertiva, apoyo mutuo y toma de decisiones 



en conjunto. 



Con referencia al ámbito laboral, el referido cursó la carrera de contabilidad, 



desempeñándose como técnico en el Ministerio de Agricultura y Ganadería por 



algunos años cuando se encontraba soltero, luego labora en el Colegio de Ciudad 



Cortés por aproximadamente ocho años como docente de contabilidad y 



mecanografía; cuando finaliza labores en esta institución trabaja como contador 











privado para algunas cooperativas y hoteles de la comunidad donde habita, esto 



hasta el año 2011 que sufre una caída en su hogar, que se complica y debe ser 



intervenido quirúrgicamente en su hombro; manteniéndose en estado cesante 



laboral desde esa fecha. No cuenta con pensión. 



En el discurso del referido se reconoce que, debido a su condición de salud, edad, 



y falta de actualización en la materia que se desempeña, no le ha sido posible 



retomar un empleo, por lo que fue un acuerdo con su esposa que él colaboraba con 



tareas de la vivienda y apoyo en labores de la oficina de esta, sin retomar labores 



remuneradas nuevamente.  



Desde el accidente mencionado anteriormente, la organización económica del 



hogar del Sr. Orlando y la Sra. Mayra, dependía del ingreso de esta; una vez la Sra. 



Argüello se pensiona contaban con un monto de ₡961.273 colones mensuales por 



concepto de pensión y de ₡700.000 colones mínimo por labores como abogada en 



el ejercicio privado, siendo un ingreso mensual total de ₡1.661.273 



aproximadamente y un egreso del hogar de ₡1.236.664 colones mensuales 



aproximadamente según reporta el referido. 



Es importante especificar, que la Sra. Mayra en vida asumió en totalidad los gastos 



del hogar (servicio eléctrico, municipales, teléfonos (fijo y celulares), supermercado 



(comestibles, carne, frutas y verduras), empleada doméstica, limpieza del jardín, 



estudio universitarios y personales de su hija Rebeca y algunos personales del Sr. 



Orlando (dentista y médico particular, servicio de taxi o transporte privado, artículos 



de aseo y presentación personal) y recreación de grupo familiar; existiendo total 



dependencia del referido y su hija Rebeca a los ingresos de la Sra. Argüello. 



En cuanto a la situación actual del Sr. Zeledón, habita en vivienda propia y sin 



hipoteca, la casa se encuentra en condiciones regulares de infraestructura con 



necesidad de mejoras en cielorraso y láminas de zinc, cuenta con tres habitaciones, 



un baño, servicio sanitario, cocina, comedor, corredor, jardín trasero, bodega y patio 



de pilas; la pareja también construyó una oficina al lado de la vivienda que era el 



espacio de trabajo de la Sra. Mayra, y que actualmente mantienen sin uso.  











El referido cuenta también con una parcela ubicada en el embarcadero, que es una 



zona de la comunidad de Osa, con alto riesgo de inundaciones y que no les genera 



ingresos debido a que no es apta para construir ni para mantener animales; no 



cuentan con vehículo propio. 



Como se mencionó anteriormente, el referido vive con su hija Rebeca Zeledón, la 



cual presenta algunas complicaciones de salud relacionadas con hipertensión 



arterial, hernia hiatal, gastritis y sobrepeso con control en nutrición.  



En cuanto a la salud del Sr. Zeledón, este mantiene seguimientos médicos en 



Medicina Interna, Nefrología y Cardiología, esto debido a su condición por diabetes 



mellitus, hipertención arterial, obesidad, hiperplasia prostática, dislipidemia, 



enfermedad renal crónica, todo indicado en el dictámen médico reportado, así como 



infección de tejidos blandos y dolor en brazo y hombro como consecuencia del 



accidente sufrido en el año 2011. Debe tomar algunos medicamentos como son 



insulina diaria, ibersartan, furosemida, verapamilo, metildopa, alopurinol que son 



suministrados por la Caja Costarricense de Seguro Social, así como Omega 3 y 



cardioaspirinas que adquiere de forma privada. Todo lo anterior le dificulta caminar 



y respirar, por lo que presenta limitación para movilizarse. 



Con relación a la economía actual, no se reporta ingresos por parte de ninguna de 



las personas que conforman el grupo familiar estudiado, el referido indica 



limitaciones para cubrir los egresos habituales de su hogar, de su hija y propios, por 



lo cual espera que se le asigne el 100% de la pensión que recibía su cónyuge, ya 



que dependía de ella. Al momento de la valoración se reconoce que desde el 



fallecimiento de la señora Argüello han sufragado gastos a partir de algunos ahorros 



con los que contaban a nivel familiar y de préstamos monetarios que le han realizado 



algunas personas de la familia, esperando que el presente proceso se resuelva a 



su favor. 



Con referencia a los gastos actuales del hogar, se identifican: 



 











EGRESOS 



Detalle Monto mensual 



aproximado en colones 



Servicio eléctrico ₡ 69.868 



Municipales  ₡ 12.200 



Teléfonos (fijo y celular) ₡ 40.233 



Supermercado (comestibles y carne) ₡ 245.000 



Farmacia ₡ 23.000 



Seguro voluntario de la hija ₡ 8.304 



Servicio Acueductos y Alcantarillados (AyA) ₡ 29.795 



Servicio de televisión por cable e internet ₡ 30.000 



Empleada doméstica ₡ 80,000 



Jardinero ₡ 12.000 



Gas para cocinar ₡ 6.500 



Total de egresos ₡ 556.900. oo 



 



Acerca de este egreso, se debe resaltar que corresponden a dos personas, el 



referido y su hija de 29 años de edad.  



Indica además que desde que su esposa se encontraba en vida, invertían un 



presupuesto en recreación (salidas fuera y dentro del país), pero no es un monto 



fijo, depende de los gastos mensuales del hogar y de imprevistos que se puedan 



presentar (arreglos de la vivienda, renovación de electrodomésticos, entre otros), y 



que no le es posible actualmente, y su mayor temor es que la vivienda se encuentra 



construida en una zona que puede ser afectada por inundaciones. 



 
Es evidente que según el reporte de gastos mensuales, que asciende a los 



¢556,900.00 aproximadamente al momento de la valoración los egresos del hogar 



no se logran cubrir con los ahorros que contaba el referido, y el Sr. Zeledón continúa 



adquiriendo deudas con familiares para sufragar estos gastos, indicando que su hijo 



Cristian abarca el pago de servicios públicos en calidad de préstamo. 



 











Cabe destacar, que su hijo Cristian Orlando Zeledón Argüello, habita en Puntarenas, 



se encuentra casado, y labora como educador, este manifiesta que no cuenta con 



la posibilidad económica de abarcar en totalidad los gastos del progenitor, siendo 



que los ingresos que percibe de sus actividades económicas son para la satisfacción 



de sus propias necesidades personales y familiares. 



Es al considerar todo lo anterior, que se reconoce que la satisfacción de las 



necesidades personales y de vivienda del referido han dependido desde el año 



2011, del ingreso de la persona fallecida, siendo que desde que el Sr. Orlando deja 



de percibir este ingreso en el mes de junio de 2019, se está viendo afectada la 



calidad de vida que ha mantenido durante el matrimonio y principalmente ahora que 



su salud se está viendo deteriorada.  



En el contexto expuesto, queda evidente que desde la muerte de la Sra. Argüello, 



su esposo se ha visto limitado en algunos aspectos como lo son alimentación, 



vestido, recreación, y atención de mejoras en la vivienda; logrando cancelar los 



gastos del hogar con un ahorro familiar que se tenía, el cual disminuyó de forma 



considerablemente y al endeudamiento, como se mencionó anteriormente, 



resaltando que no reportan recibir o contar con otros ahorros del fondo de socorro 



mutuo. 



Las expectativas del Sr. Orlando, referentes al presente proceso, se dirigen a ser el 



beneficiario de la pensión de su esposa, y así lograr mantener la calidad de vida 



que presentaba estando en vida la Sra. Mayra, debido a que este ingreso es 



necesario para satisfacer las necesidades básicas. 



 
 
VI. CONCLUSIONES 



 
Concluida la valoración social, se determina que el Sr. Orlando Zeledón Chan y la 



Sra. Mayra Argüello Alguera convivieron en matrimonio por un período de 38 años; 



en cuanto a la economía familiar, el referido desde el año 2011 presenta una 



dependencia total del ingreso que recibía su esposa (pensión y labores privadas) 



debido a que sufrió un accidente en su hogar que llevó a que la pareja decidiera que 











el Sr. Orlando se mantuviese en estado cesante laboral, por lo cual al fallecer esta, 



el Sr. Zeledón no logra cubrir sus necesidades personales, de mantenimiento de la 



vivienda y de servicios públicos. 



 



Al momento de la evaluación la persona valorada no reporta ingresos, y ha 



dependido de sus ahorros y de préstamos que le han dado personas de la familia 



para satisfacer necesidades primordiales, lo que ha llevado a que adquiriera una 



deuda para satisfacción de estas necesidades. Acerca del egreso reportado, se 



debe resaltar que corresponden a dos personas, el evaluado y su hija de 29 años 



de edad. 



 



Con todo lo anterior, se reconoce que el Sr. Orlando se ha limitado en aspectos 



como lo son vestido, salud, recreación y algunos alimentos, lo que ha venido en 



detrimento de la calidad de vida que tenía cuando estaba en vida la señora Mayra 



Argüello Alguera. 



 



Dicha situación, sumada a las limitaciones para ubicarse laboralmente debido a su 



condición etaria, a su estado psicosocial y a su condición de dependiente, ha 



motivado al Sr. Orlando a solicitar la pensión por el fallecimiento de su esposa. 



 



Se informa a la instancia solicitante para lo que estime pertinente.  



 



Licda. Ileana Alpízar Salas 



Trabajadora Social, Cód. prof. 3167 
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Solicitud de pensión de Orlando Zeledón Chan 06-0133-0402.pdf


SOLICITUD DE PENSIÓN POR MUERTE 


INFORMACION DE LA PERSONA FALLECIDA 


PODER JUDICIAL 
DIRECCION DE GESTION! HUMANA 


O 8 AH. 2019 


Y ESCANEA 
RECIBIDO 


r, 4  
Nombre Completo 	J No de identifica ión 


, - i  í 	Oili 
Fecha de nacimiento 


pg-05'i95,8 
vexo 


14~ 


Eda 
C3/ 


, Estado Civil 


4~44 
Doplio 	rovincia Cantón Distrito', 


-11). 
Fax 


Calle 	_ Avenida 
- 


No. Casa 
, 


Teléfono Apartado No. 


Otras senas del domicilio 
y 	/ Cefria 	


I 
A•fi 	// 


1.... /9 	' 	ei ... 
r 	


e. 	
/ 	,./ 	,j ' 	1- 	IL..d.' 	/ ' 


En qué lugar y fecha ocurrió el fallecimiento del servidor (a) 	 f 	 , 


-e.titiotti 	1 	//' aci - 	 : 	O 9 
¿Dónde y con quien vivía el servidor (a) cuando murió? 	f  


-A-247/ 442b, de giq 	¿q 4í-92-0 e kg' 
En forma breve describa cuál fue la causa de 


. 	. 	( 
.t-ci 


la muerte. 


-24441_ 4 lej,~4;74  


(30;:_pgo 


• 
Puesto 	ofi ina en donde se de 	eñaba. 


1144.44:.Q14.€4, -,-- 	/ l'40 ' r 
edto  ek.,0  


Se encontraba recibiendo 
• 


0141 , 	.,...„,, 
alguna nen- ón 	Si 	No ( ) 


/ 	 / / 	t 	, . 	1 ' t 	. • .f4....‹ 	C.i.: 	
y 	/ 


'..4.4 	# 	.._.....1.-e? 	all 
) 


INFORMACIÓN DEL O DE LA SOLICITANTE EN CONDICION DE: ESPOSA (0) ( ) 
COMPAÑERA (0) ( ) 


Nombre Completo 	je 
do ii../•# 	ePA-9•41 


—1 No. de identificación 


Fecha de nacimiento 


G24 -  flp&  /157 
Sexo//621 


 • 
Edad 	, 


2 
Estado Civil- 
4 


Dopio 	rovincia Cantón "1.  
t1/224 


Distrito Correo Electrónico 	. 	, 	, 
0244doh saisr  e 	con . Calle 


- 
Avenida 


_ 
No Casa Teléfono 


i , 	, 	.,-, 


Apartado No. 


- Dirección Exacta. 


caidip L ,,4 ik, 	,; , 	, , /1 	, 	/, l 1 
89‘137-(2a.? 


? , _, 
4.--r ¿SOLICITA LA PENSI5N PARA U TED? SIK 	NO ( ) 


En caso de que su respuesta sea negativa y la solicitud la gestione en representación de sus hijos, favor de no 
brindar la información que seguidamente se solicita. 







PODER JUDICIAL 
DIRECCION DE GESTION HUMANA 


r 
91. 	ca AGO. 2019 


MATRIMONIO (Información que debe anotar solamente 
el ó la esposa solicitante) 


' UNIÓN DE HECHO nfor 	elril-36oitir 
el ó la compañera so 


solamente 


Indique la la fecha en que contrajo matrimonio con el 
servidor (a) 	/02, rigp.ip _mg/ 


Anote la fecha en que el servidor (a) y usted iniciaron 
convivencia bajo un mismo techo: 


Se dio separación entre ustedes durante la unión de 
Si ( ) Anote la fecha 	 No 


hecho? 
( 	) 


En caso de que antes del deceso se diera separación de 
hecho entre el servidor (a) y usted, ante la fecha: 


Antes del deceso, se daba entre ustedes separación 
judicial? Si ( ) Anote fecha 	 No (k) 


Anote el domicilio exacto de la convivencia antes del deceso 
del servidor (a) 


Se dio divorcio entre el asegurado y usted antes del 
deceso Si( ) Anote fecha 	 No k) 


¿Cuántos hijos procrearon en común? 


Recibía usted pensión alimentaria dictada por sentencia 
firme de parte de su esposo (a) Si ( ) Monto 


Recibía usted pensión alimentaria dictada por sentencia 
firme de parte de su esposa (a) Si ( ) Monto 


No (>0 No( ) 


En caso de que su esposo (a) antes de fallecer no 
viviera con usted ¿con quien vivía? 


En caso de que su compañero (a) antes de fallecer no 
viviera con usted ¿con quien vivía? 


3. 	INFORMACIÓN DE LOS SOLICITANTES DE PENSIÓN EN CONDICIÓN DE HIJOS (AS) 


Nombre Completo No. de identificación 


Fecha de nacimiento Sexo Edad Estado Civil 


Domicilio Provincia Cantón Distrito Correo Electrónico 


Calle Avenida No. Casa Teléfono Apartado No. 


Dirección Exacta. 


Se encuentra estudiando 


Grado 


Si ( ) No ( ) 


Lugar de estudio 


Recibía pensión alimentaria dictada por sentencia en firme de parte de su padre o madre 


Si ( ) Monto 	 No ( ) 







entos Luga 


DIRECCION DE GEZ4TIDN HUMANA 


del o de la Solicitante 


4. 	Si usted tiene conocimiento de la existencia de otros familiares que dependían 
económicamente del causante favor anotar la información que se solicita en el siguiente 
cuadro. 


Nombre y Apellidos Parentesco Dirección y No. de Teléfono 


08 ASO. 2019 


RECibiDO 
Y ESC.i.VADO 







1 	Nombre de la persona fallecida: 


ineVI :\2;°1  i.uun 


DIRECCI°195  o O.  2,O19 


DECLARACIÓN JURADA PARA CONYUGE (ESPOSO- ESPO 


(9Áida) 	h 192  	ECI"E°% 
Yo, 	


0 
mgelseibL - 	- 


identidad 	número, 	‘- 0/ 	O 02 	con 	domicilio 	ctual 	en 


cini-AtA, 	, advertido (a) de las consecuencias legales que este acto conlleva, y de 


las penas con que la Ley castiga el falso testimonio, declaro bajo fe de juramento, que toda la 


información que a continuación suministro, es verídica y lo ratifico con mi firma y la de los testigos que 


aporto para el efecto y quienes igualmente se dan por advertidos de las consecuencias legales del 


falso testimonio. 


COMPROBACIÓN DE LOS HECHOS POR PARTE DEL PODER JUDICIAL 


¿Contaba la persona asegurada con algún ingreso mensual (Salado, ingresos, por actividad propia, 
alquileres. etc.) Si   X  No 	Si contesta afirmativo, anote el monto, frecuencia con que los recibía y de 


s 
donde procedían loyets os.. 	 lit  


pfinn-,/„...;•0 	 hoo ooq L'  fi-9444"0-4  • 


En vida de su cónyuge, contaba usted con ingresos mensuales (Salario, pensión, ingresos por actividad 
propia, alquileres) Si 	No 	Si contesta afirmativo, anote el monto frecuencia con que los recibía y de 
donde 	 procedian 	 los 	 mismos. 


De los siguientes gastos del hogar, cuales asumía la persona asegurada, antes de su fallecimiento: 
(marque con una X) 


Alimentación  	Estudios  	Servicios Públicos 


Transporte  	Vivienda  	Cable — Internet 


	


O 	 Ninguno 	 


t/kerw  ci{:tritg 
¿En vida de s 	nyuge, ¿ sted requería del aporte económico de él para hacerle frente a los gastos del 


	


hogar? 	  


7. 	Al momento del fal ecimi  to de su cónyuge. i diq us el domicilio exacto don vivían:


i47- 	kg WplW4c4. 7 4 	
i  


id  aqt , 
1  I  1 1 	9 	 49102,0,r  Nombre y firma del solicitante  


Fecha 
iii  


ükse 09-0/9 







Dirección 


Teléfono 


ads/ ha; al ala de~Lt9 ia;vuo 4risma4 
299V- 0-atiS 	 PODER .,WOUCIAL 


DIRECCRI, 	(ION HUMANA 


TESTIGOS 


Los testigos no podrán ser parientes por consanguinidad del solicitante, hasta el segundo grado. 


 


alitudo 	 6-0351-D592 


 


Nombre d I Prim testigo 	 Na Cédula 


Dirección  11,«.214:115.  a-r. azittr-  SY,61  C4  (IP* 
Teléfono   elloV- 05 01  


frtild atb2-  
Nombre del Segundo tesfig 	


41» 0/9‘ 
No. Cédula 


08 ASO. 2019 Á 


RECIBIDO 
Y ESCANEADO  


• 







T---  	TRIBUNAL SUPREMO 
DE ELECCIONES - 


shis - REGISTRO CIVIL Tribunal Supremo de Elecciones 
alittnnliwrintin  REPÚBLICA DE COSTA RICA N°  4 8 1 6 7 7 7 8 


Certifica 


QUE EN EL REGISTRO DE DEFUNCIONES DE Ln PROYINCIO DE PUNTORENOS 


PL TOMO 	: CIENTO TREINTA Y SEIS 


FOLIO 	: CUOTROCIENTAS cunTRo 


PSI ENTO 	: OCHOCIENTOS ncH0 


CITO 	: 6-013S-404-OG0E4 


DICE QUE 	: MPYRP 
PRGUELLO oLourRn 


C/COMO 	 *******1*****Ii******.wm* 


SEXO 	: FEMENINO 


NOCIONPLIDOD: COSTPRRICENSE 


cuuLo 	: 6-0137-0113 


EDOD 	: SESENTA Y UN nnos 


PODRE 	: OLFONSO AIRGUELLO PRGUELLO 


MPDRE 	: SOCORRO OLGUERO VOSQUEZ 


POLIEL 
DiRECCION 	ibiq HUMANA 


os AGO. 2019 


REO:ni:Do 
Y ES " NH1•E 	0 


MURIO EN 	: CORTES OSP PUNTORENOS 
EL DIO 	: DOCE DE JUNIO DE DOS MIL DIECINUEVE 
cnusn MUERTE: 
O) INSUFICIENCIP RESPIROTORIP 5) EDFMO OSUDO DF PULMON C) HIPERTENSION 
DIODETES OBESIDOD MORDIDO 


ESTE ES UN REGISTRO ELECTRONICO Y CONTIENE TODO Lo INFORMOCION DISPONIBLE. 
DODO A LOS TRECE HOPOS CON UNO MINUTO DEL 
OCHO DE nensTo DEL DOS MIL DIECINUEVE. 


SE ADVIERTE QUE PORO LO VOLIDEZ DE. ESTO CERTIFICOCION DEBEN CONSTPR CONCELPDOS 
LOS DERECHOS ORANCELARIOS CORRESPONDIENTES. 


JULIO OLFONSO VOLVERDE ainupuz, CERTIFICPDOR 


6.Q\ctÁk 


	


(zIio 	 urez 


	


nmu,‘ 	 FS 


NULA SI NO CONSTAN CANCELADOS LOS DERECHOS Y TIMBRES EN BOLETA ADJUNTA 







TRIBUNAL SUPREMO 
DE ELECCIONES 


Tribunal Supremo de Elecciones REGISTRO CIVIL 
gmermanan~~32 REPÚBLICA DE COSTA RICA 


 


n04  79 606 98 


   


Certifica 


OUE EN EL REGISTRO DE MATRIMONIOS DE 
ni_ TOMO 	1 CUARENTA Y cunTRo 


Ln PROVINCIA DE PUNTARENAS 


FOLIO 	u TRESCIENTOS TREINTA Y TRES 
POIDIEZ,7:2:‹CAAL 
DIRECCION DE GEST KM HUMANA 


ASIENTO 	SEISCIENTOS SESENTA Y 
crrn 	: 6-0044-333-0665 


CINCO 


DICE QUE 	u ORLANDO DE LOS ANGELES 08 ASO. 2019 
ZELEDON ennm 


C/COMO 	1 


DE 	 VEINTITRES nims 
hinctomnLIDnDI COSTARRICENSE 
cEpuLn 	601330402 


RECI 
Y E S r 	AD 0 - 


ESTADO CIVIL: SOLTERO 
HIJO DE 	VICTOR mnNuEL ZELEDON SERRANO 
HnusounLIDnp: COSTARRICENSE 
Y DE 	 MARGARITA CHAN CEDEÑO 
HPCIONALIDAD: COSTARRICENSE 


CONTRAJO MATRIMONIO CON: MAYRA 
nRouELLo nLouERn 


C/COMO 
DE 
NACIONALIDAD: 
CEDULA 
ESTADO CIVIL: 
HIJA DE 
NnusomnLunD: 
Y DE 
NACIONALIDAD: 


************************~* 
VEIWIDOS nws 
COSTARRICENSE: 
601370118 
SOLTERA 
niroNso nRouri LO ARGUELLO 
COSTARRICENSE 
SOCORRO ALGUERA VASOUEZ 
COSTARRICENSE 


CELEBRADO EN: PUERTO CORTES OSA PUNTAREMAS 
FECHA DOCE DE FEBRERO DE MIL NOVECIENTOS OCHENTA Y UNO 


Impn n Lns CATORCE HORAS CON cunRENTn Y SEIS MINUTOS DEL 
DIECIOCHO DE JUNIO DEL DOS MIL DIECINUEVE. 


SE ADVIERTE QUE pnRn Ln VALIDEZ DE: asTn CERTIFICACION DEBEN CONSTAR CANCELADOS 
LOS DERECHOS ARANCELARIOS CORRESPONDIENTES. 


wnLTER ROBERTO MONTERO mnsis, CERTIFICADOR 


ESelk  


thC:717  
NULA SI Ner:C-0-NSTAN CANCELADOS LOS DERECHOS Y TIMBRES EN BOLETA ADJUNTA 


W c3ea, 







t 


- 







Impresión de comprobante, Certificación de Cuenta Cliente 	 Página 1 de I 


BANCO 
NACIONAL 


Número de cuenta: 	100-01-086-000666-7 


Nombre del cliente: 	ORLANDO ZELEDON [HAN 


Identificación del cliente 	6-0133-0402 


Banco Nacional de Costa Rin  


CERTIFICACIÓN DE CUENTA CLIE EirtglaW 
DIRECCION DE 	!fl.;A HUMANA 


k 08 AGO. 2019 .1 


RECS: L) 
Y ESCANEADO 


   


El Banco Nacional de Costa Rica hace constar que el número de cuenta cliente asignado a la cuenta de cuenta Corriente 100-01-086-
000566-7 es: 


15108610010005663 


y el código IBAN es: 


CR62 0151 0861 0010 0056 63 


C.^ 
-..--• 


I•> i.. 41
1 	1 ... 


II 1111P14/ 	 -cr 
'n 	 • ro . ,-, 	 •-.., 	 —...-~~111 


	


amo ame 	 -ti` 	 A'S 


.. Ve/ A 	•  NI) 	 Yuri Ortiz "4"jáinataEla • ar1013NCR 13816  
.-1 Ct. u 	 la• Cn-p, - ',..0 


Esta certificación, cuyos derechos arancelarios fueron debidame e cancelados, constituye documento público conforme lo establecen los 
artículos 369 del Código Procesal Civil, 5 Inciso D) de la Ley de Certificados, firmas digitales y documentos electrónicos No. 8454, y el 
Decreto Ejecutivo No. 35488-3, publicado en La Gaceta No. 196, del 08 de octubre de 2009. En dicho marco legal se establece la 
obligatoriedad de recibir este documento por parte de los entes públicos y privados, así como para los particulares, en caso de que se le 
presenten problemas para la recepción de este documentos y aplicación de sus efectos legales. 


Se extiendlutekificZcketto a solicitud del interesado en Agencia Ciudad Cortes ( 11 ) , jueves, 1 de agosto de. 
L.`• 	 C-C,.. 


o 
i..., 	


J.-. ri 
I I 1 "71/ 2.1.1 11  


1 	/ P
r 


 
A 	 :n 


'4 
e 


https://portalservicios/PortalServicios/Servicios/Cuenta/CertificacionCtaCliente/Imprimir... 01/08/2019 
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R I Pl BLICA DE COSTA RICA 	- 
Tribunal Supremo da Elecciones 


Cédula de identidad 


6 0137 0118 


Nombie MAYRA 
l'APeMo ARGUELLO 
rApeEdo• ALGUERA 
cc 







Número de Cedula: 6 0137 0118 
Fecha de Nacimiento: 02 05 1958 
Domicilio Electoral PUERTO CORTES OSA PUNTARENAS 
Ligar de Nao: CENTRO OSA punrraRENAs 
Vencimiento.  20 03 2023 	sen F 


1 







-717  REPUBLICA DE COSTA RICA - 
Tribunal Supremo de Elecciones 


Cédula de Identidad - 


6 0133 0402 
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PJ-DGH-AP-4504-2019

Lunes 27 de septiembre 2019

 



Señor

Juan Warnes Ulate García

S.M



Asunto: Denegación de solicitud de pensión. 

REF: 21039-2018.



En atención a su solicitud de pensión, nos permitimos informar que, en cumplimiento de la Ley 9544, que introduce las reformas al régimen de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, contenido en la Ley N°. 7333, Ley Orgánica del Poder Judicial y sus reformas, aprobada el 22 de mayo de 2018, en su artículo 228, no es posible acceder a su solicitud de pensión en calidad de padre del funcionario judicial fallecido el señor Henry Warner Ulate Aguilar.



Lo anterior, debido a que la legislación actual establece que, únicamente en ausencia de los derechohabientes por viudez, unión de hecho u orfandad, tienen derecho a pensión los padres, si al momento de fallecer el causante dependían económicamente de este.  



Por lo antes expuesto, su solicitud resulta inatendible, dado que esta Unidad tiene en trámite desde el 23 de setiembre de 2019, una solicitud de pensión de un derechohabientes por viudez.  Su trámite queda suspendido.



Con toda consideración;















		Licda. Leda Córdoba Montero

		Carlos Lizano Alfaro



		Coordinadora a.i

Unidad de Jubilaciones y Pensiones

		Jefe a.i

Administración de Personal







		Dirección de Gestión Humana

San José, Barrio González Lahmann 

Av 6-8, Calles 17-19, Teléfono: 2295-4961/2295-3945

		Subproceso Administración de Personal

dcastillo@poder-judicial.go.cr y gh_docuelectro@poder-judicial.go.cr

Teléfono: 2295-4375 ext. 01-4375
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Recurso de apelación interpuesto por Juan Warnes Ulate Garcia 04-0076-0971.pdf


AL 


DiREcolou flF HUMANA 


1 k NOV. 2019 


RECI.dsutv 
Y ESCANEAD 


SE INTERPONE APELACION . 


Asunto :Denegacion de Pension . 


PJ-DHG-AP-405-2019. 


UNIDAD DE JUBILACIONES Y PENSIONES 


ADMINISTRACION DE PERSONAL. 


x. 


firma autentica : 


Estimados Señores : 


El firmante ,JUAN WARNES ULATE GARCIA, cedula de identidad : 4-0076-0971, INTERPONGO 


FORMA LRECURSO DE REVOCATORIA CON AEPLACION contra la resolución PJ-DHG-AP-405-2019 


,que deniega el otorgamiento de una pensión para mi persona por fallecimiento de mi hijos Henry 


Warner Ulate Aguilar , conforme lo he dicho yo soy un adulto mayor de 81 años , dependía 


económicamente de mi hijo para mi subsistencia ,el era quien me proveía de alimentos y 


medicinas . 


En este momento no existe un dependiente de mejor derecho ,la excompañera de mi hijo fallecido 


ALBA PERAZA ARIAS ,quien esta solicitando la pensión de mi hijo, hizo abandono del hogar donde 


vivía con este ,antes de su fallecimiento ,sin justificación alguna ,provocando incluso el suicidio de 


mi hijo por depresión, pero además ella es pensionada del poder judicial (recientemente se 


pensiono ) ,tenia y tiene ingresos propios ,tiene bienes registrados a su nombre y no dependía de 


mi hijo para sus subsistencia . 


Como testigo de lo dicho ofrezco a OSCAR MILTON QUESADA RODRIGUEZ s cedula:4-0132-0935, y a 


mi nieta SHIRLENE YESENIA ULATE MONTERO, cedula: 4-0168-0815, quienes darán fe de todo lo 


dicho . 


Por lo expresado solicito se revoque la resolución recurrida y se me otorgue la pensión solicitada 


en virtud de mi estado de necesidad actual ,estado de necesidad que no tiene la excompañera de 


mi hijo quien también esta solicitando dicha pensión no obstante que cuenta con recursos propios 


Heredia ,12 noviembre del 2019. 


_ic. Jenny A-tieiiti 


Tel.: 226'; (15510 


San loac,11,1 de Flores, 


Heirr•irlia 





		00000001
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PODER JUDICIAL – Subproceso Administración de Personal	



	PJ-DGH-AP-529-2020                                                                                              

13 de febrero 2020



                                                                 

Licenciada

Silvia Navarro Romanini

Secretaria General

Corte Suprema de Justicia





[bookmark: _Hlk24633155]ASUNTO: Informe de pensión de la joven Deykel Fabiola Martínez Barquero.





REF: 9411-2019.





Estimada señora:



[bookmark: _Hlk22720576][bookmark: _Hlk26967494][bookmark: _Hlk22282632]Para los efectos del conocimiento de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, se rinde el informe correspondiente a la solicitud de pensión incoada por la joven Deykel Fabiola Martínez Barquero, en calidad de hija del servidor judicial fallecido Armando Fabián Martínez Loría, cuyo deceso acaeció el 9 de marzo de 2019.



I. Origen.

Esta Dirección en fecha 23 de mayo de 2019, recibió la gestión de la joven Deykel Fabiola Martínez Barquero, en calidad de hija, mediante la cual solicita se le otorgue la pensión que  puede reclamar por el fallecimiento del señor Martínez Loría.   



Consecuentemente, en fecha 29 de mayo de 2019 se remitió el oficio N° 2334-AP-2019, dirigido al Departamento de Trabajo Social y Psicología, donde se solicita la valoración socioeconómica de la solicitante.





II. Valoración socioeconómica practicada. 

Mediante informe de fecha 2 de octubre de 2019, recibido en esta Dirección el 4 de octubre de 2019, la Licda. Carmen Fabiola Segura Céspedes, Trabajadora Social del Departamento de Trabajo Social y Psicología, analizó las condiciones socioeconómicas la joven Martínez Barquero.



El informe de cita se adjunta al final de este documento y del mismo se extraen las siguientes apreciaciones acotadas por la Profesional de Trabajo Social, por su relevancia para el análisis de la gestión:



“…Tomando en consideración la información recabada y documentada al momento de la valoración, se obtiene que la joven Deykell Fabiola Martínez Barquero tuvo vínculo consanguíneo en primer grado con ex-funcionario judicial Armando Fabián Martínez Loría, siendo que la relación paterna-filial es caracterizada desde un nexo afectivo estrecho, apoyo emocional y económico continuo del señor Martínez hacia la referida. 



A partir de la investigación realizada, se identifica relación de dependencia económica de la referida hacia el funcionario judicial fallecido quién asumió sus necesidades básicas y cumplimiento de sus derechos hasta el momento de su deceso. 



Aunado a lo anterior, los ingresos económicos actuales de la persona valorada provienen de transferencia económica institucional que, dada su naturaleza temporal y vinculada a condicionantes para su mantenimiento, no podría constituirse per se en un ingreso estable y fijo a futuro. Del mismo modo, a pesar de administrar una pensión alimentaria, se documentó un incumplimiento sistemático en el depósito del monto establecido, siendo además que existe una persona menor de edad con dependencia económica hacia la joven Deykell. 



Desde el análisis por línea de pobreza, la persona referida se encuentra en condición de pobreza extrema, razón por la cual no logra satisfacer adecuadamente sus necesidades básicas, mismas que en apariencia lograban con mayor capacidad ser atendidas mediante ayuda económica proporcionada por ex-funcionario judicial…”







III. Consideraciones del caso realizadas por la Profesional en Trabajo Social, esto conforme al estudio socioeconómico.



La joven Deykell Fabiola Martínez Barquero, actualmente cuenta con 20 años, cuando estaba en octavo año de colegio, quedó embarazada, razón por la cual abandonó los estudios, sin embargo, actualmente se encuentra estudiando en horario nocturno.



La petente es producto de relación sentimental que sostuvo el señor Martínez Loría con la señora Carolyn Rebeca Barquero Murillo.  La pareja contrajo nupcias posteriores al nacimiento de Deykell. 



Según indica la joven a la Trabajadora Social, la relación de sus progenitores era negativa con constantes discusiones producto de celos por parte de don Armando, pero sin incurrir en de violencia intrafamiliar. 



De acuerdo con lo que se indica en el informe socioeconómico, don Armando tenía un rol paterno presente y responsable, además era atento y amoroso, le identificaba como un apoyo emocional y figura de confianza durante su desarrollo infanto-juvenil, refiere un vínculo afectivo positivo y estrecho.  



Deykell manifiesta haber convivido con su progenitor hasta los 9 años aproximadamente, momento en que se da la separación conyugal.  Posterior a la ruptura matrimonia, don Armando mantuvo un rol paterno responsable, involucrándose en el ámbito educativo y recreativo de la joven y hasta la fecha de su deceso le proporcionó ayuda económica voluntaria de ¢150,000.00 (ciento cincuenta mil colones con 00/100) mensuales para la satisfacción de sus necesidades básicas y cumplimiento de derechos de la referida.





A los 17 años Deykell inició una relación sentimental con Gerald Alexander Mora Campos de 19 años, la cual se mantuvo por 10 meses. Debido a que la joven quedó embarazada, la pareja expresa tener dudas sobre su paternidad, situación que llevó a que la relación finalizara cuando tenía aproximadamente cinco meses de gestación.



Indica la joven Martínez Barquero que, durante el embarazo, su padre fue quien le brindó el apoyo tanto emocional como económico ya que era quien la acompañaba a las citas médicas y le compraba los medicamentos que no le dada la Caja Costarricense de Seguro Social.



Posterior al nacimiento de la hija de Deykell en noviembre de 2016, la joven decide interponer proceso judicial para su reconocimiento y entablar proceso de pensión alimentaria bajo sumaria 18-2236-172-PA.



Al momento de la valoración, Deykell integra grupo familiar de estructura extensa, conformado por ella, su progenitora Carolyn Barquero Murillo, quién se dedica a ventas por catálogo; un hermano por línea materna Jeshua Barquero Murillo de 9 años, estudiante; su hija Daleysha Mora Martínez de 2 años de edad, su abuela materna Sonia Murillo Tencio de 52 años de edad, administradora del hogar y su abuelo materno el señor Roy Barquero Delgado de 56 años de edad, quién se ocupa ocasionalmente en instalación de canoas. 



La vivienda está inscrita a nombre de doña Sonia, y se ubica en una comunidad con acceso a servicio de transporte público y cercanía a centros educativos y de salud. No se observa presencia de problemática social que coloque en situación de riesgo a la referida y su grupo de convivencia.



Al momento de la valoración, la petente manifiesta afectación emocional por el fallecimiento de su padre, indica que se ha sentido deprimida y muestra preocupación pues no le gustaría recibir nuevamente intervención psiquiátrica en centro de salud, ya que cuenta con antecedentes de tratamiento por depresión. 

Deykell manifiesta afectación al dejar de percibir la ayuda económica brindada por el funcionario judicial fallecido, pues destinaba el dinero a la atención de sus necesidades y las de su hija, a la vez que, proporcionaba ayuda económica para compra de alimentación y pago de servicios públicos del hogar, siendo que actualmente ha tenido que disminuir su aporte al grupo familiar.



La joven reporta ingresos provenientes de subsidio económico del Instituto Mixto de Ayuda Social por un monto de ¢75,000.00 (setenta y cinco mil colones de 00/100) mensuales del Programa de atención a familias en condición de pobreza y pobreza extrema.  También recibe pensión alimentaria en favor de su hija, cuyo monto está fijado en ¢85,000.00 (ochenta y cinco mil colones con 00/100), sin embargo y de acuerdo con la documentación aportada a la profesional de Trabajo Social, el monto recibido no corresponde con el establecido. 



De acuerdo al cuadro de ingresos y gastos el núcleo familiar tiene un total de ingresos por un monto de ¢305,000.00 (trescientos cinco mil colones con 00/100) desglosados de la siguiente manera: ¢75,000.00 (setenta y cinco mil colones con 00/100), provenientes del subsidio del IMAS, ¢62,400.00 (sesenta y dos mil cuatrocientos con 00/100) pensión alimentaria, ¢18,000.00 (dieciocho mil colones con 00/100) beca de FONABE que recibe el hermano de Deykell, ¢50,000.00 (cincuenta mil colones con 00/100) trabajo de don  Roy Barquero, abuelo materno de Deykell, ¢ 100,000.00 (Cien mil colones con 00/100) ventas por catálogo de la señora Carolyn Barquero, madre de Deykell.  Mientras los egresos familiares son por un monto de ¢257,350.00 (doscientos cincuenta y siete mil trescientos cincuenta colones con 00/100)







IV. Normativa atinente al caso.



Ley Orgánica del Poder Judicial N° 9544, de interés, estipula lo siguiente:

“Artículo 228- Tienen derecho a pensión por sobrevivencia:


Tienen derecho a pensión por orfandad:

1) Los hijos que, al momento del fallecimiento del causante,

dependían económicamente de este, de acuerdo con las siguientes reglas:

1.1) Solteros menores de edad.

1.2) Mayores de dieciocho años, pero menores de veinticinco años, que realicen estudios reconocidos por el Ministerio de Educación Pública (MEP), el Instituto Nacional de Aprendizaje (INA), u otras instituciones a criterio de la Junta Administradora.

1.3) Mayores de edad que, previo al fallecimiento del causante, se encuentren inválidos e incapaces para ejercer labores remuneradas…”

 

“Artículo 229- 

El monto de las prestaciones de pensión por sobrevivencia en los casos de viudez, unión de hecho, orfandad o ascendencia será proporcional al monto de pensión que recibía el pensionado al momento de fallecer, y en su conjunto este monto no será mayor al ochenta por ciento (80%) de lo que correspondía al causante.” 



V. Conclusiones.

· El informe socioeconómico practicado a la joven Deykell Fabiola Martínez Barquero, demuestra con claridad la dependencia económica que existió entre ella y su padre, situación establecida en el artículo 228 de la Ley Orgánica del Poder Judicial y por la cual la solicitante se convierte en sujeto del derecho reclamado.



· La situación económica de Deykell se vio impactada con el fallecimiento de don Armando, toda vez que en vida él era quien la apoyaba económicamente a través de la ayuda voluntaria que le brindaba mensualmente, dinero que le permitía satisfacer tanto sus necesidades básicas como de educación.



· Conforme la información aportada por la Trabajadora Social, la joven Martínez Barquero mantiene sus actividades académicas, por lo cual la posibilidad de recibir un beneficio de pensión le significaría mayores posibilidades de alcanzar alguna preparación profesional le brinde mejores herramientas para su futuro y el de su hija.



· La posibilidad de recibir alguna ayuda económica como la que pretende, le representa a la joven Deykell Martínez Barquero opciones para mejorar sus actuales condiciones de vida. El estudio socioeconómico revelo que el inmueble en cual reside presenta deterioro, así como también mobiliario básico en mal estado.   





VI. Datos aritméticos y personales para el establecimiento del monto de jubilación.





· Servidor fallecido: Armando Martínez Loría.



· Edad al momento de su deceso: 41 años, 4 meses y 10 días.



· Tiempo servido: 21 años, 11 meses y 24 días.



· Porcentaje de jubilación por años de servicio: 62.81%



· Salarios considerados para el cálculo: Últimos 240 salarios indexados (traídos a valor presente conforme el artículo 224 de la Ley 9544).





		Total 240 salarios indexados

		₡217,311.885.82



		Salario Promedio

		₡905,466.19 



		Salario Referencia, 82% del salario promedio

		₡751,028.95 



		Monto de Jubilación

		₡472,036.77 











VII. Recomendaciones.



[bookmark: _Hlk29470671]En línea con lo anterior, partiendo de que el monto de jubilación que hubiese percibido el señor Armando Martínez Loría sería de ¢472,036.77 (cuatrocientos setenta y dos mil treinta y seis colones con 77/100) mensuales, el monto máximo que establece la ley para asignar por concepto de pensión es de ¢377,629.42 (Monto que representa el 80% del monto de jubilación).  



Por lo tanto, basados la información del estudio socioeconómico, esta Dirección recomienda salvo mejor criterio, otorgar un porcentaje de pensión que le permita a la solicitante cubrir sus necesidades.  De acuerdo con el análisis realizado por la Unidad de Jubilaciones y Pensiones, ese porcentaje podría ser de un 80% de los ¢377,629.42 indicados en el párrafo anterior. 



Si accede el órgano superior a otorgar el porcentaje recomendado, el beneficio resultaría en un monto de ¢302,103.54 (trescientos dos mil ciento tres colones con 54/100), suma mensual en bruto, la cual se encuentra sujeta a las respectivas deducciones de ley, lo que implica que el monto final estimado a recibir por parte de la joven Martínez Barquero sería de ¢243,214.39 (Doscientos cuarenta y tres mil doscientos catorce colones con 39/100), el cual es adecuado satisfacer sus necesidades económicas de forma segura.



Es importante señalar que, el beneficio de pensión  se otorga hasta la edad de 25 años tiempo durante el cual la gestionante deberá demostrar mediante los documentos que solicite el Departamento Financiero Contable, que es alumna activa de un centro de estudios reconocidos por el Ministerio de Educación Pública (MEP), el Instituto Nacional de Aprendizaje (INA), u otras instituciones a criterio de la Junta Administradora del Fondo.



Sobre la vigencia del beneficio y considerando que Deykell presentó la solicitud 2 meses y 13 días posteriores al fallecimiento de don Armando, debe tomarse en consideración lo dispuesto en el artículo 18 del Reglamento al Título IX de la Ley Orgánica del Poder Judicial, de las Jubilaciones y Pensiones, en donde se indica:





"...En todos los casos el derecho de la pensión regirá al día siguiente del fallecimiento del ex servidor judicial, salvo que la gestión sea presentada tres meses después en cuyo caso regirá a partir de la fecha en que se presentó la solicitud...".





Al no presentarse una dilación en la solicitud de pensión superior a los tres meses, se recomienda aprobar la pensión a partir del 10 de marzo de 2019 conforme lo regula la normativa actual vigente.



Finalmente, se considera oportuno manifestar que esta solicitud debe ser analizada velando por la sostenibilidad del fondo, considerando el bienestar colectivo y no individual, de manera que se cumplan los fines de la solidaridad, gradualidad, equidad y sostenibilidad financiera que reiteradamente han señalado los juristas.



Con toda consideración,







Licda. Leda Córdoba Montero		              Lic. Carlos Lizano Alfaro

                          Coordinadora			                                   Jefe a.i

Unidad de Jubilaciones y Pensiones                          Administración de Personal









    Licda. Olga Guerrero Córdoba		    

        Subdirectora a.i Gestión Humana		       







· Dictamen Socioeconómico:











          

		Dirección de Gestión Humana

San José, Barrio González Lahmann 

Av 6-8, Calles 17-19, Teléfono: 2295-4961/2295-3945

		Subproceso Administración de Personal

dcastillo@poder-judicial.go.cr y gh_docuelectro@poder-judicial.go.cr

Teléfono: 2295-4375 ext. 01-4375
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PODER JUDICIAL  



  DEPARTAMENTO DE TRABAJO SOCIAL Y PSICOLOGÍA 



DICTAMEN SOCIOECONÓMICO  



FONDO DE PENSIONES Y JUBILACIONES DEL PODER JUDICIAL 



 



Para: Unidad de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial. 



Del: Departamento de Trabajo Social y Psicología del Segundo Circuito Judicial de 



San José. 



 



I. DATOS GENERALES: 



Oficio: N°2234-AP-2019 



Asunto: Valoración socioeconómica. 



Solicitante: Deykell Fabiola Martínez Barquero 



Fecha de informe: 2 de octubre de 2019 



 



II. MOTIVO DE INTERVENCIÓN:  



 Según solicitud de la Unidad de Jubilaciones y Pensiones en oficio N° 2234-



AP-2019 se requiere realizar valoración socioeconómica a sobreviviente de ex-



funcionario Judicial para determinar dependencia económica de la solicitante. 



 



III. CONSENTIMIENTO INFORMADO:     



 Se le informa a la persona valorada, el objetivo, la metodología y el carácter 



de voluntariedad de la valoración socioeconómica, enterada de su derecho, 



manifiesta estar de acuerdo en participar.  



 



IV. METODOLOGÍA Y FUENTES DE INFORMACIÓN: 



1. Revisión Documental:  



1.1 Boleta de referencia del oficio N°2234-AP-2019 











1.2 Documento de identidad de la persona referida y de la señora Carolyn 



Barquero Murillo. 



1.3 Certificación de nacimiento a nombre de Deykell Fabiola Martínez Barquero 



extendida por el Registro Civil con fecha del 5 de abril del 2019. 



1.4 Constancia de no pensión IVM emitida por la Caja Costarricense de Seguro 



Social a nombre de Deykell Fabiola Martínez Barquero con fecha del 29 de mayo 



del 2019. 



1.5 Solicitud de proceso judicial para fijación alimentaria bajo sumaria N° 18-2236-



172-PA interpuesta por Deykell Fabiola Martínez Barquero con fecha del 28 de 



setiembre del 2018. 



1.6 Solicitud de apremio corporal bajo sumaria N° 18-2236-172-PA solicitada por 



Deykell Fabiola Martínez Barquero con fecha del 22 de mayo del 2019. 



1.7 Certificación de no inscripción de matrimonio a nombre de Armando Fabián 



Martínez Loría con fecha del 5 de abril del 2019. 



1.8 Estudio de hijos/as del señor Armando Fabián Martínez Loría extendida por el 



Registro Civil con fecha del 8 de abril del 2019. 



1.9 Certificación de transferencia económica extendida por el Instituto Mixto de 



Ayuda Social nombre de Deykell Fabiola Martínez Barquero con fecha del 18 de 



junio del 2019. 



1.10 Declaración jurada de ingresos a nombre de Roy Barquero Delgado con 



fecha del 28 de junio del 2019. 



1.11 Declaración jurada de ingresos a nombre de Carolyn Barquero Murillo con 



fecha del 14 de junio del 2019. 



1.12 Recibo por servicio eléctrico (CNFL, junio 2019, a nombre de Cruz Custodio 



Murillo Garita, comprobante de pago N°60316672) 



1.13 Recibo por servicio agua potable (COOPENAE, junio 2019, a nombre de 



Cristóbal Murillo Garita, comprobante de pago N°60316672) 



1.14 Recibos de compra de alimentación, artículos de higiene y artículos para el 



hogar (Super-oferta, junio 2019) 



1.15 Recibo por servicio de telefonía residencial (TUCÁN, enero 2019, a nombre 



de Sonia Murillo Tencio) 











1.16 Recibo por pago impuesto municipales emitido por la Municipalidad de 



Curridabat a nombre de Sonia Murillo Tencio con fecha del 28 de junio del 2019, 



comprobante de pago N°412117 



1.17 Recibo por pago impuesto bienes inmuebles emitido por la Municipalidad de 



Curridabat a nombre de Sonia Murillo Tencio con fecha del 28 de junio del 2019, 



comprobante de pago N°412118. 



1.18 Recibos de transacciones bancarias por retiro de depósito cuota de fijación 



alimentaria a nombre de Deykell Fabiola Martínez Barquero, comprobantes de 



retiro: N°15521443, N°15064966, N°14421758, N°12291989, N°14103441, 



N°11324884, N°11061414, N°11364189, N°11341395 y N°13163747. 



 



2. Entrevista Semi -estructurada a:  



 -Deykell Fabiola Martínez Barquero (persona referida) 



Entrevista focalizada a:  



 -Carolyn Barquero Murillo (progenitora de la persona referida) 



 



3. Investigación social de campo a:  



 -Deykell Fabiola Martínez Barquero  



Entrevista focalizada a: 



 -Sonia Murillo Tencio (abuela materna de persona referida) 



4. Consulta Registro Nacional de bienes muebles e inmuebles, mediante 



página electrónica. 



5. Consulta a Tribunal Supremo de Elecciones, mediante página electrónica. 



6. Observación no participante. 



 



7. Análisis y sistematización de la información. 



 



 











-Limitantes de la investigación: 



 Se solicitó a la persona referida información acerca de asistencias sociales 



por parte del Fondo Nacional de Becas y en relación con la condición de salud 



particular de integrantes de grupo familiar, sin embargo, la documentación no fue 



aportada.  



 



V. ANÁLISIS DE LA SITUACIÓN SOCIOECONÓMICA VALORADA 



  



La presente investigación social versa acerca de un proceso de solicitud de 



pensión ante la Unidad de Jubilaciones y Pensiones por fallecimiento del 



funcionario judicial Armando Fabián Martínez Loría quién se desempeñaba como 



técnico judicial, suceso acaecido el pasado 9 de marzo del 2019.  



 



 De tal manera, se tiene como posible beneficiaria a Deykell Fabiola 



Martínez Barquero, persona valorada, de calidades costarricense con número de 



cédula 1-1736-0570, fecha de nacimiento 5 de marzo de 1999, suma 20 años de 



edad, soltera, con grado académico de secundaria incompleta, actualmente 



estudiante. 



 



 De la relación de parentesco entre el funcionario judicial fallecido y la 



referida se conoce lazo familiar en primer grado de consanguinidad al ser la joven 



Deykell hija única del señor Martínez, según confirman fuentes consultadas e 



información documental aportada.  



 



 Se conoce que la referida es producto de relación sentimental del señor 



Martínez con la señora Carolyn Rebeca Barquero Murillo, de calidades 



costarricense, número de cédula 1-1140-0702, al momento de la valoración suma 



37 años de edad. 



 



 Pareja mantiene convivencia por espacio breve y contraen nupcias el 13 de 



noviembre del 1999, posterior al nacimiento de Deykell. Según indica la persona 



referida, la relación de sus progenitores es caracterizada en términos negativos 



con constantes discusiones producto de celos por parte del señor Martínez, pero 



sin incurrir en otras manifestaciones de violencia intrafamiliar. Niega antecedentes 



de procesos judiciales o institucionales, así como consumo de sustancias lícitas o 



ilícitas en grupo familiar. 



 











 La referida describe un rol paterno presente y responsable, considera al 



señor Martínez un padre atento y amoroso, le identificaba como un apoyo 



emocional y figura de confianza durante su desarrollo infanto-juvenil, refiere un 



vínculo afectivo positivo y estrecho.  



 



 La organización del grupo familiar se daba mediante roles de género 



tradicionales, el señor Martínez ocupó rol de proveedor a partir de su trabajo como 



funcionario judicial, mientras la señora Barquero administraba el hogar y ejercía el 



cuido de Deykell. Acota una adecuada satisfacción de las necesidades básicas del 



grupo familiar. 



 



 La joven referida aduce haber convivido con su progenitor hasta los 9 años 



de edad aproximadamente, momento en que se da la separación conyugal, 



egresando el señor Martínez del domicilio común. Según indica el motivo de la 



ruptura matrimonial responde a los constantes celos, anteriormente señalados, del 



señor Martínez, cuadros depresivos de su progenitora y una aparente intervención 



en la pareja de la abuela paterna Socorro Loría Contreras, quién no estuvo de 



acuerdo con el matrimonio.  



  



 Posterior a la ruptura conyugal, la valorada y las fuentes consultadas 



coinciden en que el señor Martínez mantuvo un rol parental responsable, 



involucrándose en el ámbito educativo y recreativo de Deykell, desde la 



separación y hasta la fecha de su deceso le proporcionó ayuda económica 



voluntaria de 150.000 colones mensuales para la satisfacción de sus necesidades 



básicas y cumplimiento de derechos de la referida.  



 Inclusive la ayuda económica era extensiva en oportunidades hacia la 



progenitora de la joven cuando así lo requería, posterior al proceso de divorcio, 



lograron pactar una relación cordial y adecuados canales de comunicación, siendo 



que la señora Carolyn Barquero también identificó como figura de apoyo 



económico al ex-funcionario judicial. 



 



 En otro orden de ideas, a nivel educativo, la referida cursó sus estudios 



primarios en la Escuela Centroamérica sin reportar repitencia o problemas 



educativos relevantes. Cursa estudios secundarios en el colegio Uladislao Gámez 



Solano, siendo que incurre en deserción estudiantil en octavo año debido a 



embarazo a temprana edad. 



 



 Acota relación sentimental a los 17 años de edad con Gerald Alexander 



Mora Campos de 19 años de edad, vínculo se prolonga por espacio de diez 



meses, siendo que Deykell queda embarazada, sin embargo, la pareja expresa 











dudas sobre su paternidad, motivo por el cual la referida da por finalizado el 



vínculo cuando sumaba aproximadamente cinco meses de gestación. 



 



 Arguye que, durante este tiempo, debido a la desatención de 



responsabilidades por parte de su ex-pareja, es su progenitor el señor Alexander 



quién le apoya emocionalmente, la acompaña a sus citas médicas y le compra 



medicamentos que necesitaba por su estado gestacional y que no le eran suplidos 



mediante la seguridad social. 



 



 El 26 de noviembre del 2016 nace Daleysha Mora Martínez, siendo que la 



persona referida debió interponer proceso judicial para su reconocimiento y 



entablar proceso de pensión alimentaria bajo sumaria 18-2236-172-PA, por el rol 



parental irresponsable que ha manifestado el progenitor de la persona menor de 



edad.  



 



 Por lo anterior, el señor Martínez asume necesidades económicas de la 



niña proporcionando fórmula para bebé, pañales desechables, frutas, atendiendo 



emergencias médicas y proporcionando vestimenta. No se omite acotar que 



fuentes consultadas concuerdan en afirmar que la persona menor de edad 



reconocía al señor Martínez como figura paterna. 



 



  Al momento de la valoración, Deykell integra grupo familiar de estructura 



extensa, conformado por ella, su progenitora Carolyn Barquero Murillo, quién se 



dedica a ventas por catálogo; un hermano por línea materna Jeshua Barquero 



Murillo de 9 años de edad, estudiante; su hija Daleysha Mora Martínez de 2 años 



de edad, su abuela materna Sonia Murillo Tencio de 52 años de edad, 



administradora del hogar y su abuelo materno el señor Roy Barquero Delgado de 



56 años de edad, quién se ocupa ocasionalmente en instalación de canoas.  



 



 La valorada habita vivienda inscrita a nombre de la señora Sonia Murillo 



quién figura como dueña de un medio de la finca número 595520 de 200 metros 



cuadrados. Estructura de dos niveles, en el primer nivel cuenta con cuatro 



aposentos distribuidos de la siguiente manera: sala-cocina, baño completo, una 



habitación y un espacio adaptado como dormitorio mediante cortinas en la sala de 



la vivienda donde pernocta el hermano menor de la valorada.  



 



 El segundo nivel de la vivienda posee su propia sala-cocina y dos 



habitaciones ocupadas por la progenitora de la referida y Deykell quién pernocta 



junto a su hija. Estructura habitacional en regulares condiciones de conservación e 



higiene, se observa mobiliario básico y en mal estado. 



 











 Grupo familiar con acceso a servicios básicos de agua potable, luz eléctrica 



y telefonía residencial. Comunidad con acceso a servicio de transporte público y 



cercanía a centros educativos y de salud. No se observa presencia de 



problemática social que coloque en situación de riesgo a la referida y su grupo de 



convivencia. 



 



 Al momento de la valoración, la referida manifiesta afectación emocional por 



el deceso de la figura paterna, indica que se ha sentido deprimida y muestra 



preocupación pues no le gustaría recibir nuevamente intervención psiquiátrica en 



centro de salud, ya que cuenta con antecedentes de tratamiento por depresión. 



 



 En lo que respecta al ámbito económico, la valorada manifiesta afectación 



al dejar de percibir la ayuda económica brindada por el funcionario judicial 



fallecido, pues destinaba el dinero a la atención de sus necesidades y las de su 



hija, a la vez que, proporcionaba ayuda económica para compra de alimentación y 



pago de servicios públicos del hogar, siendo que actualmente ha debido mermar 



su aporte al grupo familiar.  



 



 Al momento de la valoración, Deykell reporta ingresos provenientes de 



subsidio económico del Instituto Mixto de Ayuda Social por monto de 75.000 



colones mensuales del Programa de atención a familias en condición de pobreza y 



pobreza extrema. 



  



 Del mismo modo, percibe depósito de pensión alimentaria en favor de su 



hija, sí bien el monto fijado es de 85.000 colones mensuales, se constata en 



revisión documental e información obtenida en valoración social que el monto 



recibido no corresponde con el establecido, lo anterior se expone en la siguiente 



tabla: 



Cuadro #1 



MES DEPOSITO MONTO DE 



FIJACIÓN ALIMENTARIA 



MONTO DEPOSITADO 



Noviembre, 2018 85.000 colones 



Diciembre, 2018 68.900 colones 



Enero, 2019 58.500 colones 



Febrero, 2019 29.000 colones 



Marzo, 2019 49.000 colones 



Abril, 2019 84.000 colones 



 Elaboración propia a partir de revisión de transacciones bancarias. 



  











Es importante acotar que proceso para fijación alimentaria cuenta con 



solicitud de apremio corporal en mayo del presente año solicitado por Deykell 



debido al incumplimiento de los pagos. 



 



 Por su parte, la valorada incurre en egresos correspondientes a 30.000 



colones mensuales que proporciona para gastos de grupo familiar, además asiste 



a centro educativo Escuela Centroamérica en horario nocturno tres días a la 



semana incurriendo en gasto por desplazamiento en transporte público por monto 



de 12.000 colones mensuales aproximadamente.  



 



 Asimismo, en el mes de julio de los corrientes debió cancelar la suma de 



30.000 colones por pago de exámenes, siendo que dicho monto lo cubre 



semestralmente por la modalidad de estudio matriculada. 



 



  Aunado a lo anterior, aporta egresos asociados a las necesidades básicas 



de su hija como pañales y vestimenta, asimismo necesidades propias de la 



referida. Estilaba realizar ocasionalmente consultas en salud privada, 



particularmente de pediatría, mismas que en vida eran cubiertas por el señor 



Martínez, siendo que actualmente la referida ha evitado incurrir en dichos gastos. 



 



 Respecto a los ingresos y egresos económicos del grupo familiar de 



convivencia de la referida, son desagregados en la siguiente tabla: 



 



Cuadro #2 



INGRESOS GRUPO FAMILIAR EGRESOS GRUPO FAMILIAR 



Programa atención a familias IMAS: 



75.000 colones mensuales 



Alimentación, artículos aseo 



personal y limpieza de vivienda: 



200.000 colones mensuales. 



Pensión alimentaria: 62.400 colones 



(promedio con base en los últimos 6 



meses de depósito. 



Servicio de electricidad: 9.785 



colones mensuales  



Beca FONABE: 18.000 colones 



mesuales (Jeshua Barquero-hermano 



de la referida) 



Servicio agua potable: 12.000 colones 



mensuales 



Trabajo cuenta propia: 50.000 colones 



mensuales (Roy Barquero-abuelo 



paterno referida) 



Servicio telefonía residencial: 7.565 



colones mensuales 



Trabajo ventas por catálogo: 100.000 



colones mensuales (Carolyn Barquero-



progenitora de la referida)  



Servicios municipales: 10.000 colones 



mensuales (30.000 pago trimestral) 











 Gas de cocina: 8000 colones 



mensuales.  



 Recargas celulares: 10.000 colones 



mensuales 



INGRESOS TOTALES: 305.000 



colones 



EGRESOS TOTALES: 257.350 colones 



Fuente: Elaboración propia a partir de documentación aportada y entrevista realizadas. 



   



 Por tanto, comparando la relación entre ingresos y gastos se obtiene un 



remanente positivo de 47.650 colones mensuales. Ante esto, fuentes de 



información consultadas advierten dificultades para la satisfacción de necesidades 



básicas, máxime que por presunto padecimiento psicológico de depresión 



presentado por el señor Roy Barquero y la señora Carolyn Barquero, se aduce 



afectaciones en el desempeño laboral de ambos integrantes del grupo familiar. 



 



 En el mismo orden de ideas, al realizar un análisis tomando como 



parámetro la línea de pobreza del Instituto Nacional de Estadística y Censos para 



zona urbana, el núcleo familiar al que pertenece la persona valorada se encuentra 



en condición de pobreza extrema con un ingreso per cápita de 50.833 colones. 



  



 En revisión documental se obtiene que la persona referida no registra 



bienes inmuebles o muebles.  



  



La joven valorada Deykell indica que la motivación para solicitar la pensión 



ante el Fondo de Pensiones y Jubilaciones del Poder Judicial se debe a que le 



gustaría continuar subsanando costos educativos actuales, arguye deseo de 



cursar a futuro carrera de criminología "porque se lo prometí a mi papá". 



 



 



VI. CONCLUSIONES: 



  



Tomando en consideración la información recabada y documentada al 



momento de la valoración, se obtiene que la joven Deykell Fabiola Martínez 



Barquero tuvo vínculo consanguíneo en primer grado con ex-funcionario judicial 



Armando Fabián Martínez Loría, siendo que la relación paterna-filial es 



caracterizada desde un nexo afectivo estrecho, apoyo emocional y económico 



continuo del señor Martínez hacia la referida. 



 



 A partir de la investigación realizada, se identifica relación de dependencia 



económica de la referida hacia el funcionario judicial fallecido quién asumió sus 











necesidades básicas y cumplimiento de sus derechos hasta el momento de su 



deceso. 



 



 Aunado a lo anterior, los ingresos económicos actuales de la persona 



valorada provienen de transferencia económica institucional que, dada su 



naturaleza temporal y vinculada a condicionantes para su mantenimiento, no 



podría constituirse per se en un ingreso estable y fijo a futuro. Del mismo modo, a 



pesar de administrar una pensión alimentaria, se documentó un incumplimiento 



sistemático en el depósito del monto establecido, siendo además que existe una 



persona menor de edad con dependencia económica hacia la joven Deykell. 



 



 Desde el análisis por línea de pobreza, la persona referida se encuentra en 



condición de pobreza extrema, razón por la cual no logra satisfacer 



adecuadamente sus necesidades básicas, mismas que en apariencia lograban 



con mayor capacidad ser atendidas mediante ayuda económica proporcionada por 



ex-funcionario judicial. 



 



 Se emite informe para lo que se estime conveniente. 



 



 



 



Carmen Fabiola Segura Céspedes 



Trabajadora Social 



Código profesional: 3635 
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Solicitud de pensión de Deykell Fabiola Martinez Barquero 01-1736-0570.pdf


D I PR PC CDI O EN IDE 
JnElisTiDioINCRUIAMALNA 


23 MAYO 2019 


RECI 
Y ESCAN' 


SOLICITUD DE PENSIÓN POR MUERTE 


INFORMACIÓN DE LA PERSONA FALLECIDA 


Nombre Completo ,  


Armo nc1/4) 	ÍGISIQn Medina ior -IG 
No. de identificación 


I -`vab-  alio 
Fecha de nacimiento Sexo 


ti 
Edad 


ci i Clñcti 
Estado Civil 


sywor a ado 
DaMiCilio Provincia 
tan JbJe 


Cantón 
Cur rianbcr 


. 	Distrito 
1-virases 


Fax 


Calle Avenida No. Casa Teléfono 


1Q 	i91e_p1o 
bruang dere-C-‘nei 


Apartado No. 


cal-01i Cc., Otras señas del domicilio ne 	1cx 	enkrodo 
\az rner Ce6e) 	Licya m-b nO(i-e. 


c4C- <YNG 	el ICInk-  ck  
e Y t (leteCtl 	cV-- 


) Lg e-) kt- I  CaDCA 
, 


En qué lugar y fechabcurrió el fallecimiento del servidor (a) 
mi Vi Cu \Cr ( p'ircM) 


cl merco 20 t 4 	w , cochbo en Un CA1 ra c- 


¿Dónde y con quien vivía el servidor (a) cuando murió? 


li Y (Cija) 	COn 10 pelanita-  4 1G 	kerrnona 
En forma breve describa cuál fue la causa de la muerta.  


Dioporo en e) peón() 
Puesto y oficina en donde se despeñaba. 


Tse< 1.)&ci cal 	flocclo U C.:‘ reciA0 leo-Vice,  jualicSal 
Se encontraba recibiendo alguna pensión. Si ( ) 	No (x) 


INFORMACIÓN DEL O DE LA SOLICITANTE EN CONDICION DE: ESPOSA (0) ( ) 
COMPAÑERA (0) ( ) 


Nombre Completo 


Fecha de nacimiento Sexo Edad 


Domicilio Provincia Cantón Distrito 


Calle Avenida No. Casa 


Dirección Exacta. 


Teléfono 


Correo Electrónico 


No. de identificación 


Estado Civil 


Apartado No. 


¿SOLICITA LA PENSIÓN PARA USTED? SI ( ) 	NO ( ) 


En caso de que su respuesta sea negativa y la solicitud la gestione en representación de sus hijos, favor de no 
brindar la información que seguidamente se solicita.  







PODER JUDICIAL 
DIRECGION DE GESTION HUMANA 


S. 	23 MAYO 2019 „A 
ç r T El )43 


\ y ESCA1:3E, 	O I 


MATRIMONIO (Información que debe anotar solamente 
el ó la esposa solicitante) 


UNIÓN DE HECHO (Información que debe anotar solamente 
el ó la compañera solicitante) 


Indique la fecha en que contrajo matrimonio con el 
servidor (a) 


Anote la fecha en que el servidor (a) y usted iniciaron 
convivencia bajo un mismo techo: 


En caso de que antes del deceso se diera separación de Se dio separación entre ustedes durante la unión de hecho? 
Si ( ) Anote la fecha 	 No ( ) hecho entre el servidor (a) y usted, ante la fecha: 


Antes del deceso, se daba entre ustedes separación 
judicial? Si ( ) Anote fecha 	 No ( ) 


Anote el domicilio exacto de la convivencia antes del deceso 
del servidor (a) 


Se dio divorcio entre el asegurado y usted antes del 
deceso Si( ) Anote fecha 	 No ( ) 


¿Cuántos hijos procrearon en común? 


Recibía usted pensión alimentaria dictada por sentencia 
firme de parte de su esposo (a) Si ( ) Monto 


Recibía usted pensión alimentaria dictada por sentencia 
firme de parte de su esposa (a) Si ( ) Monto 


No ( ) No ( ) 


En caso de que su esposo (a) antes de fallecer no 
viviera con usted ¿con quien vivía? 


En caso de que su compañero (a) antes de fallecer no 
viviera con usted ¿con quien vivía? 


3. 	INFORMACIÓN DE LOS SOLICITANTES DE PENSIÓN EN CONDICIÓN DE HIJOS (AS) 


Nombre Completo 
rr lech Flabibb lit ItYInet earquer5 


Edad 


20 oftp 


No, de identificación 


1-1336- 001-0 
Estado Civil 


So\1/2-er o 
Fecha de nacimiento 


5-• 3- Ic1c19 
Sexo 


F 
Domicilio Provincia 
San jou- 


Ca tón 	. 
Cut r tdobai 


Distrito _a, 
-I .1f1OLDea 


Correo Electrónico 


Calle Avenida No. Casa Teléfono 


9216-B302 
Apartado No. 


Dirección Exacta. 	 B(02-1-  lb- OLI 


1-  Itr O 5C3 	Col 5 .1dirAcrA 	f (erkIre 	e\ \ C1 	cnp\1\0 	ln -ItIn'Nán-S 
Se encuentra estudiando 


Grado Vkl ieft)( de rxx)ne) 
Si (,c) 	No ( ) 


GzAto Amén co Lugar de estudio hcodo 
Recibía pensión alimentaria dictada por sentencia en firme de parte de su padre o madre 


Si ( ) Monto 	 No '64 
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RECIBIDO 
Y ESC ANEAD 


4. 	Si usted tiene conocimiento de la existencia de otros familiares que dependían 
económicamente del causante favor anotar la información que se solicita en el siguiente 
cuadro. 


Nombre y Apellidos Parentesco Dirección y No. de Teléfono 


Dcle9 	o FI oro ut orii rec 	U 1 elt 


Firma del o de la Solicitante 	 Lugar y fecha de entrega de documentos 







4 ri -5,00- pope GE-stowimm4 
offiEcuot,  


o gss 


Retan-yr% O 
DECLARACIÓN JURADA PARA CONYUGE (ESPOSO- ESP SI) ESCP-S 


	  mayor, cedula de 


identidad 	número, 	 con 	domicilio 	actual 	en 


	  advertido (a) de las consecuencias legales que este acto conlleva, y de 


las penas con que la Ley castiga el falso testimonio, declaro bajo fe de juramento, que toda la 


información que a continuación suministro, es verídica y lo ratifico con mi firma y la de los testigos que 


aporto para el efecto y quienes igualmente se dan por advertidos de las consecuencias legales del 


falso testimonio, 


COMPROBACIÓN DE LOS HECHOS POR PARTE DEL PODER JUDICIAL 


Nombre de la persona fallecida: 	  


Anote el domicilio exacto de la persona servidora antes del deceso: 


¿Contaba la persona asegurada con algún ingreso mensual (Salario, ingresos, por actividad propia, 
alquileres, etc.) Si 	No 	Si contesta afirmativo, anote el monto, frecuencia con que los recibía y de 
donde procedían los mismos. 


En vida de su cónyuge, contaba usted con ingresos mensuales (Salario, pensión, ingresos por actividad 
propia, alquileres) Si 	No 	Si contesta afirmativo, anote el monto, frecuencia con que los recibía y de 
donde 	 procedían 	 los 	 mismos. 


De los siguientes gastos del hogar, cuales asumía la persona asegurada, antes de su fallecimiento: 
(marque con una X) 


Alimentación  	Estudios  	Servicios Públicos 	 


Transporte  	Vivienda  	Cable — Internet 


Otros 	 Ninguno 	 


¿En vida de su cónyuge, ¿Usted requería del aporte económico de él para hacerle frente a los gastos del 
hogar? 	  


Al momento del fallecimiento de su cónyuge, indique el domicilio exacto donde vivían: 


Nombre y firma del solicitante 	  


Fecha 	  
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RECIBIDO 
Y ESCANEADO  


Los testigos no podrán ser parientes por consanguinidad del solicitante, hasta el segundo grado. 


SionkOskt Corroáz 	15 ,«  
Nombre del Primer tes o 	 No. Cédula Firma 


Dirección( ft:U.) 	 Votil0 	-\-bniderk.  


Teléfono 1200 3119 


»dula lukun9" 	1 o-I9 O o f 2.7 ir i_  f y __ 


ombre d Segun tesfigo 	 No. Cédula 	 Firma 


Dirección  Do 	 cRgarita 	Zlii;yolciad 


Teléfono  22 11-f‘ 2 -  


TESTIGOS 







1? 


1V10130 osn 
ivnianr 1:1300d 







REPÚBLICA DE COSTA RIC.‘, 
1"1.111 	Tribunal Supremo de Elecciones 


Cédula de Identidad 


1 1736 0570 


-- 
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23 MAYO 2019 1 


RECIBIDO 
Y EICANEADO 


Numera DEYKELL FABIOLA 
MAR11NEZ 


2° Apellido: BARQUERO 


Número de Cédula: 
Fecha de Nacimiento: 
Lugar de Nacimiento: 


Nombre del Padre: 
Nombre de la Madre: 


Domicilio Electoral: 
Vencimiento: 


1 1736 0570 
05 03 1999 
CARMEN CENTRAL SAN JOSE 
ARMANDO FABIAhl MARTINEZ LORIA 
CAROLYN BARQUERO MURILLO 
15 AGOSTO CURRIDABAT SAN JOSE 


16 03 2027 	Sexo: 







5 4 







, T  _ _ - 	5-  -, 	 TRIBUNAL SUPREMO 
- -- 	,--II  DE ELECCIONES 


aki,a---•: '-1-1-iss REGISTRO CIVIL Tribunal _Supremo de Elecciones 
cmatunnozint~ REPÚBLICA DE COSTA RICA 


... 


QUE EN EL REGISTRO DE DEFUNCIONES QprtifirOAINCIA DE SPN JOSE 


N°  4 76 37 4 4 4 


AL TOMO 	: SEISCIENTOS VEINTIUNO 


FOLIO 	: TRESCIENTOS SESENTA Y SEIS 


ASIENTO 	: SETECIENTOS TREINTA Y DOS 


CITA 	: 1-0621-366-0732 


DICE QUE 	: ARMANDO FABIAN 
MARTINEZ LORIP 


PODER ..RASICIAL 
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23 MAYO 2019 


RECMIDO 
Y ESCANEADO 


C/COMO 
	 *****************.********# 


SEXO 	: MASCULINO 


NACIONALIDAD: COSTARRICENSE 


CEDULA 	: 1-0983-0876 


EDAD 	: CUARENTA Y UN AWS 


PADRE 	 JOSE ANTONIO MARTINEZ VINDAS 


MADRE 	: SOCORRO LORIP CONTRERAS 


MURIO EN 	: CARMEN CENTRAL SAN JOSE 
EL DIA 	: NUEVE DE MARZO DE DOS MIL DIECINUEVE 
cnusn MUERTE: 
EN ESTUDIO 


ESTE ES UN REGISTRO ELECTRONICO Y CONTIENE TODA LP INFORMACION DISPONIBLE. 
DADA A LAS DOCE HORAS CON CINCO MINUTOS DEL 
CINCO DE ABRIL DEL DOS MIL DIECINUEVE. 


SE ADVIERTE QUE PARA LA VALIDEZ DE ESTA CERTIFICACION SE DEBERPN CANCELAR LOS 
DERECHOS ARANCELARIOS RESPECTIVOS DENTRO DEL MES SIGUIENTE A SU EXPEDICION. 


SANDY PATRICIO MONNEY GUZMPN, CERTIFICADOR 


NULA SI NO  CONSTAN CANCELADOS LOS DERECHOS Y TIMBRES EN BOLETA ADJUNTA 
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                    Corte Suprema de Justicia[image: ]



                           Secretaría General

San José, 03 de diciembre de 2019

N° 12773-19

Al contestar refiérase a este # de oficio







Señora

MBA. Roxana Arrieta Meléndez 

Directora interina de Gestión Humana

            

Estimada señora:





[bookmark: _Hlk26284082]Para su estimable conocimiento y fines consiguientes, le transcribo el acuerdo tomado por el Consejo Superior del Poder Judicial, en sesión N° 98-19 celebrada el 7 de noviembre del 2019, que literalmente dice:



[bookmark: _Toc23839632][bookmark: _Hlk26283952]“ARTÍCULO XLIX



DOCUMENTO Nº 8877-15, 14014-19



En sesión N° 22-16 del 8 de marzo de 2016, artículo XIII, se tomó el acuerdo que dice:

“(…)



Con vista en el informe de la Dirección de Gestión Humana y de conformidad con lo dispuesto en el artículo 231 de la Ley Orgánica del Poder Judicial y los artículos 11, 12 y 13 del nuevo Reglamento de Reconocimiento de Tiempo Servido en Otras Instituciones del Estado para Efectos del Pago de Anualidades y la Jubilación en el Poder Judicial, se acordó: 1.) Reconocer para efectos de anualidades y jubilación al licenciado Freddy Miguel Fernández Barquero, cédula 01-0673-0494, Auxiliar de Seguridad de la Administración Regional de Heredia, veintinueve años, un mes y siete días, laborados para el Ministerio de Seguridad Pública , a partir del 2 de febrero de 2015, con la obligación de reintegrar al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial la suma de ¢88.668.497,54( ochenta y ocho millones seiscientos sesenta y ocho mil cuatrocientos noventa y siete colones con cincuenta y cuatro céntimos), que se le deducirá de su salario en el tanto de 10% mensual hasta la cancelación total, o si lo prefiere, podrá depositarla en las cuentas corrientes números 174961-7 del Banco de Costa Rica o 1234-0 del Banco Nacional de Costa Rica, previa coordinación con el Departamento Financiero Contable; el cual tomará nota de lo resuelto para que solicite en favor del Fondo mencionado el traslado de cuotas correspondientes, para cuyos efectos se le enviará copia de los informes elaborados por la Dirección de Gestión Humana, la que también tomará nota para lo que corresponda. 2.) Asimismo, se previene al licenciado Fernández Barquero que conforme lo dispuso este Consejo en sesión Nº 16-16 del 18 de febrero del 2016, artículo XCV, en el momento en que solicite acogerse al beneficio de jubilación deberá haber cancelado al Fondo de Jubilaciones y Pensiones la totalidad de la suma determinada por la Dirección de Gestión Humana para el reconocimiento de tiempo servido en otras instituciones del Estado.



El Departamento Financiero y la Dirección de Gestión Humana tomarán nota para los fines consiguientes. Se declara acuerdo firme.”



-0-



El servidor Freddy Fernández Barquero, Auxiliar de Seguridad de la Administración Regional de Heredia, mediante nota recibida el 29 de octubre de 2019, presentó la siguiente gestión:

“(…)



En fecha 08 de mayo del 2019, mediante el correo electrónico realicé la solicitud de jubilación a partir del 30 de noviembre del año en curso. 



Por lo anterior fui convocado al curso de preparación para la jubilación, al cual asistí en el mes de setiembre. 



Que en fecha 25 de octubre recibo correo electrónico del licenciado Fabricio Villalta González, profesional de la Unidad de Jubilaciones y Pensiones que literalmente transcribo: 



"Reciba un cordial saludo, en atención a su correo de fecha 08 de mayo de 2019 en el cual solicita acogerse a su jubilación a partir de 30 de noviembre de 2019, nos permitimos indicar lo dispuesto por el Consejo Superior en la sesión N° 22-16, celebrada el 08 de marzo de 2016, artículo XIII, que literalmente indica:



1.) Reconocer para efectos de anualidades y jubilación al licenciado Freddy Miguel Fernández Barquero, cédula 01-0673-0494, Auxiliar de Seguridad de la Administración Regional de Heredia, veintinueve años, un mes y siete días, laborados para el Ministerio de Seguridad Pública, a partir del 2 de febrero de 2015, con la obligación de reintegrar al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial la suma de ¢88.668.497,54 (ochenta y ocho millones seiscientos sesenta y ocho mil cuatrocientos noventa y siete colones con cincuenta y cuatro céntimos), que se le deducirá de su salario en el tanto de 10% mensual hasta la cancelación total, o si lo prefiere, podrá depositarla en las cuentas corrientes números 174961-7 del Banco de Costa Rica o 1234-0 del Banco Nacional de Costa Rica, previa coordinación con el Departamento Financiero Contable; el cual tomará nota de lo resuelto para que solicite en favor del Fondo mencionado el traslado de cuotas correspondientes, para cuyos efectos se le enviará copia de los informes elaborados por la Dirección de Gestión Humana, la que también tomará nota para lo que corresponda. 2.) Asimismo, se previene al licenciado Fernández Barquero que conforme lo dispuso este Consejo en sesión Nº 16-16 del 18 de febrero del 2016, artículo XCV, en el momento en que solicite acogerse al beneficio de jubilación deberá haber cancelado al Fondo de Jubilaciones y Pensiones la totalidad de la suma determinada por la Dirección de Gestión Humana para el reconocimiento de tiempo servido en otras instituciones del Estado.



Ahora bien, como parte de los trámites que debe gestionar esta Dirección en el estudio de su solicitud de jubilación, se recibe certificación N° 855-TI-2019, de fecha 11 de octubre de 2019, emitida por el Departamento de Financiero Contable, que indica que usted mantiene un saldo pendiente por concepto de “reconocimiento de tiempo servido fuera del Poder Judicial” de ¢73,261,903.81 (setenta y tres millones doscientos sesenta y un mil novecientos tres colones con 81/100).



En razón de lo anterior, al encontrarse esta Dirección sujeta a lo dispuesto por el Consejo Superior conforme a sus acuerdos, quedamos imposibilitados de momento para gestionar su jubilación hasta tanto no cancele la suma indicada en el párrafo anterior." 



Es por lo anterior que inconforme con lo acá indicado solicito, con todo respeto, se valore la solicitud de jubilación ya presentada, ya que considero que se me está limitando esa posibilidad, no se me dan opciones de ningún otro tipo y si bien es cierto y claro que desde el año 2016 se resolvió que para acogerme a mi jubilación debía cancelar el monto indicado de  ¢88.668.497,54 (ochenta y ocho millones seiscientos sesenta y ocho mil cuatrocientos noventa y siete colones con cincuenta y cuatro céntimos), lo cierto es que es materialmente imposible la cancelación de ese dinero en un solo tracto, ya que estariamos hablando de una cantidad de dinero casi imposible de recolectar en el transcurso de la vida y que de tener que cancelar estando sujeto a ser empleado activo del Poder Judicial no podría hacer efectiva la jubilación. 



Nótese que en 5 años se ha cancelado un aproximado de 15 millones de colones que en proporción a la deuda y en caso de tener como única opción la jubilación a los 62 años, no alcanzaría a cancelar ni la mitad de lo adeudado, y se me pondría la misma limitación por cuanto no sería viable para mi persona la cancelación de la deuda total en los próximos 9 años que me restan para cumplir los 62 de edad.   



Además, es bien sabido por ustedes que aún y cuando se acoge a la jubilación un empleado, éste sigue cotizando al fondo de pensiones, por lo que mi situación estando jubilado, sería exactamente a la actual ya que sigo aportando, incluso con la posibilidad de seguir pagando ese 10% de más que estoy aportando al día de hoy.



Es por lo anterior y por considerar que es desproporcionado e incluso grosero que en éste momento de mi vida, que cumplo con la edad y el tiempo de servicio acordado a la hora de reclutarme en ésta honorable Institución, se me limite ese derecho, aunado a los motivos que me mantendrían siempre ligado a la institución. 



Cabe indicar que ésta situación además me causa un desequilibrio emocional, ya que me afecta psicológicamente el hecho de no tener una respuesta positiva a un derecho solicitado, y no se me dan opciones más que la de cancelar una cantidad de dinero con el que evidentemente no cuento. Actualmente me cuesta conciliar el sueño, o el mismo no es reparador, y me preocupa que esta situación derive en padecimientos físicos ya superados por mi persona, producto del estrés que estoy cursando. 



Señalo para notificaciones el correo electrónico (…)



Adjunto cálculo preliminar de jubilación, según Gestión Humana: 



[image: ]

[image: ]

…”

- 0 –



[bookmark: _Hlk26284065]Por mayoría, se acordó: Comunicar al servidor Freddy Fernández Barquero, Auxiliar de Seguridad de la Administración Regional de Heredia, que no es posible acceder a lo solicitado, por cuanto al momento de reconocerle el tiempo servido en otras instituciones del estado, este Consejo en sesión N° 22-16 del 8 de marzo de 2016, artículo XIII, le previno que al momento en que solicite acogerse al beneficio de jubilación, deberá haber cancelado al Fondo de Jubilaciones y Pensiones la totalidad de la suma determinada por la Dirección de Gestión Humana para el reconocimiento de tiempo servido en otras instituciones del Estado, lo anterior debido a que se considera que debe prevalecer el principio “pro fondo”, con el fin evitar una afectación a los intereses económicos, para la preservación, mantenimiento del acervo de recursos del fondo y protección de la masa jubilados y pensionados; actuales y futuros.



La integrante Sandra Pizarro Gutiérrez se abstiene de votar, considerado que, a la fecha, el Consejo Superior no es competente para conocer asuntos referentes a la administración del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, por cuanto no existe respaldo jurídico que permita interpretar que este Órgano mantiene dichas competencias. Si bien es cierto el Consejo Superior, era el órgano máximo de dirección del citado Fondo, se estima que actualmente la Junta Administradora indicada en la Ley N°. 9544, está formalmente integrada, lo que evidentemente limita las facultades de este Órgano Colegiado para pronunciarse sobre temas relacionados con la Administración del Fondo de conformidad con el Transitorio I de la Ley 9544:“…En tanto se integre la Junta Administradora, el Consejo Superior del Poder Judicial continuará ejerciendo las atribuciones a que se refieren los incisos 12, 13, 14 y 15 del artículo 81 de la Ley N.º 7333, Ley Orgánica del Poder Judicial, de 5 de mayo de 1993, y sus reformas. (El subrayado o pertenece al original). Además, el acuerdo de Corte Plena, donde se le brinda la potestad de hacerlo a este Órgano, es una decisión de tipo administrativo de un órgano que no tiene competencia para realizar una interpretación auténtica de la ley indicada.



	La Dirección de Gestión Humana tomará nota para lo que corresponda”



Atentamente, 









Lic. Ricardo Calderón Fernández 

Prosecretario General interino

Corte Suprema de Justicia 



c: 	Auditoría

	Departamento Financiero Contable

Diligencias / Refs: (8877-15, 14014-19) 

Anthony





Teléfonos: 2295-3008 // 2295-3711	 Correo: secrecorte@poder-judicial.go.cr Fax: (506) 2295-3706 Apdo: 1-1003 San José
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[image: ]           Corte Suprema de Justicia

                Dirección Jurídica

 	     Área de Análisis Jurídico



San José, 18 de diciembre de 2017                                                                     Oficio DJ-AJ-4264-2017



Señora

Licenciada Silvia Navarro Romanini

SECRETARIA GENERAL DE LA CORTE

Su Despacho





Estimada señora:

	

	En atención a su oficio No. 9242-17 del 18 de agosto del año en curso, mediante el cual se solicita a esta Dirección emitir criterio legal, respecto a la solicitud del licenciado Galo Vicente Guerra Cobo, para que los aportes tripartitos efectuados al Fondo de Jubilaciones del Poder Judicial se trasladen a la Caja Costarricense del Seguro Social, y que la Corte se abstenga de presupuestar rentas a favor del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial; se remite el siguiente informe.



I.- Antecedentes:



	1.- Mediante nota recibida en la presidencia de la Corte Suprema de Justicia el 10 de agosto último, el licenciado Galo Guerra Cobo, expuso una serie de consideraciones que lo llevan a afirmar que el régimen de jubilaciones y pensiones del Poder Judicial es contrario a la Constitución Política, que debería existir un único régimen de pensiones (administrado por la Caja Costarricense del Seguro Social), que no es lícito para el Estado hacer aportes a regímenes de pensiones distintos al de la CCSS, que el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial viola el artículo 73 de la Constitución Política, y por tanto también su numeral 11 y el artículo 11 de la Ley General de la Administración Pública, así como el principio de igualdad.





	2.- En virtud de lo anterior, solicita al Presidente de la Corte Suprema de Justicia y del Consejo Superior del Poder Judicial, que los aportes tripartitos efectuados al Fondo de Jubilaciones del Poder Judicial, se trasladen a la Caja Costarricense del Seguro Social, para respetar así el numeral 73 de la Constitución Política; y que en lo sucesivo, la Corte se abstenga de presupuestar rentas a favor del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, sino que debería destinar esos fondos a la CCSS.



	3.- En atención a la anterior solicitud, la Secretaría General de la Corte pidió a esta Dirección realizar el estudio y emitir el informe correspondiente sobre los temas que plantea el licenciado Guerra Cobo.



II.- Normativa Aplicable:



	1.- El régimen general de invalidez, vejez y muerte se contempla en el artículo 73 de la Constitución Política, al señalar en lo conducente:



“Se establecen los seguros sociales en beneficio de los trabajadores manuales e intelectuales, regulados por el sistema de contribución forzosa del Estado, patronos y trabajadores, a fin de proteger a éstos contra los riesgos de enfermedad, invalidez, maternidad, vejez, muerte y demás contingencias que la ley determine. 

La administración y el gobierno de los seguros sociales estarán a cargo de una institución autónoma, denominada Caja Costarricense de Seguro Social.” 


	2.- Por su parte, la Ley Orgánica del Poder Judicial (Ley # 7333), crea su propio Fondo de Jubilaciones y Pensiones, al establecer en su artículo 236 que “Para atender el pago de las jubilaciones y pensiones, créase un Fondo que será formado con los siguientes ingresos:…”





	3.- En cuanto a la potestad de pronunciarse sobre la eventual inconstitucionalidad del régimen de jubilaciones y pensiones del Poder Judicial creado mediante su Ley Orgánica, interesa recordar lo regulado en los numerales 2 inciso b) y 73 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional (Ley # 7135), en cuanto a que:



“Artículo 2. Le corresponde específicamente a la jurisdicción constitucional:

[…]

b) Ejercer el control de la constitucionalidad de las normas de cualquier naturaleza y de los actos sujetos al Derecho Público, así como la conformidad del ordenamiento interno con el Derecho Internacional o Comunitario, mediante la acción de inconstitucionalidad y demás cuestiones de constitucionalidad.”



“Artículo 73. Cabrá la acción de inconstitucionalidad:

a) Contra las leyes y otras disposiciones generales, incluso las originadas en actos de sujetos privados, que infrinjan, por acción u omisión, alguna norma o principio constitucional.”



III.- Jurisprudencia:



	1.- Es importante recordar que la Sala Constitucional ya se ha referido a la legalidad de contar tanto con un régimen general de pensiones (el de la Caja Costarricense del Seguro Social), como con regímenes especiales, y particularmente en cuanto a estos últimos, se ha referido al del Poder Judicial y su contribución tripartita, toda vez que mediante resolución N° 2005-013909 de las quince horas y tres minutos del once de octubre del dos mil cinco reiteró:



“b) Sobre la constitucionalidad de los regímenes especiales de pensiones. Ha sido criterio reiterado de este Tribunal que en materia de seguridad social lo que deriva imperativamente de la Constitución es el establecimiento de garantías mínimas a favor de todos los trabajadores. Tales estándares de base se traducen en la previsión de un sistema universal obligatorio. Esto, sin embargo, no impide la construcción paralela de regímenes de pensiones, tanto principales como complementarios, de pertenencia preceptiva. Por sentencia #4249-98 de las 17:30 horas del 17 de junio de 1998 señaló la Sala sobre ese particular: 

“…se permite la EXISTENCIA DE REGÍMENES ESPECIALES, usualmente configurados con base en criterios de profesión, en este caso, del vínculo laboral con el Poder Judicial; y, lo más importante, es unívocamente admitida la aplicación de los principios propios del derecho general de la seguridad social a tales regímenes.” 

En la misma resolución, a partir de la delimitación de lo que debe entenderse por seguridad social y de los propósitos que a ella se le atribuyen, se justifica el carácter obligatorio de la contribución tripartita para el sostenimiento del régimen:…” 



IV.- Criterio de la Procuraduría General de la República:



	Bajo la misma línea de pensamiento de la Sala Constitucional, la Procuraduría General de la República ha avalado la existencia de regímenes especiales de pensiones, y dentro de los pronunciamientos más recientes, destaca la Opinión Jurídica N° 104-J del 16 de agosto del año en curso, en la que enfatizó que:

“B. Sobre la potestad con que cuenta el legislador para regular las condiciones de los regímenes especiales de pensiones

El artículo 73 de la Constitución Política establece que la administración y el gobierno de los seguros sociales estarán a cargo de una institución autónoma denominada Caja Costarricense de Seguro Social.  Lo anterior implica que, en principio, correspondería a esa institución (con independencia de la ley y aun con prevalencia sobre ella) establecer las condiciones que deberían privar en los diferentes regímenes de seguridad social. Esa es la situación que impera en el régimen general de invalidez, vejez y muerte, el cual se administra bajo las condiciones que establece, por vía reglamentaria, la Junta Directiva de la Caja Costarricense de Seguro Social.

A pesar de lo anterior, en nuestro medio se han creado, por vía legislativa, diversos regímenes especiales de pensiones, sustitutivos del general, cuya existencia ha sido avalada reiteradamente por la Sala Constitucional, por ejemplo, en su sentencia número 846-92 de las 13:30 horas del 27 de marzo de 1992, en la cual dispuso que no es contraria a la Constitución la existencia de regímenes especiales de jubilación o pensión, a condición de que la contribución del Estado como tal sea igual para todos los regímenes, incluyendo los de la empresa privada; y que la contribución del Estado como empleador, en los diversos regímenes, no sea superior a la que se impone a los demás empleadores, inclusive los patronos particulares, ni, en todo caso, inferior a la de todos los servidores o trabajadores.” (esta misma posición se retoma en la Opinión Jurídica No. 075-J del 21 de junio del 2017).



V.- Criterio Legal:



A partir de la normativa, jurisprudencia y precedentes citados, se debe considerar que nuestro ordenamiento jurídico permite la creación y funcionamiento de regímenes de pensiones especiales, tal como lo es el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, el cual encuentra asidero en su Ley Orgánica, de manera que su creación tiene un sustento normativo que le permite funcionar, y así lo han recalcado tanto la Sala Constitucional como la Procuraduría General de la República.



De esta manera, debe verse el régimen de invalidez, vejez y muerte de la Caja Costarricense del Seguro Social, como el sistema de pensiones general tutelado en nuestra Constitución Política, pero no por ello se debe interpretar que sea el único legalmente válido, sino que por el contrario, siempre y cuando operen conforme a Derecho, es posible contar con otros regímenes especiales.



Por lo anterior, no se comparte el criterio del licenciado Guerra Cobo, al manifestar que el régimen de jubilaciones y pensiones de esta Institución es inconstitucional, o que los aportes que realiza el Estado para ese Fondo son ilícitos, ya que por el contrario, el artículo 236 inciso 2 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, claramente establece la existencia de ese ingreso.

En otro orden de ideas, interesa recordar que la competencia para pronunciarse sobre la alegada violación a los numerales 11 y 73 de la Constitución Política, así como al principio de igualdad, no atañe a la Corte Suprema de Justicia o al Consejo Superior, sino que, conforme a las normas citadas en las páginas que anteceden, tales cuestiones deben dilucidarse ante la Sala Constitucional, dada la existencia de un sistema básicamente concentrado de control de constitucionalidad en nuestro país, por lo que sobre estos extremos de la nota del licenciado Guerra Cobo, no es posible pronunciarse (más allá de lo dicho hasta el momento). Incluso, el cuestionamiento que hace en su nota, en cuanto a que los diputados que aprobaron el régimen de jubilaciones y pensiones del Poder Judicial violaron el principio de legalidad, es un tema que también escapa al Consejo Superior y a la Corte Suprema, ya que sus competencias se enlistan en los artículos 81 y 59 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, respectivamente, y dentro de ellas no se encuentra la posibilidad de analizar temas de inconstitucionalidad o violaciones de la Asamblea Legislativa a principios constitucionales.





VI.- Conclusiones:



Conforme a lo expuesto en las páginas que anteceden, no es posible aceptar las dos solicitudes del licenciado Galo Vicente Guerra Cobo, en cuanto a trasladar a la Caja Costarricense del Seguro Social los aportes tripartitos efectuados al Fondo de Jubilaciones del Poder Judicial, y que la Corte se abstenga de presupuestar rentas a favor del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, ya que por el contrario, existe un mandato legal (dado por el numeral 236 de la Ley No. 7333) para el funcionamiento de dicho Fondo, y por tanto, el Poder Judicial debe continuar con su administración, en cumplimiento del principio de legalidad; y no corresponde ni a la Corte Suprema de Justicia ni al Consejo Superior, aceptar las propuestas del licenciado Guerra Cobo, ya que de hacerlo, estaría abrogando el funcionamiento del Fondo de Jubilaciones que la ley le encomendó .



	Atentamente,





Elaborado por: 

Lic. Juan Carlos Orozco Quirós

Asesor Jurídico















    Lic. Jorge Kepfer Chinchilla			Msc. Rodrigo Alberto Campos Hidalgo

Coordinador Área Análisis Jurídico		                 Director Jurídico a.i.
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SP-96-2020

Página 2



21 de enero de 2020

SP-96-2020





Señor

Fernando Cruz Castro

Presidente del Consejo Superior

Poder Judicial 





Estimado señor:



Por medio del oficio SP-99-2019 de 25 de enero de 2019, se le comunicó a su representada lo siguiente:



… se le informó que su representada debe cancelar a la Superintendencia de Pensiones un monto de 1.186.087,00 colones, por concepto de supervisión del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, correspondiente a julio del 2019.

Asimismo, en el oficio antes citado, se le indicó que dicho cobro sería debitado el 31 de julio de 2019, para lo cual se le requirió remitir la Orden de Domiciliación en que se faculta a esta Superintendencia a efectuar débitos en la cuenta cliente de su representada.

Al haber transcurrido el plazo para que el Poder Judicial efectuara el pago de la supervisión, sin que esto se hiciera efectivo, me permito citar lo que establecen los artículos 21 y 22 del Reglamento para regular la participación de los sujetos fiscalizados en el financiamiento del presupuesto de las superintendencias:

Artículo 21:

´...Mensualmente, cada Superintendencia, a través del Banco Central de Costa Rica, procederá a realizar el débito correspondiente...

En el caso que no existan fondos, se notificará a la entidad, concediéndole un plazo de quince días hábiles para que comunique a la respectiva Superintendencia la disponibilidad de fondos y solicite la aplicación del respectivo débito para pagar el monto de la contribución y los intereses adeudados. Si al término de dicho plazo el sujeto fiscalizado o emisor se mantiene en mora, la Superintendencia que sea del caso certificará el adeudo y lo remitirá a la Oficina de Cobros del Ministerio de Hacienda, de conformidad con lo que establece el artículo 169 del Código de Normas y Procedimientos Tributarios´

Artículo 22:

...De conformidad con el artículo 57 del Código de Normas y Procedimientos Tributarios, sin necesidad de actuación alguna de las Superintendencias o del Banco Central de Costa Rica (BCCR), los pagos efectuados fuera del plazo establecido causarán la obligación de pagar un interés equivalente a la tasa de interés equivalente a la tasa de interés aplicable por la Dirección General de Tributación del Ministerio Hacienda a los tributos bajo su administración.

De conformidad con la normativa aplicable en estos casos, se le otorga un plazo de quince días hábiles, posteriores al recibo de este comunicado, para que cancele el monto adeudado por concepto de supervisión. En caso contrario, se estará remitiendo la certificación de la suma adeudada al Ministerio de Hacienda, según lo establece el artículo 21 supra citado.



Con el oficio N°.3564 del 7 de agosto de 2019, suscrito por la Directora Ejecutiva del Poder Judicial, Ana Eugenia Romero Jenkins, se nos informó que en el artículo XX de la sesión celebrada por el Consejo Superior del Poder Judicial el 21 de marzo de 2019, este acordó rechazar el cobro por supervisión que esta Superintendencia realizó para julio de 2019, por el monto de ¢1.186.087.00. En dicho acuerdo se indica:  



[bookmark: _Hlk30366386]Conforme lo indicado en el oficio N° 1144-DE-2019 del 11 de marzo de 2019 suscrito por la máster Ana Eugenia Romero Jenkins, Directora Ejecutiva, donde remitió de conocimiento a este Consejo Superior el criterio jurídico N° DJ-3896-18 del 14 de diciembre de 2018, suscrito por el máster Rodrigo Campos Aguilar, Director Jurídico, en el que indica: “actualmente el Ministerio de Hacienda interpuso un Proceso Monitorio en contra del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, tramitado mediante el expediente No. 18-003030-1765-CJ-2. En dicho proceso se discute el cobro por concepto de impuestos -servicios de supervisión- por el período de enero a noviembre del año dos mil diecisiete y de enero a febrero del dos mil dieciocho e intereses que corren hasta el veintidós de marzo del año en curso”, asimismo, según el criterio N° DJ-392-19 de 14 de febrero de 2019, en el que la Dirección Jurídica manifiesta que la Procuraduría General de la República presentó oposición a la demanda interpuesta por el Departamento de Cobros Judiciales del Ministerio de Hacienda, en razón de lo expuesto, por mayoría se acuerda lo siguiente: 1.) De conformidad con el acuerdo adoptado por la Corte Plena en sesión N° 53-18 celebrada el 19 de noviembre de 2018, artículo XXI, se acoger los criterios jurídicos supra, en consecuencia, deberá la Dirección Ejecutiva continuar con el rechazo de los cobros reclamados por la Superintendencia de Pensiones, hasta tanto se cuente con una sentencia en firme que dictamine su cancelación, lo anterior bajo el amparo del Principio Pro Fondo y con el fin evitar una afectación a los intereses económicos del Fondo de Jubilaciones y Pensiones de este Poder de la República. 2.) La Dirección Ejecutiva y el Departamento Financiero Contable, tomarán nota de lo resuelto para el trámite correspondiente.



De igual manera, en oficio N°.4536-DE-2019 de 27 de setiembre de 2019, la señora Ana Eugenia Romero se refiere como sigue al cobro final de 2018, el cual fue comunicado por esta Superintendencia por medio del oficio SP-933-2019, de la misma fecha: 



En atención al contenido del oficio SP-933-2019 de 27 de setiembre en curso, dirigido al doctor Fernando Cruz Castro, Presidente de la Corte, suscrito por el licenciado José Ezequiel Arias González, Jefe Area de Comunicación y Servicios de esa dependencia, me permito hacer de su conocimiento, que el Consejo Superior en sesión celebrada el 21 de marzo de 2019, artículo XX, acordó, sobre dicho tema: ´De conformidad con el acuerdo adoptado por la Corte Plena en sesión N° 53-18 celebrada el 19 de noviembre de 2018, artículo XXI, se acoger los criterios jurídicos supra, en consecuencia, deberá la Dirección Ejecutiva continuar con el rechazo de los cobros reclamados por la Superintendencia de Pensiones, hasta tanto se cuente con una sentencia en firme que dictamine su cancelación, lo anterior bajo el amparo del Principio Pro Fondo y con el fin evitar una afectación a los intereses económicos del Fondo de Jubilaciones y Pensiones de este Poder de la República.´

En cumplimiento de lo anterior, se rechaza el cobro final del 2018 pretendido, por concepto de supervisión del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.



Se desprende de lo anterior que, por disposición del Consejo Superior, la Dirección Ejecutiva del Poder Judicial está rechazando los cobros por supervisión planteados por esta Superintendencia (los cuales, desde el 22 de mayo de 2018, fecha en que entró en vigor la reforma a la Ley Orgánica del Poder Judicial introducida con la Ley N°9544, se hacen con fundamento no solo en los artículos 174 y 175 de la Ley Reguladora del Mercado de Valores, sino también en el artículo 241 de la Ley Orgánica del Poder Judicial), y se reserva su pago hasta que no se cuente con una sentencia firme en el Proceso Monitorio que se tramita bajo el expediente N°18-003030-1765-CJ-2, el cual fue presentado por la Oficina de Cobros del Ministerio de Hacienda contra del Poder Judicial.  



Conviene aclarar que, en el Proceso Monitorio mencionado en el acuerdo del Consejo Superior, se encuentran en discusión cobros realizados con fundamento en los artículos 174 y 175 de la Ley Reguladora del Mercado de Valores, siguiendo la metodología de cálculo prevista en el párrafo primero del artículo 11 del Reglamento para regular la participación de los sujetos fiscalizados en el financiamiento del presupuesto de las superintendencias, Decreto Ejecutivo N°38292-H de 1 de enero de 2015, que dispone: 



Artículo 11.-Cálculo de la contribución a cargo de los fondos creados por leyes especiales o convenciones colectivas. 

Tratándose de fondos creados por leyes especiales o convenciones colectivas cuyos administradores no perciban retribución alguna por su administración, se tomará como base de cálculo de la contribución los gastos anuales, directos e indirectos, en que se haya incurrido con motivo de la administración de los fondos.  

[…]  



Por su parte, en el caso de los cobros realizados a partir del 22 de mayo de 2018, además de los artículos 174 y 175 de la Ley Reguladora del Mercado de Valores, esta Superintendencia fundamenta sus requerimientos en el artículo 241 de la Ley Orgánica del Poder Judicial y sigue la metodología prevista en el párrafo segundo del citado artículo 11, según el cual: 



[bookmark: _Hlk30365868]Artículo 11.-Cálculo de la contribución a cargo de los fondos creados por leyes especiales o convenciones colectivas. 

[…]

Para los fondos creados por leyes especiales o convenciones colectivas cuyos administradores perciban una retribución por su gestión, se tomará como base de cálculo de la contribución, los ingresos anuales que haya recibido la entidad administradora con motivo de la administración de los fondos.

[…]  [Lo resaltado no es del original]. 







Lo anterior, porque en el artículo 239 de la Ley Orgánica del Poder Judicial se dispuso que, a los sueldos de los servidores judiciales, así como a las jubilaciones y pensiones, se les deducirá un cinco por mil por concepto de comisión por la administración del Fondo; en otras palabras, a la entidad administradora del Fondo se le asignó un ingreso para que pueda cumplir con los deberes que le impuso el legislador.  



En vista de lo expuesto, tratándose de los cobros realizados a partir del 22 de mayo de 2018, la instrucción dada a la Dirección Ejecutiva del Poder Judicial, además de confundir el alcance de lo que se discute en el Proceso Monitorio, resulta contraria a los artículos 174 y 175 de la Ley Reguladora del Mercado de Valores, y al artículo 241 de la Ley Orgánica de ese Poder. 



Por otro lado, para este órgano de supervisión es importante aclarar lo siguiente en relación con los artículos 174, 175 y 241 mencionados, los cuales fueron reformados por medio de la Ley que reforma Ley Reguladora del Mercado de Valores, Ley Orgánica del Poder Judicial, Ley Orgánica del Banco Central de Costa Rica, Código Penal, Código de Comercio, Ley Reguladora del Mercado de Seguros, Régimen Privado de Pensiones Complementarias, N°.9746, como sigue:  



Artículo 174- Financiamiento

El presupuesto de la Superintendencia General de Entidades Financieras (Sugef), la Superintendencia General de Valores (Sugeval), la Superintendencia de Pensiones (Supén) y la Superintendencia General de Seguros (Sugese) será financiado en un cincuenta por ciento (50%) con recursos provenientes del Banco Central de Costa Rica y en un cincuenta por ciento (50%) mediante contribuciones obligatorias de los sujetos fiscalizados. Para estos efectos, se entenderá que el presupuesto de cada Superintendencia incluye el gasto del Consejo Nacional de Supervisión del Sistema Financiero (Conassif), el cual se asignará anualmente, de manera proporcional, al monto de sus respectivos presupuestos.

Asimismo, el Banco Central será el responsable de que las superintendencias reciban oportunamente los fondos para cubrir su presupuesto.

[…] [Lo resaltado no es del original].



Artículo 175- Contribución de cada sujeto fiscalizado al financiamiento de los gastos de las superintendencias

Cada sujeto supervisado por la Superintendencia General de Entidades Financieras (Sugef), la Superintendencia General de Valores (Sugeval) y la Superintendencia General de Seguros (Sugese) contribuirá, hasta con un máximo del dos por ciento (2%) de sus ingresos brutos anuales, al financiamiento de los gastos efectivos de la respectiva superintendencia. Para las entidades aseguradoras y reaseguradoras supervisadas por la Superintendencia General de Seguros no se tomarán en cuenta, para los efectos de este artículo, los ingresos provenientes de las reaseguradoras.

[bookmark: _Hlk30368614]Cada entidad supervisada por la Superintendencia de Pensiones (Supén) contribuirá hasta con un máximo de un cero coma cero dos por ciento (0,02%) de los activos administrados o de un cero coma cero cero dos por ciento (0,002%) del monto pagado por pensiones, en el caso de aquellas entidades supervisadas que no administren activos. Dentro de estos límites máximos, las superintendencias podrán cobrar a cada sujeto supervisado una contribución marginal superior cuando el perfil de riesgo del supervisado exija un mayor esfuerzo de supervisión. El cálculo del costo de ese esfuerzo adicional se hará con base en el costeo de las tareas realizadas y según los procedimientos que se establecerán en el reglamento respectivo.

[…]

Mediante reglamento del Poder Ejecutivo se especificarán los porcentajes de la contribución tanto regulares como los marginales por concepto de esfuerzo superior en la supervisión, según los diversos tipos de sujetos supervisados, dentro de los límites máximos antes indicados, de manera que se cubra el cincuenta por ciento (50%) de los gastos de cada una de las superintendencias. No se impondrá una contribución adicional, cuando un mismo sujeto quede sometido a la supervisión de más de una superintendencia, sino que el sujeto de que se trate contribuirá únicamente al presupuesto de su supervisor natural o principal, conforme a los términos del reglamento.

[bookmark: _Hlk30368130]En caso de mora, el monto de las contribuciones adeudadas devengará la tasa de interés moratoria definida en la Ley N.º 4755, Código de Normas y Procedimientos Tributarios, de 3 de mayo de 1971. [Lo resaltado no es del original]. 



Artículo 241- La supervisión y la regulación de la Junta Administrativa y del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial estarán a cargo de la Superintendencia de Pensiones (Supén) y del Consejo Nacional de Supervisión del Sistema Financiero (Conassif), respectivamente, de conformidad con las atribuciones que les otorga la ley. La Junta Administradora estará sujeta al cobro por supervisión previsto en los artículos 174 y 175 de la Ley N.º 7732, Ley Reguladora del Mercado de Valores, de 17 de diciembre de 1997.



De acuerdo con los artículos 174 y 175, para las entidades supervisadas por este órgano de supervisión no solo se aprobó un aumento del 20% al 50% en la contribución que deben hacer para cubrir los gastos de la Superintendencia; con esta modificación se varió, también, la base imponible, la cual pasa a ser de hasta un máximo de un cero coma cero dos por ciento (0,02%) de los activos administrados. 



En lo que toca al artículo 241, se eliminó la frase final que dice: “Dicho cobro se calculará sobre los ingresos anuales que haya recibido la Junta Administrativa por la administración del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.”, esto con el fin de ajustar esta disposición a los cambios mencionados (en particular al cambio en la base imponible).



No obstante, es necesario señalar que la Ley N°.9746 también tiene un Transitorio II que dispone:  



TRANSITORIO II- Plazo para alcanzar el aporte al financiamiento de las entidades supervisadas por la Superintendencia General de Entidades Financieras (Sugef), la Superintendencia General de Valores (Sugeval) y la Superintendencia de Pensiones (Supén).

El incremento en el porcentaje de contribución de las entidades supervisadas por la Supén, la Sugef y la Sugeval, conforme a lo dispuesto en los artículos 174 y 175 de la Ley N.º 7732, Ley Reguladora del Mercado de Valores, de 17 de diciembre de 1997, se alcanzará a razón de un incremento del siete coma cinco (7, 5) puntos porcentuales por año, a partir del presupuesto correspondiente al quinto año inmediatamente siguiente a la entrada en vigencia de esta ley y hasta completar el cincuenta por ciento (50%) dispuesto en los citados artículos; de forma tal que durante los cuatro años siguientes a la entrada en vigencia de esta ley se aplicarán los porcentajes, la metodología y los procedimientos vigentes antes de esta modificación.

Durante la vigencia de este transitorio, el Banco Central de Costa Rica continuará sufragando la diferencia del monto de los gastos para garantizar el correcto y eficiente funcionamiento de las superintendencias. [Lo resaltado no es del original].



De esta forma, el párrafo segundo del Transitorio II de la Ley N°9746 difiere la entrada en vigor de estas reformas y, así, para el aumento en el porcentaje de contribución, dispone que este “… se alcanzará a razón de un incremento del siete coma cinco (7,5) puntos porcentuales por año, a partir del presupuesto correspondiente al quinto año inmediatamente siguiente a la entrada en vigencia de esta ley[footnoteRef:1] y hasta completar el cincuenta por ciento (50%) …”. En lo que toca al cambio en la base imponible, la misma norma señala “… que durante los cuatro años siguientes a la entrada en vigencia de esta ley se aplicarán los porcentajes, la metodología y los procedimientos vigentes antes de esta modificación[footnoteRef:2]”.   [1:  La cual tuvo lugar el 22 de octubre de 2019.]  [2:  En ese sentido, antes de la reforma los artículos 174 y 175 disponían: 

ARTÍCULO 174.- Financiamiento. El presupuesto de las superintendencias será financiado en un ochenta por ciento (80%) con recursos provenientes del Banco Central de Costa Rica y en un veinte por ciento (20%) de los gastos efectivamente incurridos, mediante contribuciones obligatorias de los sujetos fiscalizados.

ARTÍCULO 175.- Aparte de cada superintendencia al financiamiento de sus gastos. Cada sujeto fiscalizado por la Superintendencia General de Entidades Financieras, la Superintendencia General de Valores y la Superintendencia de Pensiones contribuirán, hasta con un máximo del dos por ciento (2%) de sus ingresos brutos anuales, al financiamiento de los gastos efectivos de la respectiva Superintendencia. […]
] 




Ahora bien, en lo que se refiere a los cobros objeto de ese oficio, es claro que hasta tanto no entren en vigor las reformas a los artículos 174 y 175 citados, deben aplicarse los porcentajes, la metodología y los procedimientos vigentes antes de esta modificación. Así, en el caso del administrador del Fondo de Pensiones y Jubilaciones del Poder Judicial, el artículo 241[footnoteRef:3] debe aplicarse considerando que, durante este período de transición, este continúa obligado a contribuir al presupuesto de esta Superintendencia en un 20% de los gastos efectivamente incurridos por este órgano y hasta con un máximo del dos por ciento (2%) de los ingresos brutos anuales que reciba de conformidad con el artículo 239 de la Ley Orgánica de ese Poder. [3:  No debe perderse de vista que la frase: “Dicho cobro se calculará sobre los ingresos anuales que haya recibido la Junta Administrativa por la administración del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.”, no hacía más que reafirmar la obligación que siempre tuvo el administrador de este Fondo, de cancelar el cobro por supervisión hasta con un máximo del dos por ciento (2%) de sus ingresos brutos anuales, de conformidad con lo que al efecto disponía el artículo de la 175 de la Ley Reguladora del Mercado de Valores. ] 






En vista de lo expuesto, se le solicita al Consejo Superior modificar el acuerdo tomado en el artículo XX de la sesión celebrada el 21 de marzo de 2019, de tal forma que se instruya a la señora Directora Ejecutiva del Poder Judicial para que proceda con el pago de las sumas reclamadas por esta Superintendencia por concepto de cobro por supervisión, en particular, las que se han generado o lleguen a generar a partir del 22 de mayo de 2018. 



Atentamente,



[image: ]

Álvaro Ramos Chaves

Superintendente de Pensiones



Aprobado por NVH 



Teléfono 2243-4400	Fax 2243-4444	supen@supen.fi.cr



Teléfono 2243-4400	Fax 2243-4444	supen@supen.fi.cr
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Buen Dia



 



Por medio de la presente se remite el informe PJ-DGH-SAS-2442-2019 y sus adjuntos para conocimiento del Consejo Superior.



 



Saludos cordiales,



 



MARIA-ESTER
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SIGA-FJP 	 PODER JUDICIAL 



RECONOCIMIENTO DE TIEMPO SERVIDO 



PARA EFECTOS DE JUBILACIONES 



Manero de ReconocInaento: 2019016 



Número de Identificación: 03-0254-0226 Puesto: Fiscal Adjunto 2 



Nombre Completo: BERENICE GEFZIRDINA SMITH BONILLA Oficina: FISCALIA GENERAL 



Condición Laboral: ACtivo Fecha de Solicitud: 17/0012009 



Fecha de Completada la 01/01/19(30 
gestión: 



Feche: 	 07/05/2019 



Hora: 	 02.11 00 PM 



Rige 	Vence Institución Anos Meses Bias 	Periodo Salarle 	Salarlo Mensual 	31 0.P.E • 	Monte a 
Promedio 	 Reintegrar 



01/09/2007 16(08/2009 PODER JUDICIAL 



   



Reconocido 	Si 



 



2976,381 68 2100 	10201,47827 
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ADRIANA DE LOS »4GEL STELLER HERNANDEZ 



         



         



      



SO POR 



 



 



MAUR 	TRICIJ. 	S MATA 



  



OLGA ROSA GUERRERO CORDOBA 



 



Nota:PSGS Proyecte Estado de Derecho en Guatemala. Aprobado SCS n° 59-07 del 14/08/2007, articulo XLV por el periodo que va del 01/09/0 el 31/00/2008 y mediante sesión r  60.08 del 14/08/2008. arl XVI el pencido que va del 01/09/08 al 31/08/09. Orlen° 
legal N 0J4876-2018 aprobado en sesión 102-19 del 22/111113 art XXII. CMerka legal nC  DJ-3872.20113 7-19 del 29/01/19 ad LXVIII. Utiliza 0 	pera calculo. 
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SIGA-FJP 	 PODER JUDICIAL 



RECONOCIMIENTO DE TIEMPO SERVIDO 



PARA EFECTOS DE JUBILACIONES 	 Fecha: 	 07/05/2019 



Hora: 	 02:12:47 PM 
Número de Reconocimiento: 20191)17 



Numero de Identificación: 03-0254-0225 Puesto: Fiscal Adjunto 2 



Nombre Completo: BERENICE GERAJZOINA SMITH BONILLA Oficina: FISCALIA GENERAL 



Condición Laboral: Activo Feche de Solicitud: 14/02/2014 



Fecha de completada la 01/0111900 
gestión: 



Años Meses Días Periodo Salarlo Salarlo Mensual % 0.1>E • Monto a 
Promedio Reintegrar 



O 3 Reconocido Si . . 



3 o ReCallOCid0 3.229.906.58 21.16 24.604,136.36 



O o Reconocido 3.229.906.58 21.81 704,442.63 



O o ReCOn0C100 3,229906.58 22.31 3.502,950.60 



O o Reconocido 3,229,906.58 23.47 4,54E354.45 



O 13 Reconocido Si 3.229,906.58 24.62 1,139,79096 



4 16 36,702,354.39 



Rige Vence Institución 



28/09/2009 31/12/2009 PODER JUDICIAL 



01/01E2010 31/12/2012 PODER JUDICIAL 



01/01/2013 31/01/2013 PODER JUDICIAL 



01/02/2013 30/06/2013 PODER JUDICIAL 



01/07/2013 31/12/2013 PODER JUDICIAL 



01/01/2014 13/02/2014 PODER JUDICIAL 



TOTALES GENERALES 
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LOA ROSA GUERRERO CORDOBA 



Nota:Del 28/09/09 al 20/09/10 SCS n° 87419 del 17109/2009, ad XVII —Del 29/09/10 al 29/09111 SCS n° 83-10 del 14/09/10, ad IX ^Del 30/06/1 I 8129/06/12 SCS n° 45-11 del 12/05/11, att XV ^Del 30106/12 al 30/06/13. SCS ir 30-12 del 27/03/12, art XXX "Del 
01107/13 al 30/09/15, reingresa 14/02/14 SCS No. 43-13 del 30104/13, art xl, Colorir) legal 	DJ-3876:2016 aprobado SCS 102-113 del 22/11/18 articulo XXII. critedo legal n°  DJ-31172-2018 7-19 del 29/01/19 articulo LXVIII. Utiliza 03/14 calcula 
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Oficio n° PJ-DGH-SAS-2442-2019


13 de mayo de 2019


Ref. 6083-2019


Reconocimiento de Tiempo Servido en Otras



Instituciones del Estado para efectos de:



JUBILACIÓN



1. Detalle del estudio:



			NOMBRE:


			BERENICE GERARDINA SMITH BONILLA





			N° CEDULA:


			03-0254-0226





			PUESTO:


			Fiscal Adjunto 2





			OFICINA:


			FISCALÍA GENERAL





			LUGAR PARA NOTIFICACIONES:


			monicavalverdesmith@gmail.com





			FECHA DE REINGRESO:


			17/08/2009 y 14/02/2014





			RESULTADO DE ESTUDIO DE RECONOCIMIENTO DE TIEMPO SERVIDO EN OTRAS INSTITUCIONES DEL ESTADO PARA EFECTOS DE JUBILACIÓN: 

TIEMPO TOTAL A RECONOCER: 6 años, 4 meses y 2 días.

MONTO TOTAL A REINTEGRAR: ¢46,963,832.65


			N° DE RTFJP:


			2019016





			


			TIEMPO A RECONOCER:


			1 año, 11 meses y 16 días.





			


			MONTO A REINTEGRAR:


			¢10,261,478.27





			


			INSTITUCIÓN DONDE LABORÓ:


			PODER JUDICIAL





			


			N° DE RTFJP:


			2019017   





			


			TIEMPO A RECONOCER:


			4 años, 4 meses y 16 días.





			


			MONTO A REINTEGRAR:


			¢36,702,354.38





			


			INSTITUCIÓN DONDE LABORÓ:


			PODER JUDICIAL





			RESUMEN RESPUESTA DE LA PERSONA SOLICITANTE A LA COMUNICACIÓN DE  LA DEUDA:


			La persona solicitante no manifiesta objeción con los estudios realizados.





			OTRAS CONSIDERACIONES:


			Mediante sesión n° 70-15 del 04 de agosto de 2015, artículo LV, se acuerda reconocerle dicho tiempo para efectos de anualidades.








 



2. OTRAS CONSIDERACIONES:


2.1 Mediante sesión n° 70-15 del 04 de agosto de 2015, artículo LV, se acuerda reconocerle dicho tiempo para efectos de anualidades.


2.2 El estudio para efectos de jubilación se confecciona en apego al informe nº DJ-3876-2018 de la Dirección Jurídica donde, con un nuevo análisis de la normativa, se determina que si al momento de operar el ejercicio del permiso sin goce de salario operaba el Reglamento para el reconocimiento de tiempo servido en el Poder Judicial y en otros Entes Públicos para efectos del pago de anualidades y la jubilación del Poder Judicial aprobado por Corte Plena en sesión n° 36-06 del 04 de diciembre del 2006 artículo XI, no puede afectarle a la persona solicitante la modificación en el artículo 4 del indicado reglamento, el cual entró en vigencia a partir del 29 de marzo de 2011 y acordado en sesión de Corte Plena N° 36-10 del veinte de diciembre de dos mil diez, artículo XVII. 


2.3 Dicho informe fue conocido y aprobado por el Consejo Superior mediante sesión n°102-18 del 22 de noviembre de 2018, artículo XXII que literalmente dice: 


Debido a que el licenciado […], […] se acogió a la licencia sin goce de salario, para participar como […], siendo que en ese momento se encontraba vigente el “Reglamento para el reconocimiento de tiempo servido en el Poder Judicial y en otros Entes Públicos para efectos del pago de anualidades y la jubilación del Poder Judicial” aprobado por Corte Plena en sesión N° 36-06 del 04 de diciembre del 2006, artículo XI; en lo conducente, dicho Reglamento en su artículo 4, inciso 2, expresa que :“… Los permisos sin goce de salario iguales o superiores a un mes, afectarán la fecha en que el servidor cumple la anualidad. Para estos efectos, se entenderá que, las licencias sin goce de sueldo sí suspenden la continuidad del servicio. Estarán exceptuados de lo establecido en el párrafo anterior los siguientes permisos sin goce de salario: Cuando se trate de permisos de interés institucional otorgados para realizar trabajos en entidades públicas u organización internacional de claro interés público, para realizar estudios de interés para la institución y desempeño de cargos como representante en organizaciones laborales…”, por lo tanto, se dispuso:  1.) Acoger el criterio jurídico remitido mediante oficio N° DJ-3876-2018 del 14 de noviembre de 2018, suscrito por el máster Rodrigo Campos Hidalgo, Director Jurídico, en consecuencia, eximir del pago por concepto de sumas pagadas de más al licenciado […], lo anterior, en razón del permiso sin goce de salario solicitado en el periodo 2002-2006. 2.) Hacer este acuerdo de conocimiento de la Dirección de Gestión Humana para el trámite correspondiente y en lo sucesivo, aplique este criterio para los casos que sean de la misma naturaleza, en el entendido de que cumplen con los mismos requisitos.


3. En ese sentido, se transcribe lo estipulado en el artículo 4 del reglamento aprobado por Corte Plena en sesión n° 36-06, celebrada el 4 de diciembre de 2006, artículo XI el cual estuvo vigente desde el 23 de abril de 2007 hasta el 28 de marzo de 2011:


Artículo 4.  - Las anualidades y su pago en el Poder Judicial.-



1. El monto de la anualidad será definido por la Corte Suprema de Justicia. Si el servidor fuere ascendido, comenzará a percibir el monto por anual que corresponda al nuevo salario, y si en los antiguos puestos hubiese adquirido derecho a uno o más aumentos, estos se le computarán de acuerdo con la categoría del cargo que se encuentre ocupando. Las disposiciones de este inciso no rigen para los médicos. A ellos se les aplicará lo dispuesto en la Ley de Incentivos Médicos.


2. Los permisos sin goce de salario iguales o superiores a un mes, afectarán la fecha en que el servidor cumple la anualidad. Para estos efectos, se entenderá que, las licencias sin goce de sueldo sí suspenden la continuidad del servicio.



Estarán exceptuados de lo establecido en el párrafo anterior los siguientes permisos sin goce de salario:



· Cuando se trate de permisos de interés institucional otorgados para realizar trabajos en entidades públicas u organización internacional de claro interés público, para realizar estudios de interés para la institución y desempeño de cargos como representante en organizaciones laborales.



 - Los concedidos a un servidor o funcionario, por razón de una enfermedad grave que esté padeciendo, siempre que no excedan de dieciocho meses consecutivos.


- Los reconocidos a una madre antes de la licencia post-parto cuando de acuerdo con el criterio médico se encuentre en riesgo su salud y la integridad del nasciturus, por un período que no exceda de ocho meses.


 - Los otorgados a una madre para atender a su hijo recién nacido, después de la licencia post parto de 3 meses, siempre que no exceda de doce meses, salvo que exista criterio médico en contrario que justifique uno superior.



 - Los concedidos a alguno de los padres de un menor de edad para atender una enfermedad en la que sea indispensable su presencia para su recuperación, siempre que no exceda de lo que señale el criterio médico.


- Los conferidos para atender un familiar cercano con una enfermedad terminal o que le impida valerse por sí mismo siempre que no exceda de doce meses consecutivos. 


3. Cuando se imponga la suspensión sin goce de salario igual o superior a un mes, se suspenderá la relación laboral durante el período que establezca la sanción disciplinaria; y a efectos del cómputo del tiempo servido, se correrá la fecha en que el servidor cumpla la anualidad.



4. En el caso de las servidoras interinas, las licencias por maternidad se tomarán en cuenta como tiempo servido, para efectos de reconocimiento de anualidad, salvo que al inicio de la incapacidad no exista nombramiento vigente.



Las excepciones establecidas en el párrafo 2º de este artículo le serán aplicables a la funcionaria o servidora interina que se encuentre en la condición del párrafo anterior.



4. DETALLE DE LOS PERMISOS SIN GOCE DE SUELDO:


4.1 Los permisos considerados para el presente informe fueron otorgados de la siguiente manera: 



· Permisos de interés institucional otorgados para realizar trabajos en entidades públicas u organización internacional de claro interés público:



			Tipo de permiso


			Sesión de Consejo Superior


			Fechas





			Para laborar en el Proyecto Estado de Derecho desarrollado en Guatemala.





			No. 59-07 del 14/08/2007, artículo XLV.


			Del 01 de septiembre de 2007 al   31 de agosto de 2008.





			


			No. 60-08 del 14/08/2008, artículo XVI.


			Del 01 de septiembre de 2008 al 31 de agosto del 2009.



La servidora reingresó a laborar el día 17 de agosto de 2009.





			Total: 1 año, 11 meses y 16 días








			Tipo de permiso


			Sesión de Consejo Superior


			Fechas





			Para laborar en la Comisión Internacional contra la Impunidad en Guatemala, de las Naciones Unidas.






			No. 87-09 del 17/09/2009, artículo XVII.


			Del 28 de septiembre de 2009 al 28 de septiembre de 2010.





			


			No. 83-10 del 14/09/2010, artículo IX.


			Del 29 de septiembre de 2010 al 29 de septiembre de 2011.





			


			No. 45-11 del 12/05/2011, artículo XV.


			Del 30 de junio de 2011 al 29 de junio de 2012.





			


			No. 30-12 del 27/03/2012, artículo XXX.


			Del 30 de junio de 2012 hasta el 30 de junio de 2013.









			


			No. 43-13 del 30/04/2013, artículo XI.


			Del 01 de julio de 2013 al 30 de septiembre de 2015



La servidora reingresó a laborar el día 13 de febrero de 2014.





			Total: 4 años, 4 meses y 16 días








Por lo anteriormente expuesto y por tratarse de permisos sin goce de salario otorgados en amparo del artículo 4, inciso 2 del reglamento vigente al momento en que los permisos fueron otorgados, donde se establecía la procedencia del reconocimiento de este tipo de permisos, procede para efectos de anuales y jubilación en el Poder Judicial, se solicita  aprobar el estudio RTFJP nº 2019016, a partir del 17 de agosto de 2009 por un total de 1 año, 11 meses y 16 días, monto a reintegrar ¢10.261.478,27 y el estudio RTFJP nº 2019017, a partir del 14 de febrero de 2014, monto a reintegrar ¢36.702.354,39 por 4 años, 4 meses y 16 días, correspondientes a permisos sin goce de salario otorgados para realizar trabajos en entidades públicas u organización internacional de claro interés público, para un total de 6 años, 4 meses y 2 días de permisos sin goce de salario y un total a reintegrar al Fondo de Pensiones y Jubilaciones del Poder Judicial de ¢46.963.832,65


Cabe indicar que la fecha de rige de cada reconocimiento corresponde a la fecha en la cual la servidora reingresa a laborar a la institución una vez finalizado cada permiso.


Saludos cordiales, 






			Licda. Maureen Siles Mata



Jefa



Subproceso Administración Humana 











			Licda. Olga Guerrero Cordoba



Subdirectora a.i.



Proceso Administración Humana


			MBA. Roxana Arrieta Meléndez



Directora a.i.



Gestión Humana
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			Dirección de Gestión Humana



San José, Barrio González Lahmann 



Av 6-8, Calles 17-19, Teléfono: 2295-4961/2295-3945


			Subproceso Administración Salarial


Unidad de Componentes Salariales



mferrero@poder-judicial.go.cr


Teléfono: 2295-3770 ext. 01-3770
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Re: Comunicación de deuda - BERENICE SMITH BONILLA cédula 03-0254-0226


			From


			Mónica Valverde


			To


			María Ester Ferrero Villa (Autorizado de la Unidad de Componentes Salariales)


			Cc


			Maureen Siles Mata; Unidad de Componentes Salariales-Depto. Gestión Humana - Adriana Steller Hernandez; Archivo-Depto.-Gestión Humana - Carolina Zamora Arce; Leda Córdoba Montero


			Recipients


			mferrero@Poder-Judicial.go.cr; msiles@Poder-Judicial.go.cr; astellerh@Poder-Judicial.go.cr; Czamorarc@Poder-Judicial.go.cr; lcordoba@Poder-Judicial.go.cr





Estimada señora,

Reciba un cordial saludo de parte de la suscrita.





Vista la notificación que se me realiza donde se me otorga un plazo de 3 días  a efecto de que me pronuncie sobre la Comunicación de Deuda que se me remitió el día de hoy mediante correo electrónico respecto de la gestión que he venido realizando, indico que me doy por enterada y comprendo claramente la información que se me suministra, y por lo tanto, manifiesto mi conformidad y mi anuencia para que se remita toda la documentación pertinente y los estudios nº 2019016 y 2019017 al Consejo Superior del Poder Judicial, para lo de su cargo.





Quedo atenta a cualquier notificación adicional por este medio (correo electrónico monicavalverdesmith@gmail.com) , y en caso de que mi aceptación deba de presentarse en documento por escrito y debidamente firmado, quedo pendiente de que se me indique para cumplir a la brevedad con dicho requisito





Cordialmente, 





Berenice Smith Bonilla.
Cédula 3-0254-0226.








On Tue, May 7, 2019 at 2:56 PM María Ester Ferrero Villa (Autorizado de la Unidad de Componentes Salariales) <mferrero@poder-judicial.go.cr> wrote:






Señora





Berenice Smith Bonilla





Fiscal Adjunto 2





Fiscalía General





 





Estimada señora:





 





En atención a su solicitud de referencia N° 6083-2019, en la cual solicita el reconocimiento de los periodos en los cuales disfrutó de permisos sin goce de salario para laborar como parte del Proyecto Estado de Derecho desarrollado en la Ciudad de Guatemala, así como también en la Comisión Internacional contra la Impunidad en Guatemala (CICIG), de las Naciones Unidas, se adjuntan los estudios nº 2019016 y 2019017. Cabe indicar que dichos periodos ya fueron reconocidos para efectos de anualidades en sesión del Consejo Superior N° 70-15 del 04 de agosto del 2015, articulo LV.





 





1.     Al respecto se le informa que, una vez aprobado el estudio de reconocimiento por el Consejo Superior, cada servidor iniciará la cancelación del monto a reintegrar al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial; el cual se le deducirá, sin excepción, un 10% de su salario bruto mensual de conformidad con lo establecido en el artículo 231 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, el acuerdo tomado en sesión 98-12 del 8 de noviembre de 2012, art. XIX y el artículo 12 del reglamento. Asimismo es importante indicar que una vez aprobado por parte del Consejo Superior el reconocimiento de tiempo servido en otras instituciones del estado no podrá dejarse sin efecto, por cuanto se debe partir del hecho de que la Administración Pública se encuentra sujeta al principio de legalidad, particularmente al de legalidad presupuestaria, en el entendido que solo podrá realizar aquellos actos que le están previamente autorizados por el ordenamiento jurídico y que todo pago o reconocimiento salarial compromete las finanzas públicas. 





 





2.     Por otra parte, el Consejo Superior informará al Departamento Financiero Contable la aprobación del reconocimiento del tiempo servido, para que realicen el rebajo respectivo, así como los trámites correspondientes para que los aportes existentes en los diferentes regímenes de pensiones sean trasladados al Poder Judicial, los cuales posteriormente serán abonados al monto general de la deuda o bien en caso de haber cancelado le serán devueltos al beneficiario de conformidad con lo establecido en el artículo 12 del reglamento.





 





3.     Del mismo modo, informarán a esta Dirección una vez aprobado el reconocimiento de tiempo servido, para proceder con el pago respectivo a partir de la fecha en que el Consejo Superior lo ordene en apego a lo establecido en el artículo 11 del reglamento.





 





Por este medio se le notifica del trámite que se ha detallado y se le brinda un plazo de tres días posteriores al recibo de esta comunicación para lo que a bien estime disponer y proceder a remitir el respectivo estudio al Consejo Superior para su aprobación. En caso de no tener respuesta se procederá con el archivo de la gestión.





 











 





 





“El artículo 6 bis de la Ley Orgánica del Poder Judicial, establece la validez y eficacia de las comunicaciones por medios electrónicos.





El Artículo 5 del Manual de Procedimientos de las Comunicaciones por medios electrónicos de las Oficinas Judiciales, responsabiliza a los Jefes, Coordinadores de Oficina o designados, de imprimir el contenido de esta comunicación y hacerlo llegar al destinatario”.
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